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DÉCIMO INFORME DE VERIFICACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN 

DEL ACUE RDO FINAL DE PAZ EN COLOMBIA  
 

Resumen Ejecutivo  
 

Presentación  

En cumplimiento del mandato establecido en el Acuerdo Final de Paz ïA.F.ï firmado 

entre el Gobierno y las FARC, desde 2017 CERAC y CINEP han venido 

desempeñando la Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional 

ïSTï para hacer seguimiento a los compromisos del A.F. (numeral 6.3.2) mediante 

ñel an§lisis del cumplimiento verificado de lo acordado, identificar las controversias 

y hacer propuestas de mejoramiento y/o de soluci·nò. 

Este mandato está previsto hasta octubre de 2021, momento en el que se habrán 

publicado 10 informes sobre la Implementación de los seis puntos del A.F., seis 

informes sobre la implementación del Enfoque de Género y tres informes sobre la 

implementación del Enfoque Étnico. En todos sus informes, la ST verifica los 

compromisos establecidos en el A.F. y analiza los avances, dificultades y retrasos 

en la implementación y su correspondencia con lo establecido en el mismo. 

En atención a lo acordado la ST pone a disposición pública este Décimo Informe de 

verificación de la implementación del Acuerdo de Paz en los seis puntos del Acuerdo 

y, como en los anteriores, se incluye la verificación de la implementación en tres 

territorios PDET seleccionados: Sur de Córdoba, Pacifico Medio y Catatumbo. 

El cumplimiento de este mandato ha sido posible por la financiación del Fondo 

Multidonante de las Naciones Unidas para el Sostenimiento de la Paz.  

 

Análisis Temático   

Cercanos a cumplir el primer lustro desde la firma del A.F, la ST consideró de interés 

para este 10º. Informe realizar un análisis retrospectivo y prospectivo de la 

implementación de los compromisos establecidos en el Acuerdo, con el fin de 

identificar los principales logros, destacar su relevancia, identificar los mecanismos 

para preservarlos y hacer explícitos los posibles riesgos y afectaciones que se 

derivarían de no cuidar su sostenibilidad, no avanzar en la consolidación de aquellos 

logros que aún son parciales, así como de posponer compromisos necesarios para 

la construcción de una paz estable y duradera. 

En esta mirada retrospectiva la ST identifica por lo menos tres sucesos de distinta 

índole que han tenido efecto en la implementación. El primero, el cambio de 
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gobierno en 2018 y la asunción del partido político que se había opuesto 

abiertamente a la firma del Acuerdo. El segundo, el advenimiento inesperado de la 

pandemia causada por el SARS-CoV-2, con grandes repercusiones vigentes no 

solo sobre el A.F. sino sobre la vida de la población que se ha visto afectada en 

materia de salud y de recursos económicos y que se traducen, por lo menos, en un 

gran aumento de la pobreza, el desempleo y la caída de la producción a nivel global 

y nacional. El tercero, el desarrollo del Paro Nacional convocado en abril de 2021 

por el Comité Nacional del Paro para protestar por las políticas económicas y 

sociales del actual gobierno. Este paro contó con una amplia participación social y 

promovió las demandas de distintos sectores sobre asuntos de interés general, tales 

como: la atención en salud, el acceso a la educación, la reforma tributaria, e incluso 

la implementación integral del A.F., entre otros. 

Este último suceso dio lugar a una importante expresión de diversos sectores y 

organismos internacionales en razón a que, pese a que las protestas se 

desarrollaron de forma pacífica, algunos excesos en el uso de la violencia, 

especialmente por parte de la Fuerza Pública, generaron serias consecuencias en 

el aumento de graves violaciones a los Derechos Humanos en varias ciudades del 

país. Por su parte, el Gobierno nacional intentó entablar conversaciones con el 

Comité Nacional del Paro sin lograr una solución negociada, y por ello los dirigentes 

de este optaron por acudir al legislativo mediante proyectos de ley que atiendan las 

demandas. 

Por su parte, sectores afines al Acuerdo de paz aseguraron que la crisis que 

enfrenta el país se debe en parte a la falta de voluntad del gobierno para avanzar 

correctamente en la implementación del Acuerdo final (El Espectador, 2021). Al 

respecto, el expresidente del Gobierno español Felipe González alertó, en respaldo 

a la implementación del Acuerdo de Paz, que ñlo que más me preocupa es que 

ahora el discurso trata de mostrar que lo que está pasando hoy en Colombia es 

consecuencia de unos malos acuerdos de paz, no de una mala política en relación 

con los acuerdos de pazò (RCN Radio, 2021).  

Esta ST considera que es imprescindible que se acelere la implementación del 

acuerdo de paz de forma integral, especialmente, en los compromisos más 

rezagados para lograr los grandes retos de terminar el conflicto y construir una paz 

estable y duradera. 
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1. Reforma Rural Integral  

El compromiso central de este punto es la transformación estructural del campo, en 

busca de una mayor equidad y para promover el desarrollo de las regiones más 

alejadas, retrasadas y afectadas por el largo conflicto interno del país.  

La Reforma Rural Integral ïRRIï comprende un conjunto de medidas articuladas de 

corto, mediano y largo plazo que buscan promover el acceso y la formalización de 

las tierras rurales, aumentar la seguridad jurídica de la tenencia, contribuir a la 

resolución pacífica de los conflictos rurales, promover la productividad en el campo 

y cerrar brechas entre la población urbana y rural en materia de acceso a bienes y 

servicios, con prioridad en subregiones fuertemente golpeadas por el abandono y la 

violencia.  

La tierra ha sido y continúa siendo una fuente de poder político y económico con 

enormes dificultades para su acceso y formalización. Estas dificultades han limitado 

el desarrollo del campo, la producción agrícola y también han alimentado muchas 

de las violencias y expresiones armadas en el país.  

Por lo anterior, el primero y principal tema estratégico en este punto es el acceso y 

uso adecuado de la tierra, en el que se destacan tres logros: (i) conformación del 

Fondo de Tierras de distribución gratuita, (ii) definición de mecanismos de 

formalización y actuación por oferta, (iii) inicio del Catastro Multipropósito.  

El segundo tema estratégico es el de los Planes de Desarrollo con Enfoque 

Territorial ïPDETï, en el que se destaca la aprobación e inicio de la 

implementación de los Planes de Acción para la Transformación Regional ïPATRï 

con un importante proceso participativo.  

El tercer tema estratégico son los Planes Nacionales para la Reforma Rural 

Integral ïPNRRIï, en el que se señala como logro parcial la expedición de 10 de 

los 16 planes previstos por el A.F.  

En relación con los compromisos sobre Acceso y uso de la tierra, la constitución 

del Fondo de Tierras tiene como objetivo que los habitantes del campo que no 

tienen tierra o la tienen de forma insuficiente, puedan acceder a esta. Constituye un 

logro parcial, pues la distribución de tierras a través de este mecanismo todavía es 

muy baja. Hasta el 30 de junio de 2021, última cifra disponible, la ANT reporta el 

ingreso al Fondo de Tierras de 14.751 predios con un área de 1.385.066 hectáreas. 

Esto corresponde al 46,2% de los 3.000.000 de ha previstas en el A.F. para su 

distribución, de las cuales se ha entregado en 52 meses el 7,8%, esto es 4.521 ha 

por mes. A este ritmo, en los 12 años previstos de duración del Fondo solo se 

distribuirán el 21,7% de lo pactado. Adicionalmente, es muy bajo el porcentaje de 
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predios ingresados al Fondo que cuenta con la debida caracterización que 

determine si pueden o no ser objeto de adjudicación. A esto se agrega que otros 

instrumentos previstos por el A.F. para promover el acceso, como los subsidios y 

créditos para compra de tierras, presentan mínimos resultados. La ST recomienda 

aumentar el número de predios haciendo uso de todas las fuentes establecidas en 

el A.F., por ejemplo, a través de la compra directa y los subsidios y caracterizar los 

predios que actualmente hacen parte del Fondo para avanzar aceleradamente en 

su adjudicación con el fin mejorar el acceso y disminuir la concentración de las 

tierras rurales. 

En cuanto al compromiso de formalización de tierras, se destaca el procedimiento 

de formalización por oferta a partir del Decreto Ley 902 de 2017, que potencialmente 

permite un mayor alcance en cobertura territorial. Sin embargo, no se ha adoptado 

el Plan Masivo de Formalización, no se ha creado la Jurisdicción Agraria y no hay 

avances en la constitución de Zonas de Reserva Campesina ïZRCï, todas, 

medidas que contribuyen a alcanzar mayor seguridad jurídica de las tierras rurales. 

El Decreto Ley estableció un procedimiento único administrativo para la titulación 

de la posesión y saneamiento de la falsa tradición sobre inmuebles rurales de 

naturaleza privada que no hayan sido objeto de despojo, estableció un 

procedimiento para implementar Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad 

Rural ïPOSPRï, con prioridad en subregiones PDET, en aquellas en las que se 

desarrolla el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos ïPNISï 

y en ZRC, y creó el Registro de Sujetos de Ordenamiento ïRESOï como 

instrumento de identificación y priorización de beneficiarios. Pero su aplicación es 

incipiente en todos los campos. Para la ST es necesario aprobar e iniciar de forma 

inmediata el Plan Nacional de Formalización, crear la Jurisdicción Agraria y avanzar 

en la elaboración de los POSPR en un mayor número de municipios y en la 

implementación del RESO para contribuir a la resolución pacífica de conflictos y a 

la seguridad jurídica de la tenencia.  

En relación con el compromiso del Catastro Multipropósito ïCMï se resalta su 

inicio y la actualización de 47 municipios entre 2017 y 2020 y la priorización de otros 

143, de los cuales 74 son municipios de los PDET. Al momento, solamente en cuatro 

municipios PDET (Segovia, Guapi, La Jagua de Ibirico y Ovejas) han realizado el 

catastro y el área total representa el 5,4% del total. Así, aún se está lejos de las 

metas establecidas en el Plan Marco de Implementación ïPMIï y en el propio Plan 

Nacional de Desarrollo 2018-2022 ïPNDï. A juicio de la ST es necesario acelerar 

la implementación del CM, por lo menos en los 143 municipios priorizados (74 de 

ellos PDET) y buscar disminuir la alta dependencia de recursos de la banca 

multilateral y de la cooperación internacional.  
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La lentitud en el desarrollo del CM además de llevar a que no se cumpla la meta del 

Acuerdo, tampoco permitirá que se logre para 2022 tener 650 municipios con 

catastro actualizado, entre ellos los 170 municipios PDET. Adicionalmente, dado 

que la normatividad define que el catastro se desactualiza cada cinco años, se corre 

el riesgo de que en 2023, los municipios cuya actualización se realizó en 2017, estén 

de nuevo rezagados.   

Los PDET son una de las principales medidas para el desarrollo del enfoque 

territorial del A.F. Por un lado, representan el inicio de un proceso de transformación 

estructural del campo, con prioridad en las regiones más urgidas de las medidas de 

la RRI, a través de procesos que conduzcan a cambios sociales, institucionales y 

productivos, al cierre de brechas sociales y territoriales, a mayores inversiones 

públicas concertadas con comunidades y organizaciones y a la promoción de una 

mejor participación de estas. Son una oportunidad para la reparación territorial y de 

grupos y personas víctimas del conflicto. 

Los avances más relevantes son el proceso de construcción de los Planes de Acción 

para la Transformación Regional ïPATRï con una alta participación comunitaria y 

la elaboración de las Hojas de Ruta Única ïHRUï como mecanismo que organiza 

la implementación y la estructuración y aprobación de proyectos, en todo caso con 

desbalance entre subregiones. No obstante, las comunidades perciben una 

disminución en la participación y el porcentaje de iniciativas con ruta de 

implementación activa es bajo. Entre agosto de 2018 y febrero de 2019 se 

publicaron los 16 PATR que cuentan con un pequeño diagnóstico subregional, una 

visión territorial, objetivos e iniciativas (32.808 del nivel municipal y subregional) 

distribuidas en ocho pilares y un presupuesto indicativo. Por su parte, ya se han 

publicado cinco HRU: Catatumbo, Sur de Córdoba, Sur de Bolívar, Putumayo y 

Montes de María (recientemente Chocó). La selección final de las iniciativas 

consideradas estratégicas muestra un desbalance entre pilares. El mayor número 

de iniciativas priorizado, para las cinco subregiones, es el de Reactivación 

económica y producción agropecuaria (30,85%) e Infraestructura y adecuación de 

tierras (15,81%), mientras que los pilares Sistema para la garantía progresiva del 

derecho a la alimentación (1,53%) y Reconciliación, convivencia y construcción de 

paz (8,2%) y Salud Rural (5,98%), tienen un menor número de iniciativas. En esto, 

es relevante el problema que representan los retrasos en la implementación de las 

medidas de acceso a tierras y de los PNRRI, pues no ha permitido que las iniciativas 

tengan una correspondencia, se articulen y apalanquen con otras acciones de 

política pública. 
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Para la ST es indispensable fortalecer la participación comunitaria y las capacidades 

de la institucionalidad local en todas las fases de la implementación, y avanzar en 

la puesta en marcha de las iniciativas superando los desbalances entre pilares y 

entre subregiones. También se considera conveniente ampliar la cobertura 

geográfica de los PDET a otros municipios y subregiones que cumplen con los 

criterios establecidos por el A.F., priorizando zonas con continuidad geográfica con 

las que actualmente existen. 

Finalmente, en relación con los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ï

PNRRIï son 16 instrumentos establecidos en el A.F. para disminuir y erradicar la 

pobreza rural. Su principal meta es la erradicación de la pobreza extrema y la 

reducción en todas sus dimensiones de la pobreza rural en un 50% en un periodo 

de 15 años. En todo caso, se debe garantizar el máximo de esfuerzos de 

cumplimiento en los primeros cinco años desde la firma del A.F., es decir hasta 

noviembre de 2021.  

A julio de 2021 se habían adoptado diez, tres estaban en cierre técnico y tres en 

formulación. Si bien su adopción es un logro relevante, según el A.F (6.1.10) la 

normativa necesaria para la implementación de la RRI tenía un plazo de 12 meses 

y siguiendo los indicadores del Plan Marco de Implementación ïPMIï, la obligación 

de su expedición era 2018, hecho que sólo se cumplió en tres casos. Ello ha 

dificultado una implementación integral y la correspondencia entre las distintas 

medidas de la RRI, en especial en las subregiones PDET. De ahí, que esta ST 

reitere la necesidad de concluir la formulación y adopción de los Planes que faltan 

e implementar todos de forma articulada a nivel nacional. 

 

2. Participación Política y ampliación de la democracia  

El punto 2 establece medidas y mecanismos para lograr la apertura democrática, 

con el propósito de desarrollar canales institucionales que prioricen el diálogo, la 

mediación y resolución de conflictos sociales, y romper el vínculo entre las armas y 

política, lo cual ha sido una constante en la historia del país. El A.F. estableció tres 

temas estratégicos: Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición 

política (2.1); mecanismos democráticos de participación ciudadana, incluyendo los 

de participación directa (2.2) y medidas efectivas para promover una mayor 

participación en la política local, regional y nacional de todos los sectores incluyendo 

la población más vulnerable (2.3).   

En este 10° Informe, siguiendo una mirada retrospectiva y prospectiva de la 

implementación de los compromisos del Acuerdo, a nivel general se advierten pocos 

avances en este punto, como lo ha señalado la ST en sus informes previos. Las 
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instancias y mecanismos que el A.F. estableció para conseguir una apertura 

democrática han tenido serias limitaciones en su implementación y ejecución, lo 

cual se ha visto acompañado de la creación de espacios e instancias paralelas por 

parte del Gobierno Nacional, las cuales se han enfocado en los mismos temas con 

visiones diferentes a lo acordado y con poca participación de la sociedad civil.  A lo 

anterior se añaden los efectos de la pandemia y el confinamiento que han limitado 

algunos de los espacios de participación que se habían logrado establecer, este es 

el caso de los Consejos de Paz en sus distintos niveles. 

En términos de Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición política 

se evidencian varios avances normativos cuya materialización no ha sido 

homogénea. En lo que respecta a las medidas de garantías de seguridad, a pesar 

de la formulación normativa del Sistema Integral de Garantías de Seguridad para el 

Ejercicio de la Política ïSISEPï, se han presentado retrasos en su implementación 

y en su aplicación, algunas instancias del SISEP siguen sin materializarse y la 

Comisión Nacional de Garantías de Seguridad ïCNGSï ha sido convocada en 

pocas ocasiones, lo cual es preocupante frente a la crisis de inseguridad que viene 

atravesando el país. Por otro lado, en cuanto a derechos y garantías para el ejercicio 

de la oposición política, se registra como avance significativo la puesta en marcha 

del Estatuto de la Oposición, pues su funcionamiento a nivel nacional y local ha 

logrado dar un mayor dinamismo al sistema político, con miras a la apertura 

democrática para construir la paz.   

En relación con el primer tema estratégico, los derechos y las garantías plenas para 

el ejercicio de la oposición, la ST destaca como principal logro la promulgación del 

Estatuto de la Oposición, pues a pesar de algunas dificultades ha aportado a la 

apertura del sistema político y a la participación política para la construcción de paz. 

No obstante, en materia de garantías de seguridad para el ejercicio de la política, la 

ST no identifica ningún logro significativo, pues si bien hay avances normativos, 

persisten retrasos importantes en la implementación del SISEP y de otras instancias 

llamadas a actuar de forma coordinada. El SISEP no ha contado con los apoyos 

suficientes y se han visto desplazados por la priorización del Plan de Acción 

Oportuna ïPAOï, factor que, en vez de aportar a la articulación de esfuerzos entre 

programas creados por el Acuerdo y programas de Gobierno, ha coadyuvado a la 

dispersión de medidas. El estado de implementación en términos de garantías de 

seguridad resulta preocupante por la crisis de seguridad que vienen atravesando 

varias zonas del país, condición que genera preocupación de cara a las jornadas 

electorales de 2022, ya que los índices de violencia tienden a deteriorarse en dichos 

contextos. Es importante recalcar que la preocupación en términos de garantías de 
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seguridad no se limita al punto dos del Acuerdo, este es un asunto transversal que 

incide en la implementación en su integralidad.  

Frente a las medidas para promover mecanismos democráticos de participación 

ciudadana pese a que no se ha implementado todo lo pertinente, sí se ha logrado 

brindar espacios de participación a las comunidades en diferentes niveles para 

discutir temas relacionados con la paz, reconciliación y convivencia. Esto ha 

permitido una mayor participación de la ciudadanía en asuntos públicos ya que 

gracias al A.F las jornadas de protesta han sido mucho más difíciles de estigmatizar 

asociándose con expresiones ligadas al conflicto armado, y no como una expresión 

de la apertura democrática.  

Es así como se evidencian unos acumulados normativos y prácticos que buscan 

brindar mayores garantías a la protesta social que hasta el momento de cierre de 

este informe no se percibe que hayan aumentado porque no hubo una mejora de 

las capacidades de diálogo y se priorizó el control de disturbios. Su desarrollo ha 

respondido en gran parte a las grandes movilizaciones sociales de los últimos años 

entre los cuales se destacan el denominado 21N de 2019; las protestas en 

septiembre de 2020 en contra del abuso policial por el caso de Javier Ordoñez y los 

hechos de movilización en el marco del Paro Nacional desde el 28 de abril de 2021.  

Algunos de los desarrollos normativos y prácticos han involucrado diferentes 

instituciones y miembros de la sociedad civil, el Decreto 003 de 2021 es reflejo de 

ello, que busca priorizar el diálogo, descalificar la estigmatización hacia las causas 

y personas que participen de la protesta y verificar los cursos y equipos de la Policía 

Nacional por parte del Ministerio Público y la Defensoría. Sumado a esto, se han 

diseñado espacios para la interlocución entre la ciudadanía y las autoridades 

respecto a la atención de la protesta social, además de promover el diálogo social 

y la resolución de conflictos. Ejemplo de esto es la Mesa Nacional de Garantías para 

la Manifestación Pacífica y el Sistema Nacional de Gestión de Diálogo Social y 

Resolución de Conflictos.  

Con relación al segundo tema estratégico, en lo concerniente al derecho a la 

protesta pacífica, se han dado grandes movilizaciones: el denominado 21N de 2019, 

los hechos de septiembre de 2020 y el reciente Paro Nacional del 28 de abril. Estos 

eventos dieron cuenta de la falta de un marco normativo además de fallas 

sistemáticas por parte del Estado: estigmatización hacia las personas que 

participan, detención arbitraria y abuso de la fuerza a la hora de atenderlas. A partir 

de una sentencia de la Corte Suprema frente al tema, se dieron algunos desarrollos 

normativos que buscan aumentar las garantías para poder manifestarse, no 

obstante, aún no es claro cómo los espacios creados como la Mesa Nacional de 
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Garantías para la manifestación o el Sistema de Gestión de Diálogo Social y 

Resolución de Conflictos contribuyen de manera efectiva a lograr mayores 

garantías.  

Finalmente, respecto a las medidas para promover mayor participación en la política 

nacional, regional y local, los Consejos de Paz en sus diferentes niveles han 

buscado convertirse en un órgano asesor de sus respectivas autoridades en la 

promoción de estrategias para la resolución de conflictividades, acciones en 

Derechos Humanos, Paz Territorial y conformación de veedurías. Pese a esto, es 

importante advertir los riesgos en la continuación de estos espacios de participación 

desde el funcionamiento limitado que existe en algunos municipios: las dificultades 

presupuestales a mediano y largo plazo, el uso de un modelo común en los planes 

de acción sin entender las dinámicas propias presentes en cada uno de ellos y la 

ausencia de información sobre las labores que desarrollan y sus funciones, dan 

lugar a que se les asignen actividades para las cuales no están constituidos o no 

les sea asignado un rubro en el presupuesto municipal o departamental, según 

corresponda. 

En el tercer tema estratégico, hay dos logros que destacar:  1. La aprobación y 

reglamentación de las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz ïCTEPï y 

2. La creación y funcionamiento de los Consejos Territoriales de Paz. 

El incumplimiento de las CTEP era uno de los mayores retrasos en este punto; la 

falta de voluntad política y los problemas legislativos en su aprobación están entre 

las principales causas de su demora. Al ser tan reciente su aprobación aún quedan 

vacíos en la reglamentación administrativa necesaria para que la elección de sus 

miembros sea posible con miras a las elecciones de 2022. Aún si se completan 

dichos vacíos existen otros desafíos tales como la deficiencia en puestos de 

votación y cédulas en varios de los territorios de las CTEP, que se necesitan resolver 

para lograr una participación en igualdad de condiciones con garantías electorales 

y de seguridad. Por lo tanto, resulta importante que se avance con prontitud por 

parte de las autoridades electorales para contar con la reglamentación 

administrativamente necesaria y puedan ser elegidas en los próximos comicios de 

2022. En este mismo sentido, la aprobación del nuevo Código Electoral contribuye 

a la apertura democrática, ya que permite que haya mayores facilidades para 

acceder al voto. Empero, esta ST advierte sobre algunos aspectos del mismo que 

pueden afectar la autonomía, transparencia y veedurías en las autoridades 

electorales. 
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3. Fin del Conflicto  

Este Punto tiene como objetivo dar el paso final que ponga fin al conflicto con las 

extintas FARC (3.1), sentar las bases para el proceso de reincorporación política, 

económica y social de los excombatientes a la vida civil (3.2), y garantizar las 

condiciones de seguridad para el proceso (3.4). Para este 10° informe, la ST realizó 

un balance en el cumplimiento de estos tres temas, al identificar la secuencia en su 

implementación, así como sus principales logros, riesgos y retos. En esta medida, 

a cinco años de la firma del A.F., la ST resalta que los tres puntos han alcanzado 

avances importantes en el cumplimiento de lo establecido, pero todos se enfrentan 

a riesgos para preservar lo alcanzado.  

El principal logro en el marco del proceso de Cese al Fuego y de Hostilidades 

Bilateral y Definitivo y la Dejación de Armas (3.1), fue la terminación definitiva del 

conflicto armado con la exguerrilla de las FARC de acuerdo con lo establecido en el 

A.F., terminación que representó tanto una mejora en las condiciones de seguridad 

en las zonas con histórica presencia de esta exguerrilla, como una contribución al 

ahorro de vidas perdidas en el marco del conflicto. Así mismo, el cumplimiento de 

este cese bilateral y definitivo también representó un hito histórico para el país, pues 

fue la primera vez que tal proceso se realizaba de forma exitosa con esta exguerrilla, 

y, además, logró contar con un mecanismo de monitoreo y verificación. Un segundo 

logro a destacar pese a los múltiples retrasos y cambios en la secuencia inicialmente 

establecida fue el cumplimiento total del proceso de Dejación de Armas, que dejó 

como resultado la entrega de un total de 8.994 armas que estaban en manos de la 

guerrilla; este material fue inhabilitado, destruido y destinado a la construcción de 

tres monumentos para la paz. Finalmente, el tercer logro a destacar fue la 

construcción de las ZVTN y su posterior transformación en los ahora, AETCR, hecho 

que ayudó a avanzar en la consolidación del proceso de reincorporación. Ahora 

bien, aunque la adecuación de estos espacios se enfrentó a innumerables 

dificultades y críticas por parte de los excombatientes, sin su puesta en marcha, no 

habría sido posible el cumplimiento total de la fase de reincorporación temprana en 

materia económica y social.   

En este orden de ideas, la mayoría de los compromisos de este tema del Fin del 

Conflicto (3.1) ya están cumplidos, sin embargo, todavía hay compromisos 

pendientes por culminar. Entre estos se encuentran: la construcción del último 

monumento para la paz en La Habana, Cuba, que no presenta mayores avances a 

la fecha de este informe; y la finalización en la entrega de bienes y activos 

reportados por las FARC para la reparación a las víctimas, compromiso que 

presenta algunos avances y reporta controversias entre las partes frente a la 

entrega y monetización de los bienes, y en cuanto al plazo para su cumplimiento. El 
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principal reto en este tema es la falta de acuerdos entre las partes para avanzar en 

la entrega de bienes, dado que el proceso presenta atrasos ante las limitaciones 

jurídicas en materia de bienes inmuebles, y la falta de un patrimonio autónomo para 

su administración.   

Frente al proceso de reincorporación en lo político, económico y social (3.2), la ST 

destaca el cumplimiento de la mayoría de los compromisos del A.F. en materia de 

reincorporación temprana. Este compromiso contempla la adopción de medidas de 

reincorporación política para la apertura democrática, así como la creación de una 

institucionalidad para la reincorporación (a nivel nacional y territorial), el dar 

garantías jurídicas para el tránsito a la legalidad, y la caracterización de la población 

excombatiente para la entrega de una serie de beneficios para una reincorporación 

social y económica sostenible. Dichos compromisos son: (i) la renta básica, que aún 

continúa entregándose a los excombatientes que están en la ruta de reincorporación 

económica y social; (ii) la asignación única de normalización; (iii) afiliación a 

seguridad social; y (iv) la adopción de una serie de programas sociales en materia 

de salud y educación.   

En consecuencia de lo anterior, estos logros dan lugar a la fase de reincorporación 

en el mediano y largo plazo, que de acuerdo a lo señalado en el CONPES 3931 de 

2018, que establece la ñPol²tica Nacional para la reincorporaci·n social y econ·mica 

de ex integrantes de las FARC-EPò, es la hoja de ruta para garantizar la 

sostenibilidad del proceso, ya que incluye una serie de compromisos en materia de 

acceso a tierras para el desarrollo de proyectos productivos, a soluciones de 

vivienda, y la puesta en marcha del Sistema Nacional de Reincorporación. Al 

respecto, aunque la ST destaca los avances del Gobierno Nacional en el acceso a 

tierras para los excombatientes, mediante la adquisición de 1.552 hectáreas que 

representan 11 predios, la deficiencia de tierra sigue siendo uno de los principales 

retos para la sostenibilidad a mediano y largo plazo del proceso. Incluso, la puesta 

en marcha de la ñestrategia de consolidaci·nò de los 24 AETCR en donde habitan 

2.626 excombatientes y sus familias, que incluye el acceso a vivienda en algunos 

espacios territoriales, es un logro por resaltar, sin embargo, este es un asunto que 

ha generado controversia entre las partes. Al respecto, las principales diferencias 

se centran frente al tipo de vivienda y los materiales de construcción, y el no 

encontrar puntos comunes para superarla y avanzar hacia la construcción y entrega 

de estas viviendas, representa un riesgo enorme para preservar los proyectos de 

vida creados a partir del tránsito a la vida civil de los excombatientes.     

Finalmente, en materia de garantías de seguridad, la ST reconoce diferentes 

avances en la producción normativa, así como en la creación y entrada en 
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funcionamiento de la arquitectura institucional, y los compromisos establecidos 

para: (i) fortalecer la política e investigación criminal; (ii) brindar garantías para el 

partido Comunes; (iii) para los excombatientes en proceso de reincorporación y sus 

familias; y (iv) para proteger a las comunidades en los territorios.  

El primer logro alcanzado fue la entrega de los Lineamientos de la política pública 

para el desmantelamiento de organizaciones criminales, y el Plan Estratégico de 

Seguridad y Protección por parte del Gobierno a la JEP, en el marco del proceso de 

medidas cautelares que inició en 2020. Estos documentos representan 

compromisos fundamentales del A.F. para avanzar hacia la garantía de condiciones 

de seguridad necesarias para la implementación del A.F., además, son las hojas de 

ruta que guiarán el funcionamiento tanto de la Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad, como de la Mesa Técnica de Seguridad y Protección, que 

respectivamente, servirán para la asignación de medidas de protección a 

excombatientes y miembros del Partido Comunes. El principal reto es que estos 

documentos puedan ser implementados por las instancias e instituciones con 

compromisos, y que los resultados efectivamente aporten al cumplimiento de los 

mandatos definidos en el A.F.; su no implementación representaría un riesgo para 

el funcionamiento integral del Sistema de Seguridad para el Ejercicio de la Política.  

El segundo logro está en los avances en el esclarecimiento de casos de agresiones 

contra excombatientes en proceso de reincorporación y sus familias, por parte de la 

Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía General de la Nación. Desde su 

entrada en funcionamiento hasta febrero de 2021, han sido esclarecidos el 49,17% 

de los homicidios de excombatientes, porcentaje que como lo ha señalado la ST en 

múltiples ocasiones, es superior al avance en otro tipo de homicidios en el país. Si 

bien su trabajo ha sido positivo en esta labor, persisten retos relacionados al poco 

avance y cumplimiento en el resto de funciones asignadas en el A.F., pues no lograr 

pasar del esclarecimiento a la judicialización y desmantelamiento de las 

organizaciones criminales, sería únicamente un cumplimiento parcial del 

compromiso establecido en el A.F., y no permitiría ni el esclarecimiento completo de 

los casos, ni alcanzar el objetivo de desmantelar estas organizaciones, que 

representan el principal obstáculo para la implementación del A.F. 

Una de las organizaciones que constituyen la ST, CERAC ha registrado el asesinato 

de 291 excombatientes en proceso de reincorporación desde la firma del A.F (datos 

al 20 de septiembre de 2021), incluidas ocho mujeres. El 70% de los homicidios de 

excombatientes se han concentrado en las zonas PDET (204 de 291). Estas zonas 

tienen una alta concentración de presencia violenta entre grupos armados como el 

ELN, Clan del Golfo, Los Pelusos y grupos pos-FARC entre otros, que se disputan 
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el control de rentas criminales derivadas del narcotráfico, extorsión y la minería 

ilegal. 

La situación de inseguridad para los excombatientes se ha materializado en los 

delitos de homicidios, amenazas, tentativas de homicidio y desapariciones forzadas, 

lo que representa un riesgo para el proceso de reincorporación en el corto, mediano 

y largo plazo. No garantizar la protección de los excombatientes impacta la 

implementación del A.F., y representa un riesgo para la consolidación del tránsito a 

la vida civil ante la posibilidad de que puedan desertar del proceso o prefieran 

regresar a la clandestinidad.   

 

4. Solución al problema de las drogas ilícitas  

El Punto 4 del Acuerdo Final ïA.F.ï sienta las bases para ñconstruir una soluci·n 

conjunta e integral al problema de las drogas il²citasò (A.F., 2016, Punto 4, p§g. 99) 

por lo cual promueve una visión que dé un tratamiento diferenciado a los fenómenos 

de producción, consumo y comercialización de drogas ilícitas (A.F., 2016, 

Introducción, pág.8). Este punto está subdividido en cuatro temas: (i) Programas de 

Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Planes Integrales de Desarrollo Alternativo 

con participación de las comunidades; (ii) Programa Nacional de Intervención 

Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas; (iii) Solución al fenómeno de 

producción y comercialización de narcóticos; y (iv) Acción integral contra las minas 

antipersonal. 

En cuanto al compromiso de los Programas de Sustitución de Cultivos de Uso 

Ilícito y Planes Integrales de Desarrollo Alternativo con participación de las 

comunidades, los principales logros tras cinco años de implementación del A.F. se 

concentran en: (i) el cumplimiento del 98% del levantamiento de los cultivos de uso 

ilícito por parte de las familias que suscribieron acuerdos individuales del PNIS; y 

(ii) en la generación de oportunidades laborales para recolectores y recolectoras 

quienes fueron empleados en la ejecución de obras de infraestructura comunitaria 

y mejoramiento ambiental, con garantías laborales de afiliación al Sistema General 

de  Seguridad Social. Además, los recolectores iniciaron cursos de formación 

técnica a través del SENA para el desarrollo de nuevas competencias laborales y 

capacidades para el desempeño de nuevos oficios y; (iii) en los componentes de 

Asistencia Alimentaria Inmediata, proyectos de autosostenimiento y seguridad 

alimentaria, y Asistencia técnica del PAI familiar.  

Para preservar lo alcanzado hasta el momento en materia de sustitución, la ST 

resalta la importancia de superar los retrasos registrados en los compromisos del 

PAI comunitario que comenzaron con un rezago de tres años y a la fecha, no tienen 
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avances significativos. La ST también resalta que es importante culminar la totalidad 

de los compromisos del PAI familiar, acelerando la elaboración de los proyectos 

productivos y de autosostenimiento para evitar que cuando cesen los pagos de la 

Asistencia Alimentaria Inmediata, las familias queden en situación de vulnerabilidad 

por la caída en sus ingresos y consideren la resiembra. Por otro lado, la ST identifica 

la necesidad de acelerar la implementación de los PISDA, los cuales se formularon 

tres años después de la firma del Acuerdo Final y solo han comenzado su 

implementación en ocho de 52 municipios que conforman el PNIS.  

Por otro lado, persisten los riesgos de seguridad en los municipios PNIS, lo que, a 

criterio de esta ST, obstaculiza las labores de sustitución y verificación de los 

cultivos, pues pone en riesgo la vida de los involucrados con el PNIS, ya sean líderes 

que lo promuevan, técnicos de apoyo al programa o beneficiarios. Además, este 

aspecto que retrasa la verificación del levantamiento de los cultivos puede poner en 

situación de inseguridad económica y alimentaria a las familias inscritas, ya que 

algunos de los beneficios del PNIS a los que tienen derecho, son secuenciales y 

dependen de la verificación del levantamiento. Así mismo, otro retraso que esta ST 

identifica como un riesgo, ya que pone en inseguridad jurídica a quienes se han 

acogido al PNIS, es el del tratamiento penal diferenciado para cultivadores, que, a 

la fecha, no se ha establecido a pesar de los diversos esfuerzos legales que se han 

tramitado. Finalmente, también es prioritario para la ST que se transversalice el 

enfoque de género del PNIS, ya que el protocolo para hacerlo fue desarrollado hasta 

el 2021 (cuatro años después del comienzo del PNIS), por lo que el alcance a esta 

fecha será reducido.  

Por otra parte, los principales logros y avances en los compromisos asociados a 

la  prevención del consumo de drogas ilícitas e intervención integral de los 

consumidores, estuvieron relacionados con la revisión y ajuste participativo de la 

política pública (A.F. 4.2.1.3) con la puesta en marcha de la Política Nacional de 

Salud Mental (2018), orientada a prevenir y reducir el consumo de sustancias 

psicoactivas, y la Política Integral para la Prevención y Atención del Consumo de 

Sustancias Psicoactivas (2019). No obstante, la ST identificó que la expedición de 

estas políticas no son acciones suficientes para cumplir con lo estipulado en el A.F., 

debido a que estas no incluyen focalización etaria, por sexo, condición 

socioeconómica y ubicación geográfica, además, para su realización no fue creada 

la instancia nacional con representantes de las autoridades con competencia en el 

tema, instituciones científicas, centros especializados, entre otros, como lo 

establece el A.F. 
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En este orden de ideas, para preservar lo alcanzado hasta el momento, es prioritario 

para la ST que se avance en los siguientes compromisos rezagados: primero, 

prevenir la estigmatización de los consumidores y las consumidoras (A.F. 4.2.1.4), 

aprobando el documento de lineamientos para eliminar el estigma y la 

discriminación hacia personas que consumen sustancias psicoactivas, con enfoque 

de género y LGBTI, que tiene más de dos años de retraso en su formulación según 

el PMI; y segundo, fortalecer el seguimiento a las acciones territoriales que se 

realicen en el marco de la Política Nacional de Salud Mental y la Política Integral de 

Prevención y Atención al Consumo de Sustancias Psicoactivas. 

Por último, la ST ve como un riesgo para la sostenibilidad de los avances y para el 

completo desarrollo de la implementación de este subtema, que a la fecha no se 

conozcan avances respecto a la creación e implementación de un Sistema Nacional 

de Atención al Consumidor de Drogas Ilícitas. Dicho compromiso, debía ser 

cumplido en 2019 con la expedición del Acto administrativo de creación del Sistema, 

sin embargo, el Proyecto de Ley presentado en 2019 para este fin, fue archivado. 

Frente a la Solución al fenómeno de producción y comercialización de 

narcóticos, a 5 años de la firma del A.F., la ST encontró que el principal logro para 

la Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos es la 

aprobación del Plan Nacional de Política Criminal que espera promover la 

alternatividad penal, como la disminución del uso de la detención preventiva y 

establecer rutas de reinserción a la vida en sociedad de las personas que han 

cumplido con sus condenas. También se adelantó la formulación de un proyecto 

para el fortalecimiento de la territorialización de la política criminal contra el crimen 

organizado. 

La ST reconoce los avances en la estrategia para fortalecer las capacidades de 

vigilancia y control a insumos y precursores químicos con la participación del sector 

privado y que incluso tuvo incidencia internacional. Además de diversos esfuerzos 

internacionales como la Estrategia Subregional para mejorar la interdicción del 

tráfico de drogas y precursores químicos, con el acompañamiento de la Oficina de 

las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y el financiamiento del Departamento 

de Asuntos Económicos y Sociales de esa organización.  

Respecto a la Acción Integral contra las minas antipersonal, tras cinco años de 

la implementación del A.F. la ST reporta el logro en la descontaminación de este 

tipo de artefactos por cuenta de la cooperativa de excombatientes de las ex FARC-

EP para el desminado humanitario óHumanicemos DHô que entreg· los primeros 

metros cuadrados intervenidos manualmente en el resguardo indígena El Cedrito, 

de la comunidad Embera Chamí. Sin embargo, la ST evidencia como principal 
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riesgo de implementación del A.F. el aumento en el número de víctimas, la posible 

expansión del uso de estos artefactos a nuevos territorios, y la persistencia de su 

instalación por parte de grupos armados.   

 

5. SIVJRNR  

El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición ïSIVJRNRï

está conformado por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad ïCEVï, la 

Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas ïUBPDï y la 

Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï, así como por las Medidas de Reparación 

Integral a las víctimas del conflicto armado y los Compromisos y Garantías en 

Derechos Humanos ïDDHHï.  

En este 10° informe la ST presenta un análisis retrospectivo y prospectivo de la 

implementación del Sistema, identificando sus principales logros y su relevancia, los 

mecanismos para preservarlos y los posibles riesgos y afectaciones a los derechos 

de verdad, justicia, reparación y no repetición en caso de detenerse el avance de 

estos logros o de posponer compromisos necesarios para la construcción de una 

paz estable y duradera. Es importante señalar que el SIVJRNR continúa 

desarrollando su labor de manera sostenida a pesar de varios elementos de 

contexto como las restricciones sanitarias por la pandemia, las constantes 

violaciones a los DDHH en diversos territorios del país y los ataques permanentes 

al desarrollo e integridad de sus actividades por parte de los detractores del proceso 

de paz. 

La implementación del SIVJRNR se convierte en la oportunidad más robusta que 

ha tenido Colombia hasta el momento para avanzar en la realización de los 

derechos de las víctimas en el marco de un proceso de paz y la reincorporación a 

la vida civil de los miembros de la antigua guerrilla de las FARC, trascendiendo la 

mera dejación de armas (la paz negativa), avanzando hacia formas más 

democráticas en diversos ámbitos de la vida nacional (la paz positiva). En este 

sentido, la ST destaca como un logro central, el equilibrio obtenido mediante la 

creación de este modelo de justicia transicional entre los derechos de las víctimas 

y la seguridad jurídica de los responsables. Logro que requiere ser preservado 

manteniendo la estructura normativa e institucional de las tres nuevas entidades, la 

destinación de los recursos adecuados para su funcionamiento y el establecimiento 

de procesos armónicos de trabajo entre las entidades del Sistema y las demás 

entidades del Estado, con pleno reconocimiento de su autonomía e independencia. 

Un tema estratégico es el derecho a la verdad sobre lo acaecido en el conflicto 

armado, lo cual es crucial para las víctimas, al conocer los factores de fondo que 
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causaron los hechos victimizantes, así como la aceptación de responsabilidades de 

quienes están comprometidos con ellos, coadyuvando así al avance de procesos 

de convivencia y reconciliación. Para el Estado y la sociedad, entender lo que 

posibilitó y alentó los altos grados de violencia, es un paso indispensable para 

comenzar a realizar los cambios estructurales y contextuales necesarios para evitar 

la repetición de los hechos violentos. 

En el quehacer de la CEV, la ST destaca particularmente dos logros: la construcción 

y desarrollo de un proceso metodológico y social para el esclarecimiento de la 

verdad y la realización de acciones tendientes al reconocimiento individual y 

colectivo de responsabilidades por parte de actores del conflicto. Ello ha implicado 

el desarrollo de mecanismos de participación, trabajo territorial y diferencial, así 

como una estrategia de visibilización y colaboración con organizaciones sociales en 

todo el país. Se espera que estos esfuerzos de la CEV se vean materializados en 

el Informe Final y sus recomendaciones, los cuales serán publicados en el mes de 

junio de 2022 y socializados en los dos siguientes meses, fecha en la que se vence 

la extensión del mandato aprobado recientemente por la Corte Constitucional. 

A juicio de la ST hay algunos aspectos que pueden incidir en el alcance del informe 

y que es necesario atender: i) contar a tiempo y en debida forma con toda la 

información solicitada por la CEV a las diferentes entidades del Estado para cumplir 

con su objetivo de esclarecimiento; ii) lograr un informe con el rigor requerido pero 

con medios muy didácticos para los diversos públicos, en particular, para las 

víctimas y las comunidades más afectadas por el conflicto armado, acompañado de 

una estrategia pedagógica que permita generar apropiación social e interés de la 

ciudadanía, más allá de los actores políticos centrales; iii) desarrollar 

adecuadamente las recomendaciones que expida la Comisión al término de su 

mandato, mediante la Comisión de Seguimiento prevista, con los recursos humanos 

y financieros necesarios para cumplir el mandato; iv) incluir, en las 

recomendaciones ya identificadas temáticamente, las propuestas de reforma a las 

entidades y las políticas que generaron o permitieron la violencia, y contribuyan a la 

creación de estrategias para superar los factores estructurales y coyunturales que 

causaron o facilitaron el surgimiento y mantenimiento del conflicto armado en el 

país.  

Un asunto de la mayor importancia es evitar la instrumentalización de los resultados 

del informe en el contexto electoral o para alimentar el clima de violencia a la 

conveniencia de los diversos actores inmersos en ella. 

El segundo tema estratégico es el derecho a conocer el paradero de las 

personas dadas por desaparecidas en el marco del conflicto, ya sea por 
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desaparición forzada, por secuestro de personas y de las que no se tuvo más 

conocimiento, también los combatientes regulares e irregulares a los que se les 

perdió el rastro (miembros de grupos que desaparecieron en medio de las 

hostilidades y personas menores de edad a quienes, tras unirse a grupos ilegales 

armados (reclutamiento ilícito), lo cual permite una visión más comprehensiva del 

fenómeno, de la profundidad y complejidad del daño causado.   

A juicio de la ST el logro principal es la elaboración del Plan Nacional de Búsqueda 

y la puesta en marcha de varios Planes Regionales de Búsqueda por parte de la 

UBPD. El primero, se convierte en el documento más desarrollado hasta el 

momento para avanzar en la búsqueda de personas desaparecidas en el país y, los 

segundos, comienzan a concretar los procesos de búsqueda en los territorios. No 

obstante, la ST recomienda la pronta operativización del PNB que permita la 

identificación de actividades, cronogramas, responsables y recursos, la ampliación 

del número y el alcance de nuevos planes regionales de búsqueda, el 

fortalecimiento de la estrategia de participación de los buscadores y familiares y el 

seguimiento a la efectividad de los Pactos regionales para la búsqueda. No menos 

importante es implementar una estrategia para la protección de lugares donde se 

presume hay cuerpos de personas desaparecidas, para que se evite su deterioro, 

desaparición o la alteración de lugares y terrenos para la búsqueda a nivel nacional 

y regional. 

El derecho a la justicia es el tercer tema estratégico, el cual se asignó a la JEP 

con la misión de dar cuenta del derecho a la justicia de las víctimas y el deber del 

Estado de juzgar y sancionar a los responsables de graves crímenes.  

En esta materia la ST destaca especialmente dos logros. i) la estructuración de un 

modelo restaurativo de justicia transicional, que busca el equilibrio entre la 

realización de los derechos de las víctimas, la seguridad jurídica y la participación 

política de los responsables en el marco de un sistema integral que atienda los 

derechos de las víctimas a la verdad y a la reparación, y contribuya a crear las 

condiciones para la convivencia y la reconciliación acorde con el espíritu del A.F. 

Todo ello basado en la utilización de criterios de priorización, una metodología de 

patrones de macro criminalidad y la sanción de los máximos responsables, que le 

ha permitido a la JEP comenzar a emitir decisiones de fondo. ii) la expedición de 

medidas cautelares como un mecanismo idóneo, ágil y efectivo para salvaguardar 

los derechos de las víctimas en el marco del mandato de la jurisdicción.  

Esta metodología está permitiendo evidenciar los vasos comunicantes entre los 

macro casos, aún en situaciones producidas en épocas y territorios muy distantes, 
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lo cual amplía el conocimiento que se tiene del conflicto armado y aporta a una 

mayor verdad de lo sucedido en estas décadas violentas. 

La ST considera que es necesario presentar avances en decisiones de fondo sobre 

los macro casos, especialmente, mediante sentencias restaurativas, trabajar en la 

apertura de nuevos macro casos, mantener y fortalecer los mecanismos de 

participación de las víctimas en todos los momentos del proceso judicial, la 

expedición de resoluciones de conclusión y la imposición de sanciones propias, y la 

terminación de los casos de exmiembros de FARC que continúan privados de la 

libertad, entre otros aspectos. No menos importante es evitar cualquier alteración a 

los cimientos estructurales de este modelo de justicia restaurativa, pues iría en 

detrimento de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación 

integral y debilitaría de forma sensible el proceso de reincorporación y seguridad 

jurídica de los exmiembros de FARC, los militares y los terceros civiles voluntarios 

comparecientes ante la JEP.  

Frente al derecho a la reparación integral, hay que señalar que es un deber del 

Estado y un derecho de las víctimas afectadas por las infracciones al DIH y las 

violaciones a los Derechos Humanos en el marco de un conflicto armado. La Ley 

1448 de 2011 permitió que el Estado colombiano reconociera la existencia del 

conflicto armado y visibilizó y dignificó a las víctimas que en ese momento no 

superaban los 3 millones, y que hoy ya hay un reconocimiento cercano a los 9 

millones de víctimas. La ST señala la reciente ampliación en 10 años del marco 

normativo de ésta y la reconoce como una oportunidad significativa para superar las 

dificultades en torno a la ejecución de la política pública y la posibilidad de garantizar 

su cobertura a nivel nacional. Sin embargo, advierte que solo adelantando un 

proceso participativo de adecuación a lo establecido en el A.F. y con una proyección 

presupuestal que responda a las necesidades de la política en los próximos 10 años, 

es posible asegurar que contribuya de manera efectiva a la convivencia, la no 

repetición y la reconciliación.  

Para la materialización de este logro la ST recomienda la articulación entre el 

SNARIV, el SIVJRNR y entidades nacionales y territoriales y el cumplimiento de las 

metas establecidas en los demás componentes de la política pública, entre estos: 

la reparación colectiva, la rehabilitación psicosocial, los retornos y reubicaciones, 

las medidas de restitución de tierra y la entrega de bienes de FARC. Ignorar estos 

elementos, no solo desconocería los acuerdos pactados en el A.F., sino que 

además disminuiría la posibilidad de reparar a las víctimas integralmente y ampliaría 

las posibilidades de nuevas victimizaciones. La ST considera que es necesario 

reconocer la transversalidad de la reparación como una forma no sólo de reparar 
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afectaciones producidas por el conflicto, sino como una forma de crear condiciones 

para el goce efectivo de los derechos de toda la ciudadanía. Igualmente, dado que 

aún se encuentran pendientes numerosos compromisos y un volumen ingente de 

personas por reparar, en especial en restitución de tierras y en reparación colectiva, 

la reforma a la Ley se hace necesaria para cumplir con estos objetivos y atender a 

lo establecido en el A.F.  

Finalmente, en relación con los compromisos de promoción, respeto y garantía 

de los derechos humanos, la ST destaca la creación de la Comisión Asesora en 

Derechos Humanos y Paz, con lo cual se amplía la oportunidad para que la sociedad 

civil plantee recomendaciones relevantes sobre derechos humanos y paz. Mediante 

la participación de los diferentes sectores sociales que hacen parte de la comisión, 

y la consideración de las recomendaciones que surjan de su trabajo, es posible 

mantener en el tiempo los avances alcanzados. Por otro lado, la ST reconoce los 

esfuerzos para la construcción del PNADDHH, pero advierte que la falta de 

concreción y puesta en marcha del Plan debilita aún más la respuesta del Estado 

en esta materia y limita las garantías de no repetición en el país. La creación y 

puesta en marcha de una política pública robusta e integral de DDHH generará las 

garantías de no repetición indispensables en este momento en el país.  

 

6. Implementación, verificación y refrendación  

Este Punto estipula las medidas necesarias para contribuir a la implementación del 

A.F., incluyendo los mecanismos de seguimiento, impulso y verificación. Uno de los 

avances más importantes en la implementación de este punto fue la instalación en 

2016 de la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación ˈCSIVIˈ, mecanismo 

encargado de resolver diferencias entre las partes, realizar el seguimiento a los 

componentes del A.F., verificar su cumplimiento, e impulsar su implementación. 

Desde su puesta en marcha, esta instancia ha generado controversias entre las 

partes que la componen por el cumplimiento limitado de sus funciones y su 

desempeño en el proceso de seguimiento, impulso y verificación de la 

implementación; dado que la CSIVI ha mostrado ser un mecanismo útil, las falencias 

en su desempeño impactan negativamente el alcance y potencial que tiene en la 

implementación y representan un riesgo para su continuidad. 

Con respecto al Plan Marco de Implementación ˈPMIˈ, la ST resalta que su 

aprobación representó un logro para la materialización de las políticas públicas que 

permiten la implementación del A.F., pues de los 507 indicadores previstos para el 

cumplimiento de los seis puntos, 61 indicadores ya se encuentran finalizados y 455 

se mantienen vigentes. Así mismo, de los 76 compromisos que deben estar 

cumplidos para el cuatrienio 2019-2022, el Gobierno de Iván Duque ya cumplió 9 y 
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el resto ya están en planeación para su finalización. Pese a estos avances, la ST 

reitera que la aprobación de su versión final no resolvió algunas preocupaciones de 

los diferentes sectores de la sociedad y aunque el A.F. establece que este 

documento será revisado anualmente por la CSIVI para realizar ajustes, este 

documento no ha sido revisado desde su aprobación lo que representa un riesgo 

para el cumplimiento integral de lo acordado.   

En cuanto al Sistema Integrado de Información y medidas para la transparencia, la 

ST reconoce la creación y puesta en marcha del Sistema Integrado de Información 

para el Posconflicto ˈSIIPOˈ así como el avance en el desarrollo de módulos 

específicos para facilitar el seguimiento a la implementación. Pese a esto, persisten 

dificultades que limitan el seguimiento completo a la implementación del A.F. así 

como en la transparencia del proceso, por ejemplo, destaca el hecho de que no 

haya disponibilidad del 100% de las fichas técnicas cargadas.   

Frente a los Mecanismos Internacionales de Verificación, no se han presentado 

muchos logros o cambios significativos en el estado de la implementación, y a lo 

largo de los cinco años, estos han operado en los términos establecidos casi en su 

totalidad, como lo han hecho la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos -OACNUDH- y la Misión Política de Verificación 

de las Naciones Unidas, que han cumplido con las labores establecidas. Además, 

uno de los principales logros en este aspecto es que la Misión de Verificación de la 

ONU extendió su mandato hasta el 31 de octubre del 2021. La ST considera que es 

necesario fortalecer los distintos Mecanismos Internacionales de Verificación para 

impulsar y robustecer la confianza de la comunidad internacional y de las 

comunidades locales con respecto a la implementación del A.F. 

En cuanto al Componente de Acompañamiento Internacional, desde el inicio de 

la implementación del A.F. este componente presentó pocos avances y varios 

retrasos según el cronograma. En el 2017 se hizo la entrega del protocolo para el 

funcionamiento de este componente, la CSIVI instaló las 11 mesas de trabajo y 

hasta el 2018 se presentó la Hoja de Ruta que especificaba los lineamientos del 

componente, sin embargo, después de eso no hubo cambios significativos. Cinco 

años después, El CEDIPO (2021) señaló que este componente no ha sido activado 

y el SIIPO no presenta ningún avance en el indicador que se encarga de revisar 

este subtema del A.F. Además, la CPEC afirma que estas mesas no se volvieron a 

convocar debido a que la relación entre acompañantes e interlocutores se ha dado 

de manera directa; por ende, este subtema no ha presentado logros significativos, 

lo que implica un riesgo, ya que no se está implementando lo pactado en el punto 

6.4 del A.F. 
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Por otra parte, con respecto a las Herramientas de Difusión y Comunicación, 

este subtema ha presentado un avance significativo dentro de los tiempos 

establecidos y con correspondencia total a lo estipulado. En cuanto a los logros, se 

han inaugurado 11 de las 20 Emisoras de Paz que se deben poner en 

funcionamiento hasta el 2026, además, la emisora de Mesetas, Meta, ya fue 

aprobada para ser inaugurada. Por otro lado, en febrero del 2021, la RTVC presentó 

la cartilla ñOndas de paz: radio para todas las voces de las regionesò, con la cual se 

construyó una guía para crear contenido y narrar historias por medio de la radio, 

con la que se capacitaron 80 personas en Fonseca (Guajira), San Jacinto, (Bolívar), 

Ituango (Antioquia), Chaparral (Tolima) y Convención (Norte de Santander). Por otro 

lado, el compromiso con respecto al espacio de televisión institucional se cumplió 

en su totalidad, ya que el programa Mimbre se transmitió ininterrumpidamente 

durante los dos años establecidos en el A.F. Por último, las estrategias de difusión 

con nuevas herramientas a través de las redes sociales sobre la implementación 

del A.F., cumplieron con las metas establecidas en 2019 y 2020.  

Con respecto a las Prioridades para la Implementación Normativa, estas se 

mantienen en un incumplimiento en la implementación, y a la fecha de este informe, 

10 de las 24 prioridades establecidas en el A.F. todavía presentan trámites 

pendientes o que inclusive no han iniciado ningún tipo de trámite. Esto representa 

un riesgo para la implementación de otros puntos del A.F., ya que esas prioridades 

son la base jurídica para poner en marcha otros asuntos pactados. A la fecha, la 

Reforma Rural Integral es el punto del A.F. que presenta mayor retraso con respecto 

a las normas que necesita para funcionar. Sin embargo, la ST destaca un logro en 

este subtema, pues el 25 de agosto del 2021, el Congreso finalmente promulgó el 

Acto Legislativo ñPor medio del cual se crean 16 circunscripciones especiales de 

paz para la Cámara de Representantes en los periodos 2022-2026 y 2026-2030ò. 

La ST reitera la importancia de que el Gobierno Nacional establezca una agenda 

legislativa que incluya la implementación normativa que sigue pendiente.  

Sobre el compromiso de financiación, se evidencia que si bien los recursos han 

tenido un crecimiento anual promedio de 5% desde la firma del A.F, en ningún año 

se ha cumplido con lo proyectado en el MFMP y a este ritmo de ejecución, la 

implementación tomaría un total de 26 años, es decir, 11 años más de lo previsto.  

En este orden de ideas, la ST resalta como principales logros de esta sección que: 

(i) el PGN ha cumplido y superado la meta de financiamiento del MFMP, siendo así, 

la principal fuente de financiación del A.F. tal y como lo establece el PMI, además, 

es posible hacer seguimiento de estos recursos a través del Trazador Presupuestal 

para la Paz. Para preservar estos logros, la ST resalta la importancia de presentar 
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públicamente el anexo del Trazador en la Ley aprobada del presupuesto, incluir un 

marcador de paz en el SIIF Nación, y hacer más preciso el seguimiento a los 

recursos; y ii), El mecanismo de Obras por impuestos ha dinamizado la participación 

de los privados en la implementación, contribuyendo a focalizar las obras para los 

PDET y las ZOMAC. Para preservar los logros alcanzados en este mecanismo, la 

Contraloría (2021) recalca la importancia del seguimiento físico y financiero de las 

obras ejecutadas para disminuir el riesgo de pérdida de estos recursos públicos; iii) 

La cooperación internacional ha tenido una participación mayor a la proyectada en 

el PMI, no obstante, los recursos financiados por esta fuente han disminuido en los 

últimos años, por lo que la ST ve importante para preservar el logro, dinamizar 

nuevamente la participación de la cooperación. 

Respecto al último punto, los principales riesgos de financiación encontrados 

fueron: (i) desfinanciación de la implementación por la falta de las reformas y los 

lineamientos para habilitar los recursos provenientes del SGP y las entidades 

territoriales; (ii) poca claridad acerca de cómo algunos de los proyectos financiados 

reportados en el Trazador de Paz, contribuyen a la implementación del A.F. La ST 

resalta que varios proyectos responden a la oferta usual de inversión social del 

gobierno y no se hace explícito de qué manera son consistentes con el A.F. y (iii) 

Atomización de recursos, falta de pertinencia con el A.F. y debilidad en la 

focalización de los recursos financiados por medio del OCAD Paz (CGR, 2021), para 

lo cual la Contraloría menciona que es prioritario hacer una revisión de los criterios 

de focalización y de la pertinencia de los proyectos que se financian por medio de 

este órgano.   

 

7. Análisis de la implementación en las tres subregiones PDET  

Al igual que desde el 7º. Informe, en este décimo informe la Secretaría Técnica da 

continuidad a la verificación territorial de la implementación del Acuerdo Final ïA.F. 

ï en las tres subregiones PDET priorizadas: Catatumbo, Sur de Córdoba y Pacífico 

Medio. 

 

1. Reforma Rural Integral ðRRIð 

En este Décimo Informe la Secretaría Técnica continúa la verificación de la 

implementación, con un análisis retrospectivo y prospectivo, de los compromisos en 

las tres subregiones priorizadas: Catatumbo, Sur de Córdoba y Pacífico Medio. Al 

igual que el informe general, los logros en la implementación, así como su 

relevancia, las medidas necesarias y los riesgos para la sostenibilidad de lo 

acordado, también serán presentados en este informe territorial. 
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La ST definió dos temas estratégicos para el desarrollo de la RRI en los tres 

territorios: i) el acceso y la formalización de tierra y ii) los Programas de Desarrollo 

con Enfoque Territorial ïPDETï. Para ello, se presentan los avances en la 

conformación del Fondo de Tierras, la puesta en marcha de los mecanismos de 

formalización previstos por el A.F. y los logros en los PDET. 

El informe analiza como en Catatumbo, Sur de Córdoba y Pacífico Medio el acceso 

a la tierra se ha caracterizado por un bajo número de predios ingresados al Fondo 

de Tierras y una baja implementación de procesos de mayor alcance para su 

formalización. Esto ha permitido que la transformación integral y articulada a 

mediano plazo de los territorios rurales, no haya despegado y siga en riesgo en las 

distintas subregiones. Para la estrategia de ordenamiento social de la propiedad 

rural, establecida en el Decreto Ley 902 de 2017, se requiere una actuación 

institucional por oferta, que tampoco presenta mayores avances: Catatumbo y 

Pacífico Medio aún no están priorizados para el desarrollo de estos planes. 

Montelíbano, Puerto Libertador, San José de Uré y Valencia -municipios del Sur de 

Córdoba- ya han finalizado su formulación, lo cual es una buena base para avanzar 

en los procesos de formalización, sin que a la fecha se informe de ningún predio 

privado formalizado en la subregión. 

En el seguimiento al acceso a tierras este informe también aborda, la actualización 

del Catastro Multipropósito, sin encontrar avances en la actualización en ninguno 

de los municipios de la subregión y solamente Sardinata se encuentra entre los 143 

municipios priorizados con financiación de USAID e inicio programado para 2022.  

Otro aspecto que se examina es la vinculación de las iniciativas de los Planes de 

Acción para la Transformación Regional ïPATRï con acciones de gestión y 

estructuración de proyectos en las subregiones priorizadas. El Catatumbo es la 

única subregión que tiene un proyecto de inversión relevante de 110 iniciativas del 

pilar de Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo en los PATR en 

este territorio (33 con ruta de implementación definida). Resulta necesario, de esta 

manera, avanzar en el desarrollo de las iniciativas PDET de este pilar, 

especialmente, aquellas que la HRU definió como detonantes o dinamizadoras, 

pues es una acción fundamental en el corto plazo, si se quiere buscar el despegue 

del desarrollo productivo rural.  

El segundo tema estratégico para la RRI en los tres territorios es el de los PDET. 

En este informe, Catatumbo sigue presentando el mayor desarrollo de obras y 

proyectos a través de los mecanismos principales de financiación, 137 en total.  

Pacífico Medio, no registra obras PDET, ni Obras por impuestos y ningún proyecto 

financiado por OCAD Paz. La particularidad del desarrollo de este PDET es el grupo 
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representativo de organizaciones y pueblos étnicos que deben participar, lo cual 

implica una serie de retos alrededor de la implementación: la garantía reforzada 

para la participación y la aplicación de las salvaguardas étnicas. En este sentido, la 

ST destaca que el avance en la consolidación del MEC es crucial y que este, junto 

con los grupos motor, han de participar activamente del proceso de construcción de 

la HRU y de las demás acciones de priorización y estructuración de proyectos para 

esta subregión.  

Como ya se ha mencionado en otros informes, para la ST, la publicación de la HRU 

del Catatumbo y Sur de Córdoba es un avance relevante porque constituye un 

instrumento guía para la implementación de las iniciativas, pese a que la 

participación social ha sido más limitada que en el proceso de planificación del 

PATR. Su construcción participativa le otorga legitimidad y, la suma de las iniciativas 

es una guía relevante para el diseño e implementación de políticas públicas para 

las áreas rurales, con las particularidades propias de cada territorio.  

Con el ánimo de preservar este logro es necesario que el PATR se siga viendo 

reflejado en los planes de desarrollo del nivel territorial en los siguientes ejercicios 

de planeación, así como continuar de forma decidida en el fortalecimiento de la 

institucionalidad local más allá de la gerencia y estructuración de proyectos, 

promoviendo mayores capacidades para responder a las demandas sociales y para 

el desarrollo de los enfoques étnico, reparador y de género del A.F. De la misma 

forma, es indispensable recuperar la alta participación del proceso de planificación 

para todo el proceso de implementación PDET. En esto, la oportunidad de revisión 

y actualización de los PATR, a los cinco años de su firma y de acuerdo con los 

términos del Cap. 1, art. 5, del Decreto Ley 893 de 2017, es un escenario central 

para promover dicha participación. 

 

2. Participación Política 

En este décimo informe territorial la ST presenta el análisis del estado de dos temas 

estratégicos: i) las garantías de seguridad para el ejercicio de la política en el 

territorio junto con la persistencia de la violencia que pone en riesgo la 

implementación del A.F y la construcción de la paz territorial. ii) los mecanismos 

democráticos de participación ciudadana, en especial, las garantías para la 

reconciliación, convivencia y tolerancia y la no estigmatización en los territorios, a 

través de la creación y puesta en marcha de los Consejos Territoriales de Paz 

Convivencia y Reconciliación ïCTPRCï y de la recientemente aprobadas 

Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz ïCTEPï 



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð Esta versión: 23 

de octubre  de 2021  

26 

En lo correspondiente a las condiciones de inseguridad y, en concordancia con el 

informe general, continúan presentándose riesgos en las garantías para el ejercicio 

de la participación política, lo cual causa grandes preocupaciones a la ST respecto 

a la implementación y de cara al escenario electoral del próximo año. 

Este informe territorial presenta los riesgos y el complejo escenario para las 

garantías de seguridad en las tres subregiones PDET, lo cual, entre otros aspectos, 

está relacionado con los escasos resultados de las medidas adoptadas por el 

Gobierno nacional, la dispersión en su implementación, el limitado funcionamiento 

del SISEP, así como la persistencia de una concepción principalmente militarista de 

la seguridad que no se corresponde con el enfoque de seguridad humana 

establecido en el A.F.  

En mayor medida en Catatumbo, pero también en Pacífico Medio y en Sur de 

Córdoba, hay alertas sobre la posible injerencia de actores armados en las próximas 

elecciones, poniendo en riesgo la participación ciudadana en las urnas afectando la 

apertura democrática.  De igual forma, el control territorial de los grupos armados 

en alerta sobre la necesidad de avanzar en materia de garantías de seguridad, con 

el fin de garantizar la participación en las CTEP.   

Con respecto a los compromisos para promover una mayor participación (2.2.4), el 

informe destaca como logro, la puesta en marcha de los Consejos Territoriales de 

Paz a nivel territorial. Todos los municipios PDET del Catatumbo, Sur de Córdoba y 

Pacífico Medio cuentan con Acuerdos municipales que crean los CTPRC. Sin 

embargo, a pesar de estar conformados, las sesiones de trabajo se han visto 

afectadas por las condiciones de seguridad. Entre 2020 y lo corrido de 2021, se han 

presentado en estas subregiones por lo menos 22 casos de homicidio de personas 

líderes (Indepaz, 2021). A su vez, la persistencia de la violencia en estas 

subregiones ha propiciado amenazas, confinamiento y desplazamiento forzado, lo 

cual afecta la capacidad de participación de los pobladores (ST, 2021).  

Resulta de gran relevancia preservar, para la sostenibilidad de lo acordado, el 

fortalecimiento de los Consejos Territoriales de Paz por parte del Consejo Nacional 

de Paz y la Oficina del Alto Comisionado para Paz, pues ha resultado fundamental 

para generar una mayor coordinación y comunicación entre los niveles territoriales 

-también nacional- y subsanar algunas fallas propias de estos territorios. Para ello, 

se ha diseñado un diagnóstico de los Consejos Territoriales complementado con un 

plan de formación a los delegados mediante diplomados y seminarios regionales 

virtuales y presenciales. En el Pacífico Medio se destaca que se haya cumplido el 

rol de asesoramiento al apoyar al Comité de Paz del Distrito con la visita de la 
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Comisión de Paz, en febrero de 2021, para discutir la situación de seguridad que 

tiene el municipio. 

 

3.  Fin del conflicto 

Para este 10° informe, la ST realizó un ejercicio de análisis sobre el proceso de 

reincorporación político, económico y social, y las garantías de seguridad para los 

excombatientes que residen en las tres zonas PDET priorizadas.  

En materia de reincorporación política, se analizan los alcances de la participación 

política del partido Comunes en las tres regiones, en donde destaca la elección del 

Alcalde de Guapi (Cauca) gracias a un movimiento social comunitario y a la coalición 

realizada con este partido, lo que representó la destinación de un rubro presupuestal 

en el Plan de Desarrollo Municipal para impulsar el proceso de reincorporación. En 

las zonas de El Catatumbo y el Sur de Córdoba, la creación de Mesas 

Departamentales y Municipales para el impulso del proceso en cada una de las 

regiones representa un avance importante para la implementación territorial de la 

política pública y el acceso a servicios para los excombatientes en lo económico y 

social.    

Frente al proceso de reincorporación económico y social, la ST destaca la voluntad 

de los excombatientes en continuar en el proceso, a pesar de las carencias y 

limitaciones que manifiestan a nivel territorial. Al respecto, el Catatumbo es la única 

zona PDET que cuenta con un AETCR en Caño Indio, donde viven 70 

excombatientes con sus familias, quienes implementan dos proyectos productivos 

colectivos; no obstante, ha de tenerse en cuenta que hay otras 6 NAR ubicadas en 

diferentes municipios como El Tarra y San Calixto, donde ha sido posible la creación 

de asociaciones de economía solidaria. En el Pacífico Nariñense y Sur de Córdoba, 

si bien la reincorporación ha sido de carácter individual, los excombatientes se han 

asociado para la puesta en marcha de proyectos productivos, algunos con 

acompañamiento de la ARN y otros autogestionados.      

Finalmente, respecto a las garantías de seguridad, la ST reitera que el deterioro de 

las condiciones de seguridad territoriales en Pacífico Medio y en El Catatumbo, 

continúan siendo una preocupación fundamental para la consolidación del proceso 

de reincorporación de los excombatientes que residen en estas zonas PDET. En 

ambos territorios ya se han materializado diferentes casos de agresiones que han 

impactado el desarrollo y avance de iniciativas productivas, el trabajo conjunto con 

la institucionalidad, y han generado la ruptura de procesos colectivos y, por tanto, el 

abandono de proyectos de vida. La ST resalta como un logro que pese a la difícil 

situación de seguridad, los excombatientes se mantengan activos dentro del 
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proceso de reincorporación, sin embargo, no lograr desescalar la violencia asociada 

al conflicto en estas zonas, representa un riesgo crítico a mediano plazo, que puede 

desestabilizar completamente el proceso; en consecuencia, la puesta en marcha de 

espacios de seguimiento y el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo a 

excombatientes en El Catatumbo, representan buenas prácticas que podrían ser 

replicadas en el Pacífico Medio. Contraria a esta situación, el riesgo de seguridad 

para los excombatientes en el PDET Sur de Córdoba ha variado, pues cuando 

existía el ETCR en Cantagallo, Tierra Alta, este riesgo era alto, y justamente el 

deterioro de la seguridad, fue una de las razones principales por las cuales se cerró 

definitivamente este espacio; ahora, aunque el riesgo ha disminuido por la dinámica 

individual de la reincorporación, aún está activo.   

En conclusión, el contexto de las tres zonas PDET evidencia que uno de los retos 

principales para garantizar la seguridad y protección de la población en 

reincorporación, está en que la institucionalidad realice mayores esfuerzos para 

promover espacios y/o estrategias de acompañamiento y seguimiento a la situación 

de seguridad de los excombatientes, considerando las particularidades territoriales 

y del proceso mismo, como la dinámica individual o los colectivos en las NAR.      

  

4. Solución al problema de drogas ilícitas  

Para este informe de verificación, la ST realizó un ejercicio de balance sobre la 

implementación del A.F. de la solución al problema de drogas ilícitas en la región de 

Pacífico Medio, Catatumbo y Sur de Córdoba y se encontró que:  

En la región de Pacífico Medio no se firmaron acuerdos individuales de sustitución 

en el marco del PNIS y la ST no conoce si fueron firmados acuerdos colectivos en 

el marco de este programa. Respecto a este tema, la ST también resalta que 

encontró una ausencia en de la oferta de los nuevos programas de sustitución para 

la regi·n. Por ejemplo, la estrategia ñHecho a la Medidaò est§ contemplada para 

implementarse únicamente en el municipio de Timbiquí, no obstante, la ST encontró 

un panorama favorable en el que funcionarios, líderes y religiosos, manifestaron que 

la gente está dispuesta a erradicar si hay proyectos para reemplazar los cultivos de 

coca (Funcionario 4 PM, 2021).  

Por otra parte, los principales riesgos encontrados para implementar programas de 

sustitución en la región son (i) la falta de inversión y, en los casos donde se logra 

acceder a procesos de financiación, (ii) la lentitud en la aprobación de los recursos 

y en la revisión por parte del DNP; sobre esto se menciona que en la región se han 

presentado 18 proyectos para ser financiados por medio del OCAD PAZ (incluso 

uno que fue presentado como parte de la estrategia Hecho a la Medida), pero a la 
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fecha de corte del informe, ninguno había sido aprobado. Por lo cual, la ST identifica 

que es necesario: (i) aumentar la inversión en la subregión; (ii) facilitar los procesos 

para acceder a los mecanismos de financiación y (iii) agilizar la revisión de las 

iniciativas presentadas. 

Otro riesgo de suma relevancia para la implementación de los programas de 

sustitución es la presencia de grupos armados en la región y las disputas que han 

surgido entre ellos, producto de la reconfiguración del conflicto en la subregión. 

Además la ST advierte que hay una capacidad de acción de la Policía 

significativamente limitada en los tres municipios debido a la falta de infraestructura 

y herramientas para desarrollar sus labores, como por ejemplo: (i) en ninguno de 

los tres municipios la policía cuenta con lanchas para transportarse entre los 

municipios o por las zonas rurales que requieren acceso por agua, ni siquiera la 

policía o el ejército que se encuentra en la Isla Gorgona; (ii) la policía tampoco tiene 

disponibilidad de recursos de transporte para dar pronta atención a los llamados 

que ocurren en el casco urbano, situación que se agrava en zona rural donde no 

hay presencia de esta entidad por falta de recursos físicos para movilizarse 

(Funcionario 2 PM, 2021).  

En la región del Catatumbo, la ST evidenció que solo se firmaron acuerdos de 

sustitución en los municipios de Tibú y Sardinata, aún cuando todos los municipios 

de esta subregión presentaron afectación por cultivos ilícitos de 2019 a 2020 

(Observatorio de Drogas de Colombia, 2021) y, después de la firma del Acuerdo de 

Paz, se evidenció un incremento sostenido del área sembrada en el Catatumbo. 

Además, hay una baja ejecución de los componentes del PAI familiar en esta 

subregión, aproximadamente el 22% de las familias inscritas en el PNIS han sido 

beneficiadas con asistencia alimentaria inmediata, proyectos de seguridad 

alimentaria o asistencia técnica para proyectos productivos.  

La ST resalta como un logro, para el cumplimiento del compromiso de acuerdos 

voluntarios de sustitución de cultivos (A.F. 4.1), que en la mesa de diálogo del paro 

nacional creada en Norte de Santander, el gobernador expresara su voluntad para 

crear un modelo propio de sustitución de cultivos para la región (Líder 1 C, 2021). 

Además, para preparar esta iniciativa se acordó con varios actores: (i) hacer un 

balance del PNIS en un documento diagnóstico de la mano con las comunidades 

para ver en qué va esa estrategia en Tibú y Sardinata y con el cual se busca 

convocar al consejo estratégico del PNIS, así como activar las diferentes instancias 

y protocolos del A.F para (ii) aportar legitimidad y confianza a los nuevos procesos 

de sustitución; ejemplo de lo anterior es que la gobernación de Norte de Santander 
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se comprometió a financiar una asamblea con 2.000 cocaleros de la región para 

que ellos contribuyan en las decisiones del proceso de sustitución (Lider 1 C, 2021).  

Por otra parte, la ST identifica como principal riesgo para la implementación de este 

punto que la subregión del Catatumbo está caracterizada por una dinámica de 

conflicto en donde grupos al margen de la ley se disputan el control y dominio de la 

zona por las economías ilícitas y las rutas de narcotráfico (Procuraduría, 2021). 

Situación que se ve agudizada por la situación de la frontera con Venezuela que 

aumenta problemática social y representa más recursos humanos para actividades 

ilegales (Procuraduría, 2021) tales como la mayor mano de obra para los cultivos 

ilícitos, las actividades asociadas al narcotráfico y la explotación sexual (FIP, 2020). 

La ST resalta que en medio de las difíciles condiciones de seguridad han surgido 

estrategias como ñla Mesa Humanitaria de Construcci·n de Paz del Catatumboò, a 

partir de la cual surgi· el ñDIH Catatumberoò con lo que se busc· llegar a acuerdos 

de mínimos vitales con los grupos armados de la región (Líder 1 C, 2021). 

 

5. Acuerdo para las Víctimas del conflicto 

La ST presenta con este informe territorial, a través del derecho a la verdad, a la 

justicia y a la reparación integral de las víctimas individuales y colectivas, la 

relevancia de los logros alcanzados en la implementación del Punto 5 a casi un 

lustro de la firma del A.F. Para ello, en este informe se hace un análisis retrospectivo 

y prospectivo sobre las medidas y las estrategias para resarcir a las víctimas y 

brindar las condiciones necesarias para evitar la repetición del conflicto en las 

subregiones PDET del Sur de Córdoba, Catatumbo y Pacífico Medio, donde es 

posible observar la concreción de estos avances, los obstáculos y el grado de 

satisfacción de las víctimas en el resarcimiento de sus derechos y el 

restablecimiento de sus condiciones territoriales de vida. 

Las entidades del SIVJRNR tienen la obligación de poner al servicio de los territorios 

la implementación de sus mandatos, y hacer posible que las víctimas tengan las 

condiciones para participar efectivamente en los procesos y beneficiarse de sus 

resultados. Por ello, este informe identifica el trabajo que realizado en las tres 

subregiones priorizadas, la CEV, la UBPD y la JEP en relación con los siguientes 

temas estratégicos: i) el derecho a la Verdad y la Justicia, ii) el derecho a la 

reparación integral y iii) los compromisos para la promoción, el respeto y la garantía 

de los derechos humanos; considerando sus progresos, obstáculos, así como los 

elementos que la ST considera que es importante fortalecer y los riesgos que 

existirían en caso de presentarse retrocesos o estancamiento en la implementación. 
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En lo correspondiente a los derechos a la Verdad y a la Justicia, el trabajo de las 

entidades del SIVJRNR resulta determinante para las víctimas y las comunidades. 

En el Catatumbo, su presencia activa ha permitido generar relacionamientos con 

diferentes organizaciones y víctimas y crear un escenario de trabajo colaborativo 

con la sociedad civil. En Buenaventura, las entidades suscribieron el óPacto por la 

Búsqueda - Buenaventura Territorio de Pazô con el que esperan concentrar acciones 

articuladas en el territorio, considerando sus afectaciones y la persistencia de la 

violencia. En ese contexto, la JEP dictó medidas cautelares para proteger y 

preservar el Estero de San Antonio en Buenaventura (JEP, 2021). Al mismo tiempo, 

durante los últimos meses de 2020 y primeros meses de 2021 las tres entidades 

realizaron nueve jornadas pedagógicas dirigidas a organizaciones sociales de los 

cinco municipios de la subregión del Sur de Córdoba (JEP Prs-091-2021, 2021). 

Avanzar en el esclarecimiento y reconocimiento de las causas que han permitido la 

persistencia del conflicto, la dignificación de los procesos de resistencia, la 

investigación y sanción de los responsables, así como el uso de medidas 

reparadoras, son imperativos para avanzar y dar sostenibilidad los compromisos. 

Realizar un análisis territorial del derecho a la reparación integral permite revisar las 

transformaciones que sufrieron los territorios y sus poblaciones durante el conflicto 

armado, establecer los mecanismos más idóneos de acción, y acudir a herramientas 

que les permitan a las instituciones crear responsabilidades conjuntas y 

concertadas que respondan a las nuevas dinámicas de los territorios, en procura de 

la reconstrucción del tejido social. En este sentido, la ST considera que la reparación 

integral debe darse de forma paralela con un desarrollo social y económico en 

donde se tengan en cuenta las particularidades de los territorios y la participación 

de todos los actores en las regiones.  

Respecto a la reparación integral, la ST destaca -como en pasados informes- la 

importancia de fortalecer todos los componentes de la política para víctimas, siendo 

la prórroga de la Ley 1448/11 una oportunidad para avanzar en este punto. En 

relación con la reparación colectiva, si bien algunas comunidades en las regiones, 

especialmente en el Catatumbo, destacan los avances en la implementación de 

algunas medidas de los PIRC, aún es importante trabajar en un mayor cumplimiento 

de las medidas pactadas. También es imperativo que las entidades responsables 

de los diferentes componentes de la reparación actualicen constantemente la 

información disponible y reconozcan la relevancia de la participación de las víctimas, 

pues también es un factor para el fortalecimiento de la implementación de la 

reparación porque las necesidades de las víctimas son tomadas en un marco de 

medidas que contribuyen a la mejora de su calidad de vida y al ejercicio de sus 

derechos. Justamente, en el caso de la subregión PDET del Pacífico Medio, el 
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acceso y la poca disponibilidad de información han representado un obstáculo para 

avanzar en el ejercicio de seguimiento y monitoreo de los procesos de reparación 

integral en la región.  

En relación con la medida de restitución de tierras, la URT no presenta ni desagrega 

información acerca de los procesos de restitución en los municipios de Guapi, 

Timbiquí y López de Micay. Sin embargo, en Buenaventura, el total histórico alcanza 

las 841 solicitudes presentadas, de las cuales 632 ya cuentan con una decisión de 

fondo. Por otro lado, en el Sur de Córdoba y Catatumbo al igual que en Pacífico 

Medio, se ha presentado la cancelación de solicitudes habilitadas y de actividades 

de la Unidad por condiciones de seguridad en los territorios. Por lo tanto, es 

necesario fortalecer las acciones del Estado y mejorar rápidamente las condiciones 

de seguridad de estos lugares para ampliar la capacidad de intervención y 

salvaguardar la vida de los funcionarios y de los reclamantes de tierras sin sacrificar 

su derecho a la reparación.  

Adicionalmente, es necesario que se fortalezca el acompañamiento tras la 

implementación de las diferentes medidas de reparación, con el fin de que las 

comunidades generen una apropiación adecuada de los mecanismos y 

herramientas para la superación de su condición de víctima, y como una 

oportunidad para generar garantías de no repetición. 

El tercer tema estratégico en este informe y dispuesto por el A.F. (5.2): 

ñCompromisos con la promoci·n, el respeto y la garant²a de los derechos humanosò, 

es una obligación para la protección de los derechos humanos, reconociendo 

enfoques diferenciales y atendiendo a principios de igualdad y progresividad, 

garantizando el goce efectivo de todos los derechos, especialmente en los territorios 

más afectados por el conflicto armado.  

La ST destaca la participación de los departamentos en los 33 talleres regionales 

adelantados por la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos 

Internacionales para aportar insumos para la construcción del Plan Nacional de 

Acción en Derechos Humanos ïPNADDHHï. En las tres subregiones la 

participación fue abordada a nivel departamental. En Catatumbo, fue priorizado el 

componente de derechos civiles y políticos, resaltando la necesidad de velar por el 

respeto y garantía de los líderes sociales y defensores de derechos humanos. En el 

Sur de Córdoba la priorización fue del componente de justicia, haciendo hincapié en 

la necesidad de fortalecer los canales para el acceso a la justicia, y fortalecer la 

institucionalidad pública respecto a los derechos de la población víctima del 

conflicto. En Pacífico Medio la priorización departamental (Cauca) apuntó al 

componente de Derecho Internacional Humanitario. 



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð Esta versión: 23 

de octubre  de 2021  

33 

Materializar los derechos de las víctimas en relación con la verdad, la justicia y la 

reparación en el camino de poner fin al conflicto, constituye una ventana de 

oportunidad para construir una paz estable y duradera. Para ello es necesario que 

se adopten acciones afirmativas para la garantía plena de los derechos de las 

víctimas del conflicto, cuidando siempre que haya una participación efectiva de 

ellas, en especial en aquellos territorios que han sido afectados en mayor medida 

por el flagelo de la guerra. 

 

6. Implementación, verificación y refrendación 

En cuanto a las Prioridades para la Implementación Normativa, el A.F. no 

establece una diferenciación para cada subregión PDET, sin embargo, algunas de 

las normas establecidas funcionan en beneficio de estas zonas. Al respecto, dentro 

de esas normas que sí han sido aprobadas y que representan logros de la 

implementación de este punto del A.F., en enero del 2021 se aprobó la ley 2078 de 

2021, la cual amplió la vigencia de la Ley de Víctimas por diez años. Además, el 25 

de agosto del 2021 el Congreso promulg· el Acto Legislativo ñPor medio del cual se 

crean 16 circunscripciones especiales de paz para la Cámara de Representantes 

en los periodos 2022-2026 y 2026-2030ò, la circunscripci·n 4 corresponde al 

Catatumbo, la 9 al Pacífico Medio y la 14 al Sur de Córdoba. Adicionalmente, en la 

actual legislatura est§ en curso la aprobaci·n del proyecto de ley S104/21, ñPor 

medio del cual se desarrolla el Tratamiento Penal Diferenciado para peque¶os 

agricultores y agricultoras que est®n o hayan estado vinculados con el cultivo de 

plantaciones de uso il²cito y las actividades derivadas de este, de acuerdo con las 

disposiciones del punto 4.1.3.4. del Acuerdo Final para la Terminaci·n del Conflicto 

y la Construcci·n de una Paz Estable y Duradera y el art²culo 5 transitorio del Acto 

Legislativo 01 de 2017ò y el proyecto de ley 032/21C-142/21S ñpor medio del cual 

se modifica la ley 996 de 2005 -ley de garantías-ò. 

Con respecto a la Verificación Internacional, el A.F. tampoco presenta un enfoque 

diferenciado en cuanto a las subregiones PDET, sin embargo, dentro de este 

subtema se encuentra el trabajo realizado por la ST. En ese sentido, uno de los 

logros que tiene relación con las 3 subregiones priorizadas por esta ST: el 

Catatumbo, el Pacífico Medio y el Sur de Córdoba, es la realización y publicación 

de los tres informes territoriales y los tres seminarios con fines divulgativos, 

realizados en el 2021. Por otro lado, en cuanto al Acompañamiento Internacional, 

no es posible identificar avances en las zonas PDET, debido a que este componente 

no presenta avances desde la firma del A.F. A pesar de esto, las Sesiones 

Institucionales realizadas por el Gobierno Nacional en cada zona PDET han sido 

espacios de diálogo en los que entidades internacionales han participado para 
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encontrar oportunidades de cooperación. Por otro lado, en cuanto a las 

Herramientas de Difusión y Comunicación, el programa de televisión Mimbre y las 

estrategias de redes sociales no tuvieron un enfoque diferenciado por zonas PDET, 

por lo tanto, tampoco hay contenido exclusivo para el Catatumbo, Pacífico Medio o 

Sur de Córdoba. Finalmente, en cuanto a las 11 Emisoras de Paz que se han 

inaugurado a nivel nacional, lo cual se considera un logro de la implementación a 

nivel general, solo una se encuentra en alguna de estas subregiones PDET y es en 

Convención, Norte de Santander (Catatumbo). En cuanto al Pacífico Medio y Sur 

de Córdoba, la situación es contraria y ni siquiera se ha aprobado la instalación de 

alguna emisora. 

Es importante, entonces, procurar una implementación más balanceada entre los 

diferentes territorios PDET, en especial aquellos más relegados históricamente o 

que aún son escenario de conflictos entre actores armados. 
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INFORME DE IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 1 ð REFORMA 

RURAL INTEGRAL  

ñHacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral - RRIò (A.F.1) es un 

punto central del acuerdo firmado en 2016 entre el Gobierno de Colombia y las 

FACR-EP, cuyo contenido establece una serie de compromisos fundamentales para 

la construcción de un país más equitativo y para el desarrollo de las regiones más 

alejadas y atrasadas del país. Las dificultades de acceso y formalización de la tierra 

rural en Colombia han limitado el desarrollo del campo, la producción agrícola y han 

sido el motor y detonante de muchas violencias que ha vivido el país a lo largo de 

su historia republicana. El A.F. en este punto muestra un espíritu reformista que 

plasma un amplio conjunto de medidas de corto, mediano y largo plazo para el 

acceso y la formalización de las tierras rurales, el aumento de la seguridad jurídica 

de la tenencia, la resolución pacífica de los conflictos rurales, la promoción de la 

productividad en el campo y el cierre de brechas entre la población urbana y rural 

en el acceso a bienes y servicios. Adicionalmente, la implementación de la RRI se 

prioriza en territorios fuertemente golpeados por el abandono y la violencia a través 

de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï. 

Transcurridos casi cinco años desde la firma del A.F. es conveniente hacer un 

balance general de lo alcanzado hasta el momento, así como de los principales 

riesgos para la sostenibilidad en la implementación del Acuerdo. Este período ha 

estado marcado por dos sucesos de distinta índole que han tenido efectos en la 

implementación. El primero, el cambio de gobierno en 2018 y la asunción del partido 

político que se había opuesto abiertamente a la firma del Acuerdo. El segundo, el 

advenimiento de un suceso inesperado y de grandes repercusiones sobre la vida 

de la población y también sobre el A.F.: la pandemia causada por el SARS-CoV-2 

que ha afectado la vida social, económica y la salud de la población, con 

consecuencias aún en curso, pero que se traducen -por lo menos- en un gran 

aumento de la pobreza y el desempleo, así como la caída de la producción a nivel 

global y nacional. 

En este X Informe, la ST priorizó los principales logros obtenidos hasta el momento, 

para destacar su relevancia, proponer acciones de mejoramiento que contribuyan a 

la sostenibilidad de lo logrado y mostrar los riesgos que pueden darse en la 

implementación del A.F. con los retrasos o incumplimientos de las distintas 

disposiciones. 

El punto 1 del A.F. se subdivide en tres grandes temas: 1. Acceso y uso de la tierra, 

2. Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial-PDET y 3. Planes Nacionales 
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para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï. Para cada uno de estos temas 

estratégicos la ST ha identificado los principales logros, cuyo análisis se presenta a 

continuación. En cuanto acceso y uso de tierras, se destacan tres logros: la 

conformación del Fondo de tierras, la definición de mecanismos de formalización y 

actuación por oferta (Decreto Ley 902 de 2017) y el inicio del Catastro 

Multipropósito. En el tema estratégico de los PDET, se destaca la aprobación e inicio 

de la implementación de los Planes de Acción para la Transformación Regional ï

PATRï, con un importante proceso participativo. En cuanto al tercer tema 

estratégico, se destaca como logro parcial la expedición de 10 de los 16 PNRRI 

previstos por el A.F. 

 

1. Acceso y uso adecuado de la tierra  

En materia de Acceso y uso adecuado de la tierra, el A.F. busca resolver algunos 

problemas de la configuración histórica de la estructura agraria colombiana:  

dificultades de acceso a la tierra e inequidad en su distribución, falta de seguridad 

jurídica en la tenencia y grandes dificultades para la formalización y la resolución de 

conflictos de tenencia. De allí la necesidad de contar con instrumentos como (i) el 

Catastro Multipropósito, en un país donde el retraso en la conformación y 

actualización catastral es inmenso, (ii) una Jurisdicción Agraria que contribuya a la 

solución pacífica de conflictos rurales y (iii) medidas como el cierre de la frontera 

agrícola, el ordenamiento social de la propiedad rural y la protección ambiental. 

Estos temas han sido tratados en profundidad en los informes anteriores de la ST. 

 

1.1.  Compromiso: Fondo de Tierras de distribución gratuita de tres 

millones de hectáreas en los primeros  12 años  

1.1.1.  Logro y relevancia  

La creación de un Fondo de Tierras para la distribución gratuita a campesinos, 

campesinas y comunidades étnicas de tres millones de hectáreas durante los 12 

años siguientes a la firma del A.F. es el principal instrumento previsto para modificar 

la estructura de propiedad de la tierra, por lo menos, parcialmente. Históricamente, 

el país ha planteado en varias ocasiones medidas de reforma agraria1 y, a la firma 

del Acuerdo, se encontraban vigentes las siguientes medidas: (i) subsidio integral 

para compra de tierras creado por la Ley 160 de 1994; (ii) asignación de baldíos por 

demanda; (iii) asignación de tierras del Fondo Nacional Agrario y (iv) la restitución 

de tierras abandonadas o despojadas (Ley 1448 de 2011). Sin embargo, la principal 

fuente de asignación de tierras ha sido la asignación de baldíos que, según cifras 

 
1 La Ley de Reforma Social Agraria de 1961 es una de las más importantes.  
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publicadas en su momento por el extinto INCODER, llegaban a 23.300.362 

hectáreas en algo más de un siglo -entre 1901 y 2015- sin contabilizar la tierra 

asignada a comunidades étnicas (CEDE, 2017, pp. 6 y 13). El fondo propuesto por 

el A.F. equivaldría, entonces, a un 12,9% del total de hectáreas baldías asignadas 

durante el mencionado período. Los efectos de la asignación de las tierras previstas 

por el Fondo tienen un alcance distinto: democratización de la propiedad, en caso 

de que logre que un mayor número de personas reciban la tierra que antes no 

tenían; cambios en la distribución, que solo serían observables en algunos 

municipios dada la gran concentración existente y el uso actual del área rural en el 

país2; mejoras en la calidad de vida de la población campesina, en la medida en 

que el tamaño de los predios permita su explotación económica y la generación de 

ingresos suficientes para el sostenimiento del hogar y de la explotación 

agropecuaria, siempre y cuando se otorgue a los beneficiarios de los predios las 

medidas de acompañamiento indispensables para una explotación eficiente. 

El principal logro hasta el momento ha sido la conformación del Fondo de Tierras 

de distribución gratuita, el cual busca que hombres y mujeres habitantes del campo 

que no tienen tierra, o la que tienen es insuficiente para garantizar una vida digna, 

puedan acceder a esta. Este es un logro parcial, en la medida en que el Fondo aun 

cuando ha sido previsto para la mejora el acceso y la distribución de tierras, está 

legalmente creado y su conformación ha iniciado con el ingreso de predios, no ha 

logrado avances en el acceso propiamente dicho.  

Hasta el 30 de junio de 2021, última cifra disponible, la ANT reporta el ingreso al 

Fondo de Tierras de 14.751 predios con un área de 1.385.066 hectáreas. Esto 

corresponde al 46,2% de los tres millones de ha previstas por el A.F. Los dos años 

con mayores ingresos al Fondo fueron 2018 y 2019, años en los cuales ingresaron 

más de la mitad de las hectáreas, como se muestra en el Gráfico 1 y en el Anexo 1 

(CPEC, 2021b, pp. 13-14). 

  

 
2 Según el Censo Nacional Agropecuario realizado por el DANE en 2014, del área rural total de 111,5 

millones de hectáreas,  57,6% corresponde a bosques naturales y 38,6% (43 millones de ha) a uso 

agropecuario. De ellas, sólo 8,5 millones tienen uso agrícola. En cuanto a distribución, el 73,2% de 

las Unidades de producción tiene menos de 5 ha y ocupa el 2,3% del área censada. El 0,4% de las 

unidades de producción tiene 500 ha y ocupa el 75,7% del área censada (DANE, 2014).    
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Gráfico 1. Número de predios y de hectáreas ingresadas al Fondo de Tierras 2016-

2021 (junio 30) 

 

Fuente: CPEC (2021b).  

 

Aunque son varias las fuentes previstas para la conformación del Fondo3 (A.F. 

1.1.1), la mayor parte de las tierras ha provenido de terrenos baldíos (75,7%) y de 

Bienes Fiscales patrimoniales (19,4%), como se aprecia en el Gráfico 2 y en el 

Anexo 2. 

Gráfico 2. Fondo de Tierras, según fuente de conformación. 2016-2021 (junio 30) 

 
Fuente: CPEC (2021b). 

 

 
3 Tierras provenientes de la extensión de dominio a favor de la Nación; tierras recuperadas a favor 
de la Nación (baldíos indebidamente apropiados u ocupados); tierras provenientes de la 
actualización, delimitación y fortalecimiento de la Reserva Forestal; tierras inexplotadas recuperadas 
mediante el mecanismo de extinción administrativa de dominio; tierras adquiridas o expropiadas y 
tierras donadas. 

2016 2017 2018 2019 2020 2021

Hectáreas 25.111 140.821 377.292 382.978 267.055 191.809
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La distribución geográfica muestra una mayor concentración de hectáreas en los 

departamentos de Bolívar (19%), Antioquia (12%) y en cuatro departamentos de la 

Orinoquia y Amazonia: Arauca, Meta, Caquetá y Vichada, cada uno con un 10%, de 

manera que 71% de las hectáreas se concentran en esos 6 departamentos (Gráfico 

3). 

Gráfico 3. Distribución por departamento de las hectáreas ingresadas al Fondo de 

Tierras. 2016-2021 (mayo 31) 

 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2021b). 

 

A nivel municipal, ocho municipios -cada uno con más de 50.000 ha- concentran el 

51,7% del total de hectáreas. Si a éstos se agregan cinco municipios que tienen en 

el Fondo entre de 20.000 y 50.000 hectáreas, cada uno, se llega al 64,2% del área 

total. Y si a esto se agregan ocho municipios con más de 10.000 hectáreas (y menos 

de 20.000), entonces 21 municipios concentran el 73,2% de los predios ingresados 

al Fondo. El municipio de Solano, en Caquetá es el municipio con mayor número de 

ha con 127.090 en un solo predio. Le siguen el municipio de San Pablo, Bolívar con 

126.071 ha en 2 predios; Tame, Arauca, con 98.026 hectáreas (52 predios); La 

Primavera, Vichada, con 78.712 hectáreas (114 predios) y Puerto Gaitán, Meta, con 

78.010 ha (109 predios). Si se hace el cálculo en términos de Unidades Agrícolas 

Familiares (UAF), los 33 municipios con más de cinco mil ha en el Fondo, podrían 

asignar una UAF4 a 18.489 familias (ver Anexo 3). 

 
4 La UAF se basa en la Resolución 041 de 1994. Para el cálculo se tomaron los valores mínimos 
establecidos por la resolución para explotación agrícola según la Zona Relativamente Homogénea a 

BolƝvar
265.181

19%

Antioquia
161.746

12%

Arauca
136.310

10%

Caquetł
133.200

10%

Meta
143.737

10%

Vichada
137.048

10%

Resto
404.411

29%

Distribuciƽn	de	las	Ha	del	FT	por	departamento



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

40 

Sin embargo, la asignación de tierras ha sido muy baja. Del total de hectáreas 

ingresadas al Fondo, durante la vigencia del acuerdo, sólo se han entregado 

235.745 (17%), con 1.257 títulos registrados (CPEC, 2021b, p. 15). Según cifras de 

la CGR (2021, p. 81) la mayor parte de las tierras adjudicadas lo han sido a través 

de procesos étnicos, en procesos de constitución, creación, saneamiento, 

ampliación, titulación o demarcación para comunidades étnicas:  

Tabla 1. Hectáreas entregadas a través del Fondo de Tierras (marzo 31 de 2021) 

Fuente Ha entregadas 

Adjudicación de predios fiscales patrimoniales 1.638 

Adjudicación de baldíos a entidades de derecho público  14 

Adjudicaciones originadas en compra directa 1.887 

Procesos de adjudicación de baldíos 315 

Procesos de constitución, creación, saneamiento, ampliación, 

titulación, demarcación para comunidades étnicas 

231.247 

Total  235.101 

Fuente: CGR (2021).  

 

Así las cosas, de la meta de tres millones de ha previstas en el A.F. para su 

distribución se ha entregado, en 52 meses, el 7,8%, esto es 4.521 ha por mes. A 

este ritmo, en los 12 años previstos de duración del Fondo solo se distribuirían 

651.024 ha, es decir el 21,7% de lo pactado. Las tierras distribuidas al campesinado 

han sido mínimas: 3.840 ha adjudicadas a través de 1.152 títulos que han 

beneficiado a 1.531 familias (CPEC, 2021b). A esto se suma el que el tamaño 

promedio del predio, por familia, apenas llega a las 2.5 ha, lo cual es inferior a la 

UAF en todos los municipios.  

Adicionalmente, es muy bajo el porcentaje de predios ingresados al Fondo que 

cuenta con la debida caracterización para que sea claro si pueden o no ser objeto 

de adjudicación. Aunque la ANT en su labor de administraci·n de predios ñincluye 

la caracterización como labor principal con miras a identificar aspectos sociales, 

f²sicos, ambientales y agron·micos de los inmueblesò, solamente ha logrado 

ñejecutar la visita de caracterizaci·n de 1869 fiscales patrimoniales y bienes baldíos 

de la Naci·nò de los predios que hacen parte del Fondo (CPEC, 2021b, pp. 14-15), 

es decir el 12,7% del total de predios.   

 
la que pertenezca el municipio en cada regional. Cuando en un mismo municipio hay áreas en 
distintas zonas relativamente homogéneas, se tomó un promedio simple.   
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El difícil panorama se completa cuando se observa la baja cobertura que tienen 

otros mecanismos de acceso a tierras previstos por el A.F., como son los subsidios 

y créditos para compra de tierras. En el primer caso, entre 2016 y julio de 2021, 

según información de la ANT, se han entregado 407 Subsidios Integrales de Tierra 

que han beneficiado 959 familias y adjudicado 6.713 ha (Tabla 2). La CGR (2021, 

p. 82) reporta que el Subsidio Integral de Tierras, creado por el Decreto 902 de 2017 

y reglamentado por el Decreto 1330 de 2020, no tiene presupuesto asignado para 

2021 y no ha culminado la reglamentación de este en materia de criterios de 

focalización, conformación del Registro de Inmuebles Rurales y metodología para 

el cálculo de la UAF predial, entre otros elementos. De manera que los reportes de 

la Tabla 2, responden a subsidios de modalidades anteriores y no a las definidas a 

partir del A.F. 

Tabla 2. Subsidios Integrales de Tierras, 2016-2021 (mayo 30) 

 Año Área regularizada en Ha Predios regularizados Familias 

beneficiadas 

2016 406 6 61 

2017 1001 48 150 

2018 1798 112 278 

2019 1635 130 227 

2020 1472 75 175 

2021 496 36 68 

 Total 6.713 407 959 

Fuente: ANT (2021) y CPEC (2021b). 

En compra directa y otros proyectos especiales la ANT reporta 49 predios con 2.723 

ha para el período:  

Tabla 3. Compra directa y proyectos especiales, 2016-2021 (mayo 30) 

Año Área regularizada en Ha 
Predios 

regularizados 

Familias 

beneficiadas 

2017 825 17 178 

2018 1.065 26 218 

2019 826 5 142 

2020 7 1 41 

2021    
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Total 2.723 49 579 

Fuente: ANT (2021). 

 

En materia de crédito su operatividad ha sido baja, aunque se han creado líneas 

especiales -con y sin subsidio- con tasas preferenciales para pequeños productores. 

En 2020, según la CGR, se otorgaron 1.565 créditos, 55,9% de ellos a pequeños 

productores. En 2021, según el Ministerio de Agricultura, entre enero y mayo, se 

otorgaron 31.383 créditos FINAGRO en municipios PDET por $725,3 mil millones y 

2886 créditos LEC por $51.291 millones. Así mismo, hasta agosto de 2021, se 

aseguraron 3.414 ha con seguros de cosecha a pequeños productores en 

municipios PDET (MADR, 2021, pp. 2-3). 

En cuanto a derechos de uso, otro de los mecanismos previstos en el A.F. para el 

acceso a tierras, como lo reportó esta ST en el IX Informe de Verificación (STCVI, 

2021b), lo dispone la ANT mediante el Acuerdo 118 de 2020, con el cual modificó y 

adicionó el Acuerdo 58 de 2018 que reglamenta el otorgamiento de derechos de 

uso en predios baldíos inadjudicables. En desarrollo de este Acuerdo se han 

otorgado 138 contratos de conservación en Tierralta (Córdoba) en 2021, y 273 en 

Ovejas (Sucre) en 2020 y 2021, para un total de 411 contratos que operan sobre 

casi 1.089 ha y benefician 413 familias. A juicio de la CGR (2021, p. 83), esto 

ñdenota una m²nima aplicaci·n del instrumento, dada la problemática de ocupación 

indebida de bald²os inadjudicablesò. 

 

1.2.  Cómo preservar el logro  

Aunque sin duda la conformación del Fondo de Tierras es un logro parcial que a 

junio 30 de 2021 cuenta con 1.385.066 ha, el avance ha sido muy bajo en materia 

de adjudicación de tierras a campesinos y campesinas. Para consolidar este logro 

y avanzar hacia el objetivo de mejorar el acceso y disminuir la concentración de las 

tierras rurales, es imperativo avanzar de forma acelerada en la adjudicación.  

Para ello es necesario, en primer término, acelerar el proceso de caracterización de 

los predios, para saber si efectivamente el país dispone de un número importante 

de hectáreas aptas para la adjudicación.  

La preponderancia de los baldíos como principal fuente de las tierras ingresadas al 

Fondo puede explicarse en parte por la falta de apropiaciones presupuestales 

específicas para la compra de tierras o la asignación de subsidios5. Este 

 
5 Ver CGR (2021, p. 82). 



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

43 

fortalecimiento es necesario para que se dé un avance en el objetivo del Fondo que 

es precisamente permitir el acceso de campesinos y campesinas sin tierra.  

La diferenciación en el Fondo de las tierras destinadas a la cuenta étnica del resto 

es de gran importancia para la medición de avances y para la verificación del 

cumplimiento de las metas. 

Dada la baja asignación, no han podido desarrollarse otras medidas de 

acompañamiento previstas por el A.F. a los y las adjudicatarias de tierras en 

aspectos complementarios como la vivienda, la asistencia técnica, la capacitación, 

la adecuación de tierras y la recuperación de suelos, así como las medidas de 

comercialización y acceso a medios de producción, contempladas en los PNRRI, 

algunos de los cuales ya han sido expedidos. La complementariedad en las medidas 

será lo que permita, que tanto el acceso a tierras como las medidas sectoriales, se 

conviertan en herramienta para la transformación del territorio.  

 

1.3.  Riesgos para la implementación  

En los primeros cinco años de implementación, los avances en mejorar el acceso a 

la tierra han sido mínimos. Contar con un Fondo de Tierras de distribución gratuita 

es un avance, si y solo si, es la base para la ampliación del acceso a la propiedad 

por parte de la población rural colombiana. Lograr que esto sea realidad implica la 

toma de una serie de medidas de orden administrativo y presupuestal, como las 

señaladas en el acápite anterior (caracterización de predios, programación 

presupuestal para compras y subsidios y disponibilidad de las medidas 

complementarias a la adjudicación). 

Los riesgos son importantes para el cumplimiento de lo acordado y también para la 

transformación necesaria del campo colombiano. La base de la RRI es el acceso a 

la tierra. Si no se avanza, en consecuencia, no se logrará cambiar el curso del 

desarrollo rural a favor de los más pobres ni se empezarán a cerrar las brechas 

entre campo y ciudad. La historia del conflicto por la tierra en el país permite afirmar 

que, sin mejorar el acceso a la tierra, se mantienen las causas y posiblemente se 

incrementa el riesgo de su repetición.   

Adicionalmente, cabe recordar que el acceso a tierras propuesto en la RRI tiene 

relación estrecha con otros puntos del A.F. que para su implementación requieren 

de tierras aptas para la producción agropecuaria. Es el caso de las medidas de 

sustitución de cultivos ilícitos, de reparación a víctimas en materia de restitución de 

tierras y de retornos o reubicaciones de la población desplazada y del desarrollo de 

proyectos productivos, tanto para víctimas como para la población de 
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excombatientes reincorporados. El avance en estos puntos no podrá consolidarse 

sin avances en el acceso a tierras.  

 

1.4.  Compromiso: Mecanismos de formalización y actuación por oferta 

(Decreto 902 de 2017)  

1.4.1.  Logro y relevancia  

El A.F. prevé un conjunto de mecanismos con el objeto de lograr la meta de 

formalización de siete millones de hectáreas de pequeña y mediana propiedad rural, 

priorizando las subregiones PDET. El primer mecanismo dispuesto es un 

procedimiento de formalización que permite un abordaje desde la oferta, lo cual da 

mayor alcance en la cobertura territorial de la formalización. Es un mecanismo 

aprobado en el conjunto de Decretos Ley con los cuales se inició el cumplimiento 

de los desarrollos normativos necesarios para la implementación del A.F. El 

segundo mecanismo previsto, que no ha sido desarrollado hasta el momento pese 

a que el A.F. estipulaba su desarrollo en el primer año de implementación, es el 

Plan Masivo de Formalización (A.F.1.1.5). El tercer mecanismo es la creación de la 

Jurisdicción Agraria, medida que hasta el momento no ha sido aprobada pese a 

haberse presentado un proyecto de ley con la iniciativa en dos legislaturas en el 

Congreso de la República. 

El Decreto Ley 902 de 2017 estableció un procedimiento único administrativo para 

la titulación de la posesión y saneamiento de la falsa tradición sobre inmuebles 

rurales de naturaleza privada que no hayan sido objeto de despojo, y un 

procedimiento único para implementar los Planes de Ordenamiento Social de la 

Propiedad Rural ïPOSPRï, los cuales deben realizarse por barrido masivo en 

zonas focalizadas, con prioridad en subregiones PDET y aquellas en las que se 

desarrolla el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos ïPNISï, 

así como en las Zonas de Reserva Campesina ïZRCï. 

El diagnóstico sobre la informalidad de las tierras en Colombia, presentado por la 

Unidad de Planificación Rural Agropecuaria ïUPRAï en 2016, muestra un difícil 

panorama: sólo en las 16 subregiones PDET identifica más de 300.000 predios y 

20,6 millones de ha presuntamente informales, como se muestra en el Gráfico 4. De 

manera que los siete millones de ha formalizadas propuestas por el A.F. resultan 

bastante modestas pues únicamente solucionarían el 35% de la informalidad en 

esas subregiones. 
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 Gráfico 4. Presunta informalidad en subregiones PDET 

Fuente: ANT (2021). 

De los 170 municipios PDET, 446 tienen tasas de presunta informalidad de más de 

80% en ha. Lograr la formalización de tan vastas extensiones no puede hacerse 

eficientemente por procedimientos ordinarios. De allí la importancia de poner en 

marcha los procedimientos y planes masivos de formalización, que deben tener 

como complemento el barrido predial realizado para los POSPR, el cual, a su vez, 

es un insumo para los levantamientos del Catastro Multipropósito ïCMï.  

La información de la ANT (CPEC, 2021b), da cuenta de 2.230.647 hectáreas 

formalizadas a 31 de julio de 2021, esto es el 31,9% de la meta del A.F. De ellas 

solo 302.560 (13%) se ubican en subregiones PDET, y equivalen al 1,5% de las 

hectáreas presuntamente informales en esos territorios. 

 
6 Alto Patía y Norte de Cauca: Argelia, Cajibío, Jambalóturi, Morales, Suárez, Toribío, El Tambo, Los 
Andes y Policarpa. Arauca: Fortul. Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño: Segovia y El Bagre. 
Catatumbo: Convención, El Carmen, El Tarra, San Calixto yTeorama. Chocó: Condoto, Istmina y 
Nóvita. Cuenca del Caguán y piedemonte caqueteño: Cartagena del Chairá y San Vicente del 
Caguán. MacarenaïGuaviare: Calamar, El Retorno, Mapiripán. Pacífico y Frontera Nariñense: 
Barbacoas y Tumaco. Putumayo: Mocoa, Orito, San Miguel, Valle del Guamuez, Villagarzón, Puerto 
Caicedo, Puerto Asís, Puerto Guzmán y Puerto Leguízamo. Sierra Nevada-Perijá: Dibulla y Ciénaga. 
Sur de Bolívar: Cantagallo, Morales, Santa Rosa del Sur y Simití. Sur de Córdoba: Tierralta. Urabá 
Antioqueño: Dabeiba.  
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Tabla 4. Formalización de predios, 2016-2021 (julio 31) 

Fuente Ha formalizadas 

Procesos de adjudicación de baldíos a personas naturales 1.131,761 

Adjudicación de baldíos a entidades de derecho público  911 

Procesos de constitución, creación, saneamiento, ampliación, titulación, 

demarcación para comunidades étnicas 

1.066.312 

Formalización de pequeña y mediana propiedad privada rural  19.988 

Otros (Compra directa, FNA, subsidios) 11.676 

Total  2.230.647 

Adjudicación baldíos a personas naturales en municipios PDET  302.560  

Fuente: CPEC (2021b).  

La aplicación del Decreto Ley 902 de 2017 para la formalización de predios no ha 

alcanzado un desarrollo significativo. En efecto, de las 19.988 hectáreas de 

propiedad privada formalizadas solo en 9.774,7 se siguió el procedimiento 

establecido en el mencionado decreto, y en el caso de adjudicación de baldíos solo 

126,8 ha se han adjudicado con este procedimiento. El resto de las hectáreas 

formalizadas se ha hecho con instrumentos diferentes a los creados por el A.F. En 

municipios PDET la utilización del mencionado Decreto Ley ha permitido la 

formalización de 3.225,7 ha de las cuales 2.265,16 (el 70%) se ubican en el 

municipio de Ovejas, Sucre, único municipio que ha concluido el POSPR.  

Tal como se mostró en el acceso a tierras, en formalización el 47,8% de las 

hectáreas formalizadas responden a procesos étnicos, tanto para comunidades 

indígenas como para comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 

(ver Gráfico 5 y Tabla 5).  



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

47 

Gráfico 5. Titulación de territorios de propiedad colectiva a comunidades indígenas, 

2017-2021 

 

Fuente: CPEC (2021b).  

La mayor parte corresponde a procesos de ampliación de resguardos (743.011 ha), 

de los cuales un solo resguardo en Solano, Caquetá equivale al 93,4% del total 

(694.139 hectáreas) y otro resguardo en La Pedrera, Amazonas representa el 6% 

(45.772 hectáreas). Para constitución de resguardos se han destinado 315.021 ha, 

de las cuales 243.216 ubicadas en el Vichada y representan el 77,3% de la 

extensión total. En 2021, se constituyó un resguardo en San José de Uré, Córdoba 

con 495 ha. Del total de hectáreas en procesos de ampliación y constitución, 

742.720 se encuentran ubicadas en 22 municipios PDET.  

La extensión destinada a dotar de tierras a las comunidades negras ha sido mucho 

menor, ya que en el periodo entre 2017 y julio 31 de 2021 se han titulado sólo 8.042 

ha, de las cuales 2.249 se encuentran en el municipio de Buenaventura (Valle del 

Cauca). En 2021, se han otorgado hasta la misma fecha títulos en los municipios de 

Suárez, Cauca (35,87 ha) y San Estanislao, Bolívar (202,75 ha). La concesión de 

títulos a comunidades negras en municipios PDET se ha realizado en 10 municipios, 

con un área total de 5.959 ha, de las cuales 2.248 se ubican en Buenaventura 

(Subregión Pacífico Medio), 1.504 en Puerto Asís y 1.158 en Puerto Guzmán 

(Subregión Putumayo). 

Tabla 5. Títulos Colectivos de Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y 

Palenqueras, 2017-2021 (julio 31) 
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Departamento Hectáreas 

Cauca 721 

Bolívar 319 

La Guajira 918 

Putumayo 2.788 

Magdalena 1.150 

Valle del Cauca 2.367 

Atlántico 18 

Total 8.281 

Fuente: CPEC (2021b).  

Por su parte, los POSPR son un instrumento de planificación que facilita la 

implementación de medidas como el acceso y la formalización de tierras y el 

levantamiento del CM. Estos deben ser implementados por la ANT, con la 

metodología de barrido predial, con las siguientes etapas: (i) Focalización y 

programación; (ii) Formulación; (iii) Implementación (operativo de campo y análisis 

y Procedimiento único) y (iv) mantenimiento y evaluación. La metodología se 

establece en el Decreto Ley 902 de 2017, se desarrolla en la Resolución 740 de 

2017, como informó esta ST en el Primer informe de verificación (STCVI, 2018 pp. 

8 y 220) y prevé un procedimiento único por barrido predial masivo en zonas 

focalizadas por el MADR, con prioridad en las subregiones PDET, en los municipios 

en donde se desarrollan los PNIS y en las ZRC.  

La información disponible en la página web del Observatorio de Tierras Rurales de 

la ANT, a agosto 2 de 2021, muestra que solamente Ovejas (Sucre) cuenta con un 

procedimiento único que permite resolver en una sola actuación los distintos 

problemas. Diez (10) municipios se encuentran en fase de implementación del Plan, 

a través de la realización del procedimiento único (barrido predial e inicio de 

actuaciones administrativas para toma de decisiones). Hay 23 municipios que tienen 

aprobado el POSPR por parte de la Dirección General de la ANT; un municipio tiene 

formulado el plan y otro más se encuentra en fase de formulación; 11 municipios 

están programados para formulación del plan; en siete municipios se ha suspendido 

el proceso después de aprobado el Plan, por razones de orden público o de falta de 

recursos y en dos municipios se ha desprogramado (ver Mapa 1 y Anexo 6).  
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Mapa 1. Grado de avance de POSPR por municipio. 

 

Fuente: Sistema de Información General de CINEP con base en ANT (2021). 

 
Otro de los mecanismos previstos por el Decreto Ley 902 de 2017 es la creación 

del Registro de Sujetos de Ordenamiento ïRESOï como instrumento de 

identificación y priorización de beneficiarios de las medidas de acceso y 

formalización de la propiedad rural. A julio 31 de 2021, se encontraban inscritas en 

el RESO 27.314 personas, como se aprecia en la Tabla 6. 
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Tabla 6. Número de personas inscritas al RESO, 2018-2021 (julio 31) 

Sexo Hombres Mujeres Total 

Tipo municipio Inscritos % Inscritas % Inscritos % 

Municipios PDET 3.746 28,2% 3.663 26,1% 7.409 27,1% 

Otros municipios 9.536 71,8% 10.369 73,9% 19.905 72,9% 

Total  13.282 100% 14.032 100% 27.314 100% 

% 48,6%   51,4%   100%   

Fuente: CPEC (2021b). 

Estos datos permiten afirmar a la ST que el desarrollo de la herramienta de registro 

es bajo, lo cual constituye un obstáculo para acceder a los programas de acceso y 

formalización de tierras previstos por el A.F. 

Finalmente, el A.F. estableció el reconocimiento y apoyo a las ZRC, establecidas en 

la legislación nacional desde la Ley 160 de 1994. Las medidas fijadas para lograr el 

acceso a tierras y la planificación de su uso deben estar acompañadas de procesos 

de formalización de la propiedad. Según información de la ANT (CPEC, 2021b, p. 

26), a julio 31 de 2021 sólo se ha formalizado un total de 941,4 ha (59 predios) en 

la ZRC de Guaviare, que tiene una extensión de 463.600 ha de acuerdo con su 

resolución de constitución. 

1.4.2.  Cómo preservarlo  

La informalidad de la tierra en el país es muy elevada. La estructuración de 

mecanismos de formalización por oferta y la adopción y puesta en marcha del Plan 

de Formalización Masiva buscan tener un avance más rápido para reversar esta 

situación. De estos dos instrumentos, el primero existe jurídicamente y se ha 

iniciado su puesta en marcha, aunque los resultados obtenidos hasta ahora son muy 

bajos. El segundo, aún no ha sido expedido7.  

La existencia de los mecanismos de oferta es una condición necesaria, pero para 

que estos se materialicen en avances importantes para la seguridad jurídica de la 

tenencia, se deben crear las condiciones para consolidar la formalización mediante 

el desarrollo integral de un conjunto de acciones: 

 
7 A 31 de agosto de 2021 la Dirección de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural del MADR 
ñradic· por tercera vez el proyecto de decreto ante la Oficina Jur²dicaò y paralelamente ante la Oficina 
Jurídica del Ministerio del Interior para su posterior remisión a la Secretaría Jurídica de Presidencia 
de la República (MADR 2021, p. 1). 
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En primer término, es necesario aprobar e iniciar en forma inmediata el Plan 

Nacional de Formalización de la propiedad rural como forma de hacer realidad el 

mecanismo de oferta y plantear claramente objetivos de corto, mediano y largo 

plazo.  

En segundo término, es necesario concluir la formulación e iniciar la implementación 

del Plan de Zonificación Ambiental ïPZAï por su importancia en el ordenamiento 

rural y su contribución a la solución de conflictos ambientales, interétnicos e 

intercomunitarios.  

En tercer término, hay otros instrumentos previstos por el propio A.F. que posibilitan 

el logro de la formalización: se trata de los POSPR, como instrumento de base para 

el conocimiento de la situación jurídica de la tierra. El caso del municipio de Ovejas, 

Sucre, ejemplifica su importancia. Es el único municipio en el cual se ha concluido 

el POSPR y adoptado el procedimiento único y a su vez en el que más avances se 

han dado en términos de formalización y actualización catastral.  

Es necesario también avanzar en la constitución del RESO, previsto por el Decreto 

902 de 2017 como registro único de beneficiarios para la adjudicación gratuita y el 

subsidio integral. Según la CGR (2021, p. 79) ñde las 86.684 solicitudes de 

inscripción al RESO, el 70% se encuentran aún sin valorar por parte de la Agencia, 

y de los sujetos de ordenamiento que fueron incluidos (15.222), solo el 14% han 

resultado beneficiarios de programas de acceso o formalizaci·nò. 

Finalmente, la normatividad que crearía la Jurisdicción Agraria -sin aprobar aún por 

el Congreso de la República- es necesaria para buscar nuevas instancias y formas 

de solución de conflictos por la tierra8.  

1.4.3.  Riesgos para la implementación  

Las medidas previstas por el A.F. como respuesta a los problemas de formalización 

y solución pacífica de conflictos en las zonas rurales no han desplegado por 

completo. Sin la seguridad jurídica que otorga la formalización, se pueden perpetuar 

prácticas de despojo, conflictos por la tierra y acaparamiento de baldíos que traen 

consigo dificultades para la inversión y conflictos rurales.  

 
8 Luego del archivo por falta de trámite en la legislatura 2020-2021 del PL 439/21S-PL134/20C de 
iniciativa gubernamental que creaba una Especialidad Agraria, un grupo de congresistas radicó un 
nuevo proyecto de ley para su creación.   
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Ante la falta de un inventario de baldíos9, los procesos de formalización se pueden 

ver limitados por conflictos de uso en áreas de zonificación ambiental o de traslape 

con territorios étnicos.  

Sin la aprobación de la Jurisdicción Agraria, se perpetúan las dificultades para una 

solución pacífica de conflictos por la tierra y no se contribuye a garantizar el derecho 

a la justicia para la población rural.  

 

1.5.  Compromiso: Catastro Multipropósito  

El A.F. (1.1.9) establece como una de las principales disposiciones para propiciar el 

uso adecuado, productivo y sostenible de la tierra, la creación de un Sistema 

General de Información Catastral, integral y multipropósito que en un plazo máximo 

de siete años concrete el nuevo catastro rural, vincule el registro de inmuebles 

rurales, con resultados tempranos en zonas priorizadas, amplíe la participación 

comunitaria y brinde apoyo técnico a los municipios para la formalización, 

actualización y conservación catastral. 

1.5.1.  Logro y relevancia  

Contar con un catastro actualizado es de gran importancia pues no solamente 

propicia el uso adecuado y sostenible de la tierra, también puede incrementar el 

recaudo efectivo de los municipios, estimular la desconcentración de la propiedad 

rural y contribuir a la formalización de esta. 

Según información del Instituto Geográfico Agustín Codazzi ïIGACï, reportada por 

la CGR (2021, p. 83): del total de municipios del país (1.140), el 87,4% tiene el 

catastro desactualizado, el 7,1% está sin conformar, el 1,6% lo tiene parcialmente 

actualizado y el 3,9% se encuentra actualizado.  

El PMI estableció que para 2023, en cumplimiento de lo pactado, todos los 

municipios del país tendrían su catastro actualizado. El Gobierno Nacional 

estableció en el PND una meta del 60% para 2022 (68,7 millones de ha), lo cual 

implica que para cumplir con lo establecido en el PMI se debería realizar el 40% del 

levantamiento en 2023. Para la CGR (2021, p. 83) es preocupante que ñel avance 

a marzo de 2021 es del 15,39%, lo que equivale a 10,57 millones de has, es decir 

 
9 La Corte Constitucional, en Sentencia T-488 de 2014, ordenó realizar el inventario nacional de 
baldíos de la Nación. Aunque su realización no está explícitamente establecida en el A.F., si se 
establece que una de las fuentes del Fondo de Tierras son los baldíos indebidamente apropiados u 
ocupados, y para la formalización de la propiedad, es necesario contar con una herramienta como 
el inventario.  
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que para cumplir la meta del PND, se deberían intervenir 51,1 millones de hectáreas 

(74,4%) antes de finalizar este gobiernoò. 

Según respuesta de la CPEC (2021b, pp. 49-50), a la solicitud de información 

enviada por la ST, son 47 los municipios cuyo catastro ha sido actualizado entre los 

años 2017 y 2020. Solo 14 de ellos se encuentran entre los municipios priorizados.  

Un resumen de lo anterior se presenta en la Tabla 7. 

Tabla 7. Municipios en los cuales se ha realizado el CM entre 2017 y 2020 

Municipios Número  
Urbano Rural Total  

Área Predios Área Predios Área Predios 

PDET 4 1.164 32.782 489.700 7.334 490.864 40.116 

Ciudad capital 7 88.099 4.920.111 683.800 166.299 771.899 5.086.410 

Cumaribo 1 96 3.642 6.559.632 2.358 6.559.728 6.000 

Demás  35 12.788 264.599 1.166.268 195.364 1.179.056 459.963 

Total  47 102.147 5.221.134 8.899.400 371.355 9.001.547 5.592.489 

Fuente: CPEC (2021b).  

De acuerdo con la tabla anterior, el área total asciende aproximadamente a nueve 

millones de ha. de las cuales el 99% es rural. El municipio de Cumaribo, cuyo 

catastro fue levantado en cumplimiento de la Sentencia T-247 de 2015 de la Corte 

Constitucional, representa el 72,9% del área total y el 73,7% del área rural con CM. 

Por su parte, los levantamientos en siete ciudades capitales (Bogotá, Barranquilla, 

Cali, Ibagué, Medellín, Quibdó, Tunja) representan el 94% de los predios urbanos. 

Solamente en cuatro municipios PDET (Segovia, Guapi, La Jagua de Ibirico y 

Ovejas) se ha realizado el catastro durante el período informado por IGAC y su área 

representa el 5,4% del total. Como la información suministrada no relaciona los 

municipios que se encuentran en ejecución en 2021, el avance podría ser un poco 

mayor.   

En cuanto a las perspectivas inmediatas, de acuerdo con la información entregada 

por el Gobierno Nacional a la ST, de los 143 municipios priorizados 14 han concluido 

su implementación y 129 tienen definida fuente de financiación y fechas de inicio y 

terminación. Del total: 

¶ 73 son municipios PDET.  

¶ Un municipio, Ovejas, en Sucre, inició y concluyó su implementación en 2019 

y fue financiado por USAID.  



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

54 

¶ Dos municipios, Villavicencio y Cumaribo, iniciaron y concluyeron la 

implementación entre 2019 y 2020.  

¶ 11 municipios más10, ninguno de ellos PDET, iniciaron y concluyeron la 

implementación en 2020.  

¶ 18 municipios11 iniciarán y concluirán la implementación en 2021, ocho de 

ellos PDET.  

¶ 107 municipios que deben iniciar la implementación en 2021 se espera que 

concluyan en 2022, de los cuales 60 son PDET.  

¶ Cuatro municipios, todos PDET, inician su implementación en 2021 o 2022 y 

se prevé que su finalización será en 2023.  

Tabla 8. Municipios priorizados para CM, según PDET, por fuente de financiación  

PDET /Fuente Total IGAC Coop. 

UK 

USAID Bio 

carbono 

Crédito 

BM/BID 

UK-

USAID 

ANT AFD 

Alto Patía Norte 

del Cauca 

8   1  7    

Arauca 2  1  1     

Bajo Cauca y 

Nordeste 

antioqueño 

4  3 1      

Catatumbo 1   1      

Cuenca del 

Caguán y 

piedemonte 

caqueteño 

14  1   10 3   

Macarena 

Guaviare 

9  7 2      

Montes de María 13   2  9  2  

Pacífico y 

Frontera 

Nariñense 

1   1      

Putumayo 6  2   4    

Sur de Córdoba 1       1  

Sierra Nevada- 

S. Perijá- Z. 

Bananera 

10     7  3  

Sur del Tolima 4   2  1  1  

 
10 Arauca y Cravo Norte, en Arauca.  Gachancipá, en Cundinamarca; Apía, Balboa, Belén de Umbría, 
Guática, La Celia, Marsella, Pueblo Rico y Santuario, en Risaralda. 
11 Mirití-Paraná en Amazonas; Arauquita (PDET) en Arauca; Córdoba y El Guamo (ambos PDET) en 
Bolívar; Beteitiva; Busbanzá, Corrales, Floresta, Sativasur, Socha, Socotá y Tasco (en Boyacá, 
ninguno PDET); Popayán en Cauca; Valencia (PDET) en Córdoba; Fonseca y San Juan del Cesar 
(ambos PDET) en La Guajira; Ciénaga (PDET) en Magdalena y Rioblanco (PDET) en Tolima. 
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Total PDET 73 0 14 10 1 38 3 7  

No PDET 70 17 0 2 0 45 3 1 2 

Total 143 17 14 12 1 83 6 8 2 

Fuente: CPEC (2021b).  

1.5.2.  Cómo preservarlo  

El Catastro es uno de los principales instrumentos para la transformación rural. El 

avance, entre 2017 y 2020, según la información reportada por el IGAC ha sido lento 

y solo cuatro municipios PDET han sido objeto de actualización. A juicio de la ST es 

necesario acelerar la implementación del CM, por lo menos en los 139 municipios 

priorizados que no han concluido la implementación, y buscar disminuir la alta 

dependencia de recursos de la banca multilateral y de la cooperación internacional.  

El énfasis en la habilitación de los gestores catastrales ha sido parte central de la 

política del Gobierno. A 31 de julio de 2021 se habían habilitado 24 gestores (IGAC, 

2021), la gran mayoría en grandes ciudades o sus áreas metropolitanas; el trabajo 

de estos gestores contribuirá a la meta general de tener todo el país actualizado en 

2025. Pero este último objetivo está lejos de alcanzarse, por lo que el próximo 

gobierno deberá redoblar esfuerzos en materia administrativa y presupuestal.  

1.5.3.  Riesgos para la implementación  

La lentitud en el desarrollo del CM además de llevar a que no se cumpla la meta del 

A.F., tampoco permitirá que en 2022 estén 650 municipios con catastro actualizado, 

entre ellos los 170 municipios PDET. Adicionalmente, dado que la normatividad 

define que el catastro se desactualiza cada cinco años, se corre el riesgo de que en 

2023, los municipios cuya actualización se realizó en 2017, estén de nuevo 

rezagados.   

El no contar con un CM actualizado tiene implicaciones de importancia para la 

implementación de la RRI. En primer término, limitaría los alcances de una política 

agraria que apueste por la transformación rural, puesto que contribuye a la 

seguridad jurídica de los productores agropecuarios y con ello facilita el acceso al 

crédito, los subsidios y otras medidas de política. Así mismo se afectaría la 

integralidad de la RRI en materia de formalización, ya que este instrumento 

contribuye a identificar la informalidad, facilitar la seguridad jurídica y promover la 

conservación de áreas de interés ambiental  

Finalmente hay implicaciones sobre las finanzas públicas de los municipios: si los 

valores catastrales son muy bajos y no corresponden al valor de los predios, se 

dejan de recibir recursos de importancia para la financiación de bienes y servicios 
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para las comunidades respectivas. Este impacto es mayor, cuando se trata de 

grandes extensiones de tierra. 

 

2. Programas  de Desarrollo con Enfoque Territorial ðPDETð 

A través de la implementación de los Programas de Desarrollo con Enfoque 

Territorial ïPDETï, el A.F. busca la transformación estructural del campo y una 

mayor equidad entre campo y ciudad (A.F. 1.2). Los PDET son una de las 

principales medidas para el desarrollo del enfoque territorial del A.F. Por un lado, 

representan el inicio de un proceso de transformación estructural del campo en las 

zonas rurales, con prioridad en las más urgidas de la RRI, a través de procesos que 

conduzcan a cambios sociales, institucionales y productivos; al cierre de brechas 

sociales y territoriales; a mayores inversiones públicas concertadas con 

comunidades y organizaciones y a la promoción de una mejor participación de 

estas. Son una oportunidad para la reparación territorial, de grupos y personas 

víctimas del conflicto armado y para el fortalecimiento de la institucionalidad local. 

En el cumplimiento con estos objetivos, el A.F. (1.2.3) indicó que en cada zona 

priorizada se debe construir de forma participativa un Plan de Acción para la 

Transformación Regional ïPATRï, concertado en las comunidades, que incluya: i) 

el enfoque territorial de las comunidades, de acuerdo con sus características e 

historia; ii) un diagnóstico participativo, en el cual se plasmen las necesidades de 

los territorios y las acciones con metas precisas que deben ser acogidas en el Plan 

Nacional de Desarrollo. La participación de las comunidades (A.F. 1.2.4) es definida 

como la base de los PDET, la cual también debe darse en la definición de las 

prioridades de los PNRRI, en la medida en que a través de esta herramienta se 

ejecutan dichos planes en las zonas priorizadas; en la ejecución y mantenimiento 

de obras; y en los mecanismos de seguimiento y veeduría de los proyectos. El A.F. 

estableció los criterios de priorización12 en cumplimiento de los cuales, mediante 

Decreto-Ley 893 de 2017, se seleccionaron las 16 subregiones y los 170 municipios. 

 

2.1.  Logros y relevancia  

Actualmente, los PDET son el principal instrumento para la transformación regional 

en las 16 zonas. Son una buena estrategia para articular integralmente todas las 

medidas de la RRI, así como las medidas referidas a la sustitución voluntaria de 

cultivos de uso ilícito y reparación a víctimas. La importante participación de las 

 
12 Niveles de pobreza extrema y NBI; grado de afectación derivado del conflicto; debilidad de la 
institucionalidad administrativa y capacidad de gestión; presencia de cultivos ilícitos y de otras 
economías ilegítimas (A.F. 1.2.2). 



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

57 

comunidades y organizaciones sociales durante el proceso de planificación de los 

PATR significó una contribución a su construcción a través del diálogo directo con 

instituciones públicas y permitió la identificación de necesidades, objetivos y metas 

desde su propia experiencia. 

En este sentido, además de ser un canal para la llegada de programas y recursos 

a las áreas rurales y al ser la base para el mejoramiento de las condiciones de vida 

de la población rural, tienen un rol importante en la construcción de legitimidad y 

confianza entre la ciudadanía y el Estado y entre los diferentes actores territoriales.   

Desde el inicio de la implementación del A.F. se definieron las 16 zonas priorizadas 

para el desarrollo de los PDET, que incluyen 170 municipios. Desde entonces, se 

inició y finalizó el proceso participativo de construcción de los Planes de Acción para 

la Trasformación Regional ïPATRï, con una participación aproximada de 220.000 

personas en los distintos espacios veredales, municipales y subregionales y en los 

espacios autónomos con pueblos y comunidades étnicas. No obstante, entre la 

finalización de los PATR y el inicio de la implementación de las iniciativas e incluso 

en el proceso de construcción de las Hojas de Ruta Única ïHRUï, las comunidades 

han percibido una disminución en acceso a la información y en su participación en 

la toma de decisiones. 

Entre agosto de 2018 y febrero de 2019 se publicaron los 16 PATR que cuentan con 

un pequeño diagnóstico subregional, una visión territorial, objetivos e iniciativas 

(32.808 municipales y subregionales) distribuidas en ocho pilares13, así como un 

presupuesto indicativo. Posteriormente a este ejercicio, el Gobierno Nacional a 

través de su política de estabilización y del artículo 281 de la Ley 1955 de 2019 (Ley 

del Plan Nacional de Desarrollo ïPNDï) definió a la HRU como el principal 

instrumento de implementación del PDET, que a su vez debe integrar los distintos 

planes tanto nacionales como territoriales para cada una de las zonas14. De acuerdo 

con el PND, las HRU deben incluir un acuerdo de inversión y cronograma de 

ejecución anualizado que identifique (i) Proyectos; (ii) Responsables; (iii) 

 
13 1. Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo; 2. Infraestructura y adecuación de 
tierras; 3. Salud rural; 4. Educación rural y primera infancia rural; 5. Vivienda rural, agua potable y 
saneamiento básico rural; 6. Reactivación económica y producción agropecuaria; 7. Sistema 
progresivo para la garantía del Derecho a la alimentación; y 8. Reconciliación, convivencia y 
construcción de paz. 
14 PATR junto con Planes Nacionales Sectoriales ïPNSï que es el término utilizado por el actual 
gobierno para los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï, Planes Integrales de 
Sustitución y Desarrollo Alternativo ïPISDAï, Planes Integrales de Reparación Colectiva ïPIRCï, 
Plan Marco de Implementación ïPMIï, planes territoriales de desarrollo y planes de las Zonas 
Estratégicas de Intervención Integral ïZEIIï. 
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Compromisos y (iv) Fuentes de financiación y recursos apropiados por las entidades 

del orden nacional y territorial.  

El proceso de construcción de las HRU se inició en 2019 con un piloto en el 

Catatumbo y su resultado fue en agosto de 2020. A septiembre 30 de 2021 se han 

publicado siete: Catatumbo, Sur de Córdoba, Sur de Bolívar, Putumayo, Montes de 

María, Chocó y Bajo Cauca & Nordeste Antioqueño. Los documentos generales de 

HRU contienen un diagnóstico, los pasos que deben seguir las iniciativas para 

convertirse en proyectos concretos y el ordenamiento de las iniciativas de acuerdo 

con su importancia estratégica para el cierre de brechas. Todo esto se desarrolla a 

partir de una metodología que incluye tres fases: (i) Construcción técnica, que 

desarrolla el proceso para la transformación de iniciativas en proyectos concretos y 

los mecanismos técnicos para el seguimiento a la implementación en un periodo de 

15 años; (ii) Socialización de la metodología, que busca explicar la metodología con 

actores estratégicos, incluidos las comunidades y organizaciones sociales y (iii) 

Validación Territorial, que busca que los diferentes actores retroalimenten los 

diferentes componentes de la HRU y se ordenan las diferentes iniciativas y se 

clasifican como detonantes y dinamizadoras. No obstante, no se incluyeron los 

acuerdos de inversión, compromisos o cronogramas (PGN, 2021, p. 117). 

Como la ST señaló en sus informes Octavo y Noveno (STCVI, 2021a y 2021b), la 

participación comunitaria en la HRU se da hasta la última fase y en los documentos 

no se establecen los mecanismos e instancias de participación, control y 

seguimiento ciudadano. Sin embargo, para tres de estas HRU (Putumayo, Montes 

de María y Bajo Cauca & Nordeste Antioqueño), se desarrollaron espacios 

municipales de validación territorial. Hay que señalar que las HRU no articulan aún 

por completo los instrumentos de planeación de cada una de las subregiones (PGN, 

2021, p. 80). 

El gobierno nacional proyectaba la finalización de las HRU en Sur del Tolima, 

Arauca, Cuenca del Caguán & Piedemonte Caqueteño, Macarena-Guaviare, Urabá 

Antioqueño y Pacífico & Frontera Nariñense durante el tercer trimestre de este año 

y las restantes de Alto Patía y Norte del Cauca, Sierra Nevada-Perijá y Pacífico 

Medio antes de finalizar la actual vigencia (CPEC, 2021b, p. 4). 

La selección final de las iniciativas consideradas estratégicas muestra un 

desbalance entre pilares. El mayor número de iniciativas priorizadas como 

estratégicas, para las siete subregiones, está en Reactivación económica y 

producción agropecuaria (28,24%) e Infraestructura y adecuación de tierras 

(18,74%). Mientras que los pilares Sistema para la garantía progresiva del derecho 
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a la alimentación (1,83%), Reconciliación, convivencia y construcción de paz 

(8,60%) y Salud Rural (6,82%), son los que tienen un menor número de iniciativas. 

Tabla 9. Número de iniciativas municipales y subregionales identificadas como 

estratégicas en la HRU 

Zona 
Pilar 

1 

Pilar 

2 

Pilar 

3 

Pilar 

4 

Pilar 

5 

Pilar 

6 

Pilar 

7 

Pilar 

8 
Total 

Catatumbo 23 55 15 30 33 85 0 18 259 

Sur de 

Bolívar 
27 33 14 29 28 40 5 16 192 

Sur de 

Córdoba 
19 33 8 16 15 42 8 8 149 

Putumayo 10 6 2 20 18 120 0 4 180 

Montes de 

María 
55 58 31 63 53 74 5 51 390 

Chocó 27 94 35 28 57 102 5 32 380 

Bajo 

Cauca y 

Nordeste 

Antioqueño 

45 78 25 35 50 75 12 35 355 

Total 206 357 130 221 254 538 35 164 1.905 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2020, 2021a, 2021b, 2021c, 2021d, 2021e y 2021f). 

Los esfuerzos institucionales también se han concentrado en la estructuración de 

proyectos y la realización de gestiones que puedan materializar las iniciativas. En 

esto, es relevante señalar que los retrasos en la implementación de las medidas de 

acceso a tierras y de los PNRRI, no han permitido que las iniciativas tengan 

correspondencia, se articulen y apalanquen con otras acciones de política pública 

sectorial. 

En general, para todas las subregiones las iniciativas reportadas con ruta de 

implementación activa ïasociadas a proyectos o gestiones que promueven su 

implementación a través de los mecanismos de financiación o a programas públicos 

sectorialesï oscilan entre un 20% y un 35% del total. Considerando el tiempo 

transcurrido desde la firma del A.F. y desde la adopción de los PATR, ese porcentaje 

sigue siendo bajo, por lo que se requiere la continuación de los esfuerzos para que 

las iniciativas cuenten tanto con una ruta específica, como con acciones concretas 

que permitan su materialización; de acuerdo con la vigencia de 10 años que los 

PDET disponen por el Decreto Ley 893 de 2017. Las subregiones que presentan un 

mayor porcentaje de iniciativas con ruta de implementación a 9 de agosto de 2021 
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son Bajo Cauca ï Nordeste Antioqueño (34,05), Pacífico Medio (33,86%) y Sierra 

Nevada ï Perijá (32,97%). Por otro lado, Arauca (17,91%), Putumayo (19,18%) y 

Chocó (20,22%) presentan un menor número. Como se verá más adelante, esto no 

se corresponde necesariamente con el número de proyectos e inversiones 

realizados a través de los mecanismos Obras PDET, Obras por Impuestos y 

proyectos financiados a través de regalías. Por ejemplo, en Pacífico Medio, el 

número de iniciativas con ruta de implementación activa es una tercera parte del 

total, pero la inversión a través de estos mecanismos es nula. 

Gráfico 6. Número de iniciativas con ruta de implementación activa por subregión 

(agosto 9 de 2021) 

  

Fuente: CPEC (2021). 

El análisis por pilares muestra que los de Infraestructura y adecuación de tierras 

(28,24%) y Reactivación económica y producción agropecuaria (30,14%) son los 

que tienen un mayor número de iniciativas vinculadas a algún proyecto o gestión, 

mientras que Reconciliación, convivencia y construcción de paz (16,74%) y Salud 

rural (20,08%) son las que presentan menor número. Aun cuando todos los pilares 

requieren acelerar su gestión e implementación, es necesario que se avance de 

forma más consistente en aquellos rezagados. 
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Gráfico 7. Número de iniciativas con ruta de implementación (agosto 9 de 2021) 

 

Fuente: CPEC (2021b). 

Otro logro relevante ha sido la inclusión de las iniciativas en los planes de desarrollo 

del nivel territorial: 170 acuerdos municipales y 18 ordenanzas departamentales han 

adoptado los PATR y han incorporado aproximadamente 12.000 iniciativas de los 

PATR (CPEC, 2021a, p. 4). Como lo señaló esta ST en su VII informe (STCVI, 2020) 

se destaca que las administraciones locales y regionales hayan asumido desde sus 

competencias el cumplimiento de los PATR, sin embargo, en términos generales se 

trata de metas, acciones y productos que contribuyen parcialmente al cumplimiento 

de iniciativas formuladas con un mayor impacto. 

De acuerdo con la información oficial, desde agosto de 2018 se han invertido $8,35 

billones de pesos en los municipios PDET (CPEC, 2021a, p. 4). Sin embargo, buena 

parte de los recursos ejecutados del Presupuesto General de la Nación ïPGNï para 

las vigencias 2019 y 2020, y los proyectados a 2021, corresponden a proyectos 

asociados a programas de la oferta social tradicional del Estado15 que representan 

más del 70% del total de los recursos. Este es un dato relevante pues para 2019, 

los recursos del PGN para la RRI representaron 52%; para el 2020, 70%; y la 

proyección para 2021, 74%. Inversiones relevantes pero que no necesariamente se 

orientan con los objetivos de la RRI (CGR, 2020, pp. 30-32 y 2021, pp. 19-30). Por 

 
15 Como Programa Adulto Mayor del DPS, Atención a Primera Infancia del ICBF, Programa de 
Alimentación Escolar, y Servicios de Formación Profesional del SENA. 
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otro lado, la inversión en estos programas tradicionales también determina que 

exista un desbalance entre pilares: por ejemplo, la ejecución acumulada del pilar de 

Educación Rural concentra un 24% mientras que el de Ordenamiento social de la 

propiedad un 3% (CGR, 2021, p. 61).  

Desde el inicio de la implementación hasta el 30 de julio de 2021, de las tres fuentes 

de financiación de proyectos e iniciativas PDET analizadas, OCAD Paz ha sido la 

de mayores recursos, seguida por las obras financiadas por el mecanismo Obras 

Por Impuestos ïOXIï y, finalmente, se encuentran las Obras PDET, con recursos 

de presupuestos gubernamentales y en algunos casos de cooperación 

internacional. 

Los montos promedio de los proyectos aprobados o de las obras realizadas varían 

sustancialmente según fuente. Mientras las obras PDET son pequeñas 

infraestructuras de alcance veredal o municipal, con un valor promedio de $206 

millones de pesos, las obras por impuestos tienen alcance municipal y un valor 

promedio de inversión de $7.930 millones. Las obras aprobadas para la ejecución 

con recursos del Sistema General de Regalías tienen un valor promedio de $10.659 

millones. 

Tabla 10. Principales obras y proyectos realizados y aprobados en los PDET (junio 

30 de 2021) 

Obra o proyecto Número % Valor % Promedio 

Obras PDET (2018-2021) 1.064 70,2 219.306 4,5 206,1 

Obras por impuestos (2018-

2021) 
77 5,1 601.612 12,6 7.930,0 

OCAD Paz (2017-2021)16 375 24,7 3.997.055 82,8 10.658,8 

Total 1.516 100 4.826.973 100 3.184,0 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2021g, 2021h) y OCAD PAZ (2021). 

Es de destacar que los proyectos aprobados por el OCAD Paz han crecido en forma 

importante durante 2021, en respuesta a la posibilidad de adelantar los recursos a 

través de vigencias futuras. Así, durante el primer semestre de 2021 se aprobaron 

bajo esta modalidad, 141 proyectos en regiones PDET y cuatro proyectos en otras 

regiones por un valor aproximado de $1.7 billones y $350.990 millones 

respectivamente. Esta cifra representa el 42% del total de recursos aprobados por 

el OCAD Paz desde diciembre de 2017.  

 
16 Se incluyen vigencias futuras. El valor SGR corresponde a lo aprobado por el OCAD Paz. 
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En la Tabla 11 se presentan, para cada una de las Subregiones PDET, las cifras 

correspondientes a la financiación de obras y proyectos con las modalidades 

señaladas. La ST reitera su preocupación por la nula financiación de obras en la 

Subregión de Pacífico Medio, a través de este mecanismo y por el desigual 

tratamiento entre regiones: Sierra Nevada tiene la mayor participación con un 10% 

del total de recursos, seguida por Cuenca del Caguán con 7%, Alto Patía y Norte 

del Cauca con 6,8% y Macarena Guaviare con 6,6%. En el caso del Pacífico Medio, 

de acuerdo con la información de la comunidad -recogida en trabajo de campo 

realizado por CERAC-: de un total de 18 iniciativas presentadas al OCAD, ninguna 

ha sido aprobada por el DNP, sin que las explicaciones técnicas sean claras para la 

comunidad (Funcionario 3 PM, 2021). 

Tabla 11. Fuentes de financiación y proyectos en subregiones PDET, 2017-2021 

(junio 30) 

Subregión 

Obras 

PDET 

Obras por 

Impuestos 

Obras SGR - 

OCAD Paz17 
Total 

% Valor 

total 
Nº Valor Nº Valor Nº Valor Nº Valor 

Alto Patía Norte del Cauca 125 
17.09

2 
11 100.077 28 325.982 164 

443.15

1 
6,8 

Arauca 41 4.350 9 119.880 10 133.249 60 
257.47

9 
4 

Bajo Cauca - Nordeste 

Antioqueño 
127 

20.15

4 
7 71.699 8 38.276 142 

130.12

9 
2 

Catatumbo 102 
16.32

6 
6 55.747 29 203.992 137 

276.06

5 
4,2 

Chocó 33 7.246 0 0 30 211.474 63 
218.72

0 
3,4 

Cuenca del Caguán y 

piedemonte caqueteño 
86 

54.85

3 
4 72.091 43 327.475 133 

454.41

9 
7 

Macarena-Guaviare 206 
28.30

1 
1 3.877 34 398.257 241 

430.43

5 
6,6 

Montes de María 9 826 1 4.737 35 351.472 45 
357.03

5 
5,5 

Pacífico Medio 0 0 0 0  0 0 0 0 

Pacífico y Frontera Nariñense 62 
18.18

8 
4 19.933 7 55.726 73 93.847 1,4 

Putumayo 135 
24.98

2 
10 46.989 26 301.091 171 

373.06

2 
5,7 

 
17 Incluye vigencias futuras. El valor SGR corresponde a lo aprobado por el OCAD Paz. 
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Sierra Nevada- Perijá 47 9.855 2 12.007 59 663.482 108 
685.34

4 
10,5 

Sur de Bolívar 3 475 2 6.502 15 119.706 20 
126.68

3 
1,9 

Sur de Córdoba 23 6.674 1 8.793 23 257.668 47 
273.13

5 
4,2 

Sur del Tolima 55 5.133 11 40.233 7 62.483 73 
107.84

9 
1,7 

Urabá Antioqueño 10 4.851 8 48.047 19 126.230 37 
179.12

8 
2,8 

Nacional     2 420.492 2 
420.49

2 
6,5 

Total PDET 
106

4 

219.3

06 
77 610.612 375 

3.997.05

5 

1.5

16 

4.826.

973 
74,3 

Total No PDET 26 
33.01

7 
63 338.865 241 

1.299.11

8 
330 

1.671.

000 
25,7 

Total 
1.0

90 

252.3

23 
140 949.477 616 

5.296.17

3 

1.8

46 

6.497.

973 
100 

% Total PDET 
70,

2 
4,5 5,1 12,6 24,7 82,8 100 100 0,1 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2021g, 2021h) y OCAD PAZ (2021). 

 

2.2.  Cómo preservarlos  

En primer lugar, en términos de mantener la legitimidad del proceso es necesario 

asegurar la participación de las comunidades y organizaciones en la construcción 

de las HRU restantes y en la implementación de las iniciativas de los PATR, 

incluidas aquellas que se priorizaron como estratégicas en las HRU o en los 

instrumentos que definan los siguientes gobiernos para la implementación de los 

PDET. Esto debe estar acompañado de mecanismos amplios de información sobre 

los avances y retrocesos y de una estrategia dirigida al fortalecimiento de las 

veedurías comunitarias en las 16 zonas. 

En segundo lugar, las metas, objetivos y prioridades de los PATR, y las iniciativas 

priorizadas como estratégicas en las HRU deben articularse y armonizarse con los 

siguientes Planes Nacionales de Desarrollo ïPNDï, para cumplir con el mandato 

constitucional. Para el próximo gobierno, el reconocimiento de las iniciativas 

resultado del proceso participativo a través de la inclusión de programas sectoriales 

que apunten a materializarlas, integrados con los PNRRI y las medidas de acceso 

a tierras, puede convertirse en un aliciente para la construcción de paz territorial. De 

la misma forma, con la experiencia acumulada y resaltando las buenas prácticas, 

se debe analizar la posibilidad de ampliar la cobertura geográfica de los PDET a 
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otros municipios y subregiones que cumplen con los criterios establecidos por el 

A.F., empezando con zonas que tienen continuidad geográfica con las que 

actualmente existen. 

En tercer lugar, se debe dar prioridad al fortalecimiento de la institucionalidad local 

y de sus capacidades de gestión y planeación y a los mecanismos de articulación 

entre éstas, la institucionalidad nacional y las institucionalidades étnicas. Esto 

implica también, la revisión de la experiencia de los actuales gobiernos municipales 

y departamentales en la implementación de las iniciativas incluidas en los planes de 

desarrollo del nivel territorial para el periodo 2020-2023, identificando buenas 

prácticas y asuntos problemáticos, para la inclusión de los PATR en los siguientes 

ciclos de planeación.  

En cuarto lugar, es necesario que se acelere la implementación de iniciativas, 

particularmente aquellas establecidas en los planes de desarrollo del nivel territorial 

y aquellas definidas como estratégicas en las HRU. De la misma forma, debe 

establecerse un plan de trabajo que, en aras de la implementación integral, permita 

para cada una de las zonas superar el desbalance entre los distintos pilares en 

cuanto a proyectos estructurados, iniciativas financiadas y en ejecución e iniciativas 

finalizadas, y los desbalances en este campo entre las distintas zonas PDET, en 

particular en los criterios para asignación de recursos. 

Finalmente, la implementación de los PDET se enfrenta al escenario de la crisis 

social y económica profundizada por la pandemia. En este aspecto, es necesario 

que se considere la actualización de los diagnósticos territoriales presentes tanto en 

los PATR como en las HRU y la adaptación de las iniciativas, incluso aquellas 

consideradas estratégicas, y de las prioridades de implementación de forma 

participativa para dar cuenta de los retos más relevantes frente a la situación actual. 
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2.3.  Riesgos para  la implementación  

El primer riesgo está en el aumento de hechos de violencia en las regiones PDET 

que puede generar, por un lado, el debilitamiento de la participación comunitaria en 

los escenarios de planeación, veeduría y seguimiento o en la ejecución de iniciativas 

y, por otro, que en algunas zonas no se puedan implementar iniciativas lo cual 

podría crear brechas en la implementación. 

El segundo riesgo está en la implementación de iniciativas sin que existan avances 

en las medidas de acceso a tierras y en los PNRRI, lo que implicaría una 

implementación aislada, desarticulada, en las regiones PDET y reduciría los 

impactos en la mejora de las condiciones de vida de la población rural. Este riesgo 

se extiende al debilitamiento de la implementación conjunta de iniciativas 

geográficamente y la articulación entre iniciativas provenientes de distintos pilares. 

El tercer riesgo está en que subsista el desequilibrio entre subregiones PDET en la 

implementación de iniciativas, la estructuración de proyectos y la aprobación y 

ejecución de proyectos a través de los mecanismos de financiación dispuestos para 

ello, incrementando la desigualdad entre regiones. En este caso, deben priorizarse 

aquellas zonas que se encuentran rezagadas en la implementación de forma que 

todas las subregiones reciban un trato equilibrado de acuerdo con sus necesidades 

y condiciones.  

El último riesgo es que no se prioricen acciones conducentes al fortalecimiento de 

capacidades de las instituciones locales y que, cuando decrezcan la inversión para 

la implementación de iniciativas y la presencia y el diálogo con la institucionalidad 

del nivel nacional, estas no cuenten con la capacidad de gestionar demandas 

sociales, mantener los escenarios de participación y la competencia para negociar 

con actores estratégicos en cada uno de los territorios alrededor del desarrollo 

territorial. 

 

3. Compromiso: Planes  Nacionales para la Reforma Rural Integral  

Los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï son 16 

instrumentos establecidos en el A.F. para disminuir y erradicar la pobreza rural. De 

estos, el Plan de formalización masiva y el Plan de zonificación ambiental están 

incluidos en la primera parte de la RRI y en la tercera los restantes (Infraestructura 

y adecuación de tierras, Desarrollo Social, Producción agropecuaria y economía 

solidaria y cooperativa, y Derecho a la alimentación). Para el A.F (1.3), los PNRRI 

tienen tres objetivos: (i) superación de la pobreza en el campo, (ii) disminución de 

la desigualdad y (iii) creación de una tendencia hacia la convergencia en mejores 

niveles de vida en la ciudad y en el campo. Su principal meta es la erradicación de 
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la pobreza extrema y la reducción en todas sus dimensiones de la pobreza rural en 

un 50% durante un periodo de 15 años. Cabe recordar que, el A.F. establece que 

se debe garantizar el cumplimiento en los primeros cinco años desde la firma, es 

decir hasta noviembre de 2021. 

 

3.1. Logros y relevancia  

El Plan Marco de Implementación ïPMIï definió para 14 PNRRI18 a 76 productos 

con sus respectivos indicadores, la mayoría en un horizonte de 15 años (2031). De 

estos, por un lado, 59 son también productos e indicadores específicos para las 

zonas PDET, los cuales en su mayoría tienen una temporalidad 10 años (2026), que 

es el plazo establecido por el A.F. para la implementación de estos programas; y, 

por otro lado, 11 se incluyeron como medidas afirmativas en el capítulo de 

transversalización del enfoque de género. Así mismo, se estableció una meta 

trazadora para pueblos y comunidades étnicas que tiene tres indicadores 

relacionados con la incorporación del enfoque étnico y de medidas, proyectos, 

programas específicos, con pertinencia cultural y perspectiva de género, mujer, 

familia y generación para las mujeres de estas comunidades y pueblos y con la 

participación, concertación y consulta previa en la implementación de los PNRRI. 

Son responsables de estos productos 27 entidades del Estado, entre ministerios19 

y comisiones intersectoriales, agencias, fondos, departamentos administrativos y 

unidades especializadas20. 

Para septiembre de 2021 se habían adoptado diez planes, tres estaban en cierre 

técnico y tres en formulación. Si bien su adopción es un logro relevante, de acuerdo 

con el A.F. (6.1.10) la normativa necesaria para la implementación de la RRI tenía 

un plazo de 12 meses y siguiendo los indicadores del Plan Marco de 

Implementación ïPMIï, la obligación de su expedición era 2018, hecho que sólo se 

cumplió en tres casos. 

 
18 En este apartado no se incluyen los Planes de Formalización de Tierras y Zonificación Ambiental. 
19 Agricultura y Desarrollo Rural; Comercio, Industria y Turismo; Cultura; Deporte; Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones; Minas y Energía; Salud y Protección Social; Educación; 
Transporte; Vivienda, Ciudad y Territorio; Interior; y Trabajo. 
20 Administradora Colombiana de Pensiones ïCOLPENSIONESï; Agencia de Desarrollo Rural; 
Artesanías de Colombia; Colombia Compra Eficiente; Comisión Intersectorial de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional ïCISANï; Comisión Intersectorial para la Primera Infancia; Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social; Departamento Nacional de Planeación; Instituto 
Colombiano Agropecuario ïICAï; Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario ï
FINAGROï; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ïICBFï; Instituto Colombiano de Crédito 
Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior ïICETEXï; Servicio Público de Empleo; y Unidad 
Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias ïUAEOSï. 
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Cuadro 1. Planes Nacionales adoptados, con cierre técnico y en formulación 

(septiembre de 2021) 

Tema Plan 
Instrumento de 

expedición 
Fecha 

Acceso a 

tierras y 

ordenamiento 

social y 

ambiental 

Plan de formalización masiva En formulación  

Plan de zonificación ambiental En formulación  

Infraestructura 

y adecuación 

de tierras 

Plan Nacional de Vías Terciarias 

Resolución 3260 del 

Ministerio de 

Transporte 

Agosto de 

2018 

Plan Nacional de Riego y 

Drenaje para la economía 

campesina, familiar y 

comunitaria 

Resolución 091 del 

Ministerio de 

Agricultura y 

Desarrollo Rural 

Abril de 

2020 

Plan Nacional de Electrificación 

Rural 

Resolución 40809 del 

Ministerio de Minas y 

Energía 

Agosto de 

2018 

Plan Nacional de Conectividad 

Rural 

Resolución 1722 de 

2019 del Ministerio de 

Tecnologías de la 

Información y las 

Comunicaciones 

Julio de 

2019 

Desarrollo 

social 

Plan Nacional de Salud Rural Con cierre técnico  

Plan Especial de Educación 

Rural 
Con cierre técnico  

Plan Nacional de Construcción y 

Mejoramiento de Vivienda Social 

Rural 

Resolución 179 del 

Ministerio de 

Agricultura y 

Desarrollo Rural21 

Junio de 

2017 

 
21 Con actualización pendiente de acuerdo con el cambio de competencias establecido en la Ley del 
Plan Nacional de Desarrollo. A julio de 2021, se tenía la Política Pública de Vivienda de Interés Social 
Rural (Resolución 0536 del 19 de octubre de 2020) del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, y 
se reporta su reformulación, sin embargo no ha sido adoptado. 
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Plan Nacional de 

Abastecimiento de Agua Potable 

Y Saneamiento Básico Rural 

Resolución 0076 del 

Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y 

Territorio 

Marzo de 

2021 

Producción 

agropecuaria 

y economía 

solidaria y 

cooperativa 

Plan Nacional de fomento a la 

economía solidaria y cooperativa 

rural 

Resolución 2950 del 

Ministerio del Trabajo 

Diciembre 

de 2020 

Plan Nacional de asistencia 

integral técnica, tecnológica y de 

impulso a la investigación 

En formulación  

Plan para apoyar y consolidar la 

generación de ingresos de la 

economía campesina, familiar y 

comunitaria, y de los medianos 

productores y productoras con 

menores ingresos 

Resolución 209 del 

Ministerio de 

Agricultura y 

Desarrollo Rural 

Septiembre 

de 2020 

Plan Nacional para la promoción 

de la comercialización de la 

producción de la economía 

campesina, familiar y 

comunitaria 

Resolución 006 del 

Ministerio de 

Agricultura y 

Desarrollo Rural 

Enero de 

2020 

Plan Progresivo de Protección 

Social de Garantía de Derechos 

de los Trabajadores y 

Trabajadoras Rurales 

Resolución 2951 del 

Ministerio de Trabajo 

Diciembre 

de 2020 

Derecho a la 

alimentación 

Sistema especial para la 

garantía progresiva del derecho 

a la alimentación 

Con cierre técnico  

Fuente: Elaboración propia. 

El retraso en su adopción y, consecuentemente, en el inicio de acciones para el 

cumplimiento de las medidas asignadas a cada uno de los PNRRI por el A.F, ha 

representado en su conjunto una falencia significativa en cuatro procesos e 

instrumentos claves para la implementación de la RRI: 

1. En el proceso de planificación PDET (que finalizó en febrero de 2019), hecho 

que hubiera permitido a los actores participantes contar con un marco de 

referencia para la incorporación de iniciativas en los PATR y dar 

cumplimiento a la disposición del A.F. sobre participación en PDET (1.2.4) 
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para definir las prioridades en la implementación de los planes nacionales. 

Cabe recordar, además, que la organización y distribución metodológica por 

pilares se hizo atendiendo a los temas de la RRI, entre ellos estos Planes. 

Teniendo en cuenta esta situación, en los documentos que adoptan los 

PNRRI, tampoco es clara la forma en que las distintas iniciativas PDET se 

tuvieron en cuenta en la formulación de acciones y de indicadores de cada 

uno de estos. Tampoco los Planes tienen presencia en las sesiones 

interinstitucionales y mesas de impulso en las subregiones, por lo que no se 

están integrando a la gestión de oferta y a las acciones para la 

implementación de iniciativas (PGN, 2021, p. 125). 

2. El PND 2018-2022 (aprobado en mayo de 2019), era una oportunidad 

inmejorable de darle un mayor impulso a la realización de las medidas de los 

PNRRI del A.F. dados los vínculos con los temas de política social y de 

desarrollo económico propios de este instrumento. Sin embargo, esto no 

ocurrió. 

3. En la elaboración de los planes de desarrollo del nivel territorial para el 

periodo 2020-2023 (finalizados a mediados de 2020), particularmente, en 

municipios y departamentos de las zonas PDET para articular a la planeación 

territorial aquellas disposiciones sectoriales dirigidas a la implementación del 

A.F., teniendo en cuenta las competencias de las entidades territoriales 

frente a temas como salud, educación, agua potable y saneamiento básico.  

4. Como se señaló en los informes VIII y IX de esta ST (STCVI, 2021a y 2021b), 

en los documentos finales que estaban publicados a julio de 2021 de HRU,  

para Catatumbo, Sur de Bolívar, Sur de Córdoba, Putumayo y Montes de 

María, los PNRRI solo son utilizados en la selección de indicadores para el 

seguimiento de los avances en cada una de las subregiones y, en todo caso, 

solo se tuvieron en cuenta los planes territoriales que ya habían sido 

publicados al momento en el que se efectuó dicho paso dentro del proceso 

regional de construcción de la HRU. 

De acuerdo con la Contraloría General de la República ïCGRï (2021, p. 73), el 

costo de los PNRRI adoptados y formulados suma $103.4 billones del 2020. 

Teniendo en cuenta que el Marco Fiscal de Mediano Plazo asignó para la totalidad 

de la RRI la suma de $119.7 billones del 2020 y considerando que todos los recursos 

previstos se destinaran a los PNRRI para los tres planes que aún están en proceso 

de formulación, entonces únicamente estarían disponibles $16.3 billones. Esto 

podría representar una afectación a los resultados propuestos por el A.F., por 

ejemplo, en materia de formalización de tierras.  
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En términos generales, los recursos ejecutados y proyectados entre 2017 y 2021 

son $16.434.121 millones, los cuales tienen como fuente principal al Presupuesto 

General de la Nación, fuente que solo es superada en materia de proyectos de 

Infraestructura y adecuación de tierras por los recursos del Sistema General de 

Regalías ïSGRï. La cooperación internacional tiene aportes relevantes en 

Producción agropecuaria y economía solidaria y cooperativa y en el Derecho a la 

alimentación, y los privados en materia de Infraestructura y adecuación de tierras y 

vivienda rural. Para el año 2021, se tiene proyectado un aumento de los recursos 

frente a los ejecutados en 2020 únicamente en Infraestructura y adecuación de 

tierras (CGR, 2021, pp. 86-114). 

Tabla 12. Fuente recursos ejecutados y proyectados por pilares de PNRRI 2017-

2021 

Pilar PGN SGR Privados 
Entes 

territoriales 

Cooperación 

Internacional 
SGP 

Total 

recursos 

(millones 

de pesos) 

Infraestructura y 

adecuación de 

tierras 

(conectividad, 

energía eléctrica, 

vías, adecuación 

de tierras) 

44% 49% 6%  1%  5.254.489 

Desarrollo social: 

Salud rural 
95%    5%  401.550 

Desarrollo social: 

Educación rural 
93% 1% 3%  2% 1% 6.675.757 

Desarrollo social: 

Vivienda rural 
80% 10% 8%  2%  1.334.862 

Desarrollo social: 

Producción 

agropecuaria y 

economía 

solidaria y 

cooperativa 

69%    31%  2.467.270 

Derecho a la 

alimentación 
88% 1%  1% 10%  300.193 

Total       16.434.121 

Fuente: CRG (2021). 
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En cuanto al cumplimiento de los indicadores, únicamente en el pilar de 

Infraestructura y adecuación de tierras se cumple con el 100% de indicadores de la 

fase de formulación, hecho que se corresponde con los retrasos en la adopción de 

los PNRRI y que dificulta el mayor ritmo de ejecución en los primeros cinco años del 

A.F. En materia de indicadores de proceso y de producto, los peores resultados 

están en Salud y Vivienda rural, mientras que en los demás pilares se reportan 

avances significativos (CGR, 2021, pp. 86-114). 

Tabla 13. Avances en el cumplimiento de indicadores por pilares de PNRRI (a marzo 

de 2021) 

Pilar 

Indicadores 

de 

formulación 

Indicadores 

de proceso 

Indicadores 

de resultado 

Infraestructura y adecuación de 

tierras (conectividad, energía 

eléctrica, vías, adecuación de 

tierras) 

100% 51% 46% 

Desarrollo social: Salud rural 25% 7% 9% 

Desarrollo social: Educación rural 64% 35% 51% 

Desarrollo social: Vivienda rural 50% 14% 17% 

Desarrollo social: Producción 

agropecuaria y economía solidaria y 

cooperativa 

88% 40% 32% 

Derecho a la alimentación 35% 32% 48% 

Fuente: CRG (2021). 

Estos resultados se deben al reporte de acciones de política pública sectorial 

independientemente de si el respectivo PNRRI está adoptado y en ejecución, por 

ejemplo, en Salud, Educación y Derecho a la Alimentación.  

De acuerdo con la PGN, los PNRRI se conciben como los instrumentos que 

permiten la dotación de bienes y servicios públicos para toda la ruralidad 

colombiana, priorizando las zonas más afectadas por el conflicto armado, zonas en 

las que su principal mecanismo articulador es el PDET (PGN, 2020, p. 107). Esto 

implicaba, por un lado, que las entidades adaptaran su oferta para proveer bienes y 

servicios que las comunidades y organizaciones identificaran como prioritarios, así 

como que los ejercicios participativos tuvieran en cuenta las líneas estratégicas que 

los sectores definieran en estos Planes, en el marco de sus competencias y techos 

presupuestales. Por otro lado, eran una oportunidad para focalizar de forma más 
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eficiente los esfuerzos sectoriales (CONPES, 2018, p. 20). Otro reto sin duda es, 

sin perder de vista las zonas priorizadas, fortalecer la implementación de los PNRRI 

en los municipios y regiones no PDET, en los que no tienen la misma presencia las 

instituciones públicas y los programas derivados del A.F. y no han contado con 

ejercicios participativos para la identificación de necesidades, construcción de 

diagnósticos y priorización de acciones de política pública sectorial. 

Para el 2016, la pobreza monetaria y monetaria extrema rural estaba en 48,8% y 

20,1% respectivamente. Entre 2017 y 2018, ambas cifras se redujeron, pero en 

2019 crecieron hasta alcanzar casi los mismos niveles que al inicio de la 

implementación: 47,5% y 19,3%. Los datos más recientes para 2020 muestran una 

disminución de 4,6% y 0,9% respectivamente, pese a los efectos de la pandemia 

que incrementó ambos indicadores a nivel nacional. Esta reducción se explica tanto 

por cambios metodológicos en la medición como por el impacto positivo en los 

ingresos de las familias vía ayudas institucionales por la pandemia (Comité de 

Expertos de Pobreza, 2021), también, por el hecho de que las actividades 

agropecuarias no se detuvieron durante la pandemia y hubo la activación de 

circuitos cortos de comercialización en ciudades pequeñas, ante el cierre de los 

mercados urbanos (PGN, 2021, p. 124).  

No obstante, a cinco años de la implementación del A.F., las cifras de pobreza rural 

continúan siendo altas, a lo que deben sumarse los efectos de mediano y largo plazo 

por la pandemia. Para la PGN (2021, p. 208) es llamativo que el Documento Conpes 

4023 de 2021 sobre reactivación y crecimiento sostenible frente a la pandemia, no 

haga ninguna mención a los PNRRI. De allí que la implementación de estos, de 

forma integral, sigue representando una oportunidad para mejorar las condiciones 

de vida de la población rural, mucho más en el escenario actual. 

 

3.2.  Cómo preservarlos  

Un primer paso es concluir la formulación de los Planes que faltan para que sean 

adoptados, incluida la actualización del Plan de vivienda rural. El Gobierno Nacional 

ha manifestado que al finalizar su periodo estarán en ejecución los 16 PNRRI 

(Archila, 2021). Para todos los planes y particularmente para los tres que se 

encuentran con cierre técnico (Salud, Educación, Alimentación) así como los que se 

encuentran en formulación (Formalización, Zonificación Ambiental y Asistencia 

técnica), se debe acelerar su implementación, máxime cuando la meta de hectáreas 

formalizadas tiene un plazo de siete años y la formulación de plan de Zonificación 

Ambiental de dos años no se cumplió.  
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En segundo lugar, se requiere una implementación articulada y conjunta de los 

distintos PNRRI, entre ellos y con los PATR y las iniciativas detonantes y 

dinamizadoras de las HRU; así mismo, una estrategia conjunta de intervención 

desde los diferentes Planes en aquellas zonas que no están priorizadas para la 

implementación de la RRI. En ambos casos, garantizando la participación y la 

contratación con comunidades y organizaciones en aquellos eventos en los que la 

normatividad lo permite. 

En tercer lugar y atendiendo a lo establecido en la Constitución, las acciones, 

indicadores y metas de los PNRRI deben ser insumos, por un lado, para la 

planeación sectorial de los siguientes tres PND, garantizando su financiación y, por 

otro, ser un marco de referencia en los procesos de construcción y expedición de 

los próximos planes de desarrollo del nivel territorial, tanto en municipios y 

departamentos priorizados para la implementación de la RRI como para los demás.  

Finalmente, es necesario incorporar en la implementación de los PNRRI 

evaluaciones de término medio ïcon la participación de las comunidades y 

organizacionesï que valoren sus impactos en la disminución de la pobreza rural y 

evalúen qué medidas se encuentran rezagadas frente a otras y en qué lugares no 

se presenta una dinámica positiva de implementación, para hacer los ajustes 

necesarios que permitan su integralidad desde el punto de vista de las acciones de 

política pública incluidos en cada uno de estos, entre los diferentes planes y en todo 

el territorio nacional. 

 

3.3.  Riesgos para la implementación  

Finalizada la adopción de los PNRRI, con una definición de competencias, 

responsabilidades y presupuesto, y en ejecución en su totalidad, el principal riesgo 

está en que los siguientes gobiernos no incorporen en sus ejercicios de planeación 

estos insumos que son relevantes para cada uno de los sectores, en el marco de 

sus objetivos de política pública en los PND, con su debida representación en 

presupuesto; o bien que solo incorporen algunos de estos, prefiriendo algunos 

pilares sobre otros, así como teniendo en cuenta únicamente algunas de sus 

medidas. Dado el retraso en su adopción y la necesidad de tener el máximo 

esfuerzo posible en los primeros cinco años, plazo concurrente con la pandemia, 

este ejercicio es particularmente necesario para el próximo gobierno nacional 2022-

2026. 
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INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 2 ð 

PARTICIPACIÓN POLÍTICA :  APERTURA DEMOCRÁTICA PARA 

CONSTRUIR LA PAZ  

El punto 2 establece medidas y mecanismos para lograr la apertura democrática y 

para romper el vínculo entre las armas y la política a través del desarrollo de canales 

institucionales que prioricen el diálogo, la mediación y la resolución de conflictos 

sociales. Para ello el A.F. estableció tres temas generales: Derechos y garantías 

plenas para el ejercicio de la oposición política (2.1); mecanismos democráticos de 

participación ciudadana, incluyendo los de participación directa (2.2) y medidas 

efectivas para promover una mayor participación en la política local, regional y 

nacional de todos los sectores incluyendo la población más vulnerable (2.3).  

Para este 10º. Informe, la ST desarrolló un análisis retrospectivo y prospectivo de la 

implementación de cada uno de los puntos, identificando sus principales logros y su 

relevancia, algunos mecanismos para preservarlos y los posibles riesgos que 

atraviesa la apertura democrática para construir la paz.  

 

1. Derechos y garan tías plenas para el ejercicio de la oposición política 

en general y en particular para los nuevos movimientos que surjan 

luego de la firma del A.F.  

Para el A.F. la participación es un eje fundamental en la construcción de paz y, en 

aras de garantizar el pluralismo en el sistema político colombiano, se establece 

como subtema los derechos y garantías para el ejercicio de la oposición política en 

general, donde se determina también la puesta en marcha del Estatuto de la 

Oposición (A.F. 2.1.1.1.). De igual forma, con el fin de garantizar la expresión de las 

diferentes visiones e intereses en la sociedad, se define el subtema de garantías de 

seguridad para el ejercicio de la política, donde establece la puesta en marcha de 

un Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política ïSISEPï, el cual 

comprende la seguridad bajo la perspectiva del humanismo, la promoción y el 

respeto de la vida, los derechos y libertades (A.F. 2.1.2). 

 

1.1.  Compromiso: Garantías para el ejercicio de la política  

En este Décimo informe la ST destaca como preocupación central el delicado 

escenario de inseguridad que atraviesan algunas regiones del país. Si bien la firma 

del A.F. generó una reducción significativa en las acciones ofensivas del conflicto 

armado (CERAC, 2020), la escasa integración institucional de las zonas dejadas 

por la antigua guerrilla y el lento avance en la implementación de algunas medidas 
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del A.F., ha propiciado un clima apto para el fortalecimiento de diversos grupos 

armados en varias regiones del país, los cuales han atravesado por un proceso de 

reacomodamiento y recomposición desembocando, en algunos casos, en disputas 

territoriales.  

La permanencia de grupos armados en los territorios, los enfrentamientos y los 

intereses económicos y políticos a nivel local han hecho que, a pesar de la reducción 

de las acciones ofensivas, el país presente un preocupante nivel de agresiones a 

excombatientes, líderes y lideresas sociales y defensores de derechos humanos 

junto con un incremento en los casos de desplazamiento masivo y de masacres.  

El 2020 fue el año con el registro más alto de masacres desde el 2014 con 76 casos 

confirmados por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (2021). Según la Defensoría del Pueblo durante el primer 

semestre de este año la cifra de desplazamiento masivo se incrementó en un 100% 

con 102 eventos y 44.290 personas afectadas (Defensoría del Pueblo, 2021).  

Aunado a lo anterior, desde la firma del A.F han sido asesinados 289 

excombatientes, 123922 líderes sociales y defensores de derechos humanos 

(Martínez, 2021; Indepaz, 2020a, 2020b, 2021). Además, entre el 27 de marzo y el 

25 de junio la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia (2021) 

reportó ataques y amenazas contra miembros de partidos políticos y funcionarios 

públicos en Antioquia, Valle, Sucre, Chocó, Bogotá y Caquetá, siendo afectados los 

partidos políticos Alianza Verde, MAIS, Polo Democrático, Centro Democrático, 

Comunes, Conservador y el movimiento político Colombia Humana. Durante el mes 

de agosto, el Gobernador del Magdalena salió del país por amenazas que 

presuntamente fueron realizadas por el grupo armado Clan del Golfo (El País, 

2021). Este panorama traza un contexto complejo en términos de garantías de 

seguridad para el ejercicio de la participación política, ad-portas de los procesos 

electorales del año 2022. 

1.1.1.  Logros y su relevancia  

El tema de garantías plenas para el ejercicio de la oposición política en general y en 

particular para los nuevos movimientos que surjan luego de la firma del A.F. cuenta 

con amplios desarrollos normativos, sin embargo, su materialización no ha sido 

homogénea. Por ello, para comprender cuales son los principales logros de la 

implementación en este tema es necesario señalar los avances en cada subtema y 

su aporte a la apertura democrática para construir la paz.  

 
22 Esta cifra se obtuvo cruzando los datos del informe ñlíderes y defensores de derechos humanosò 
de Indepaz y las bases de datos pública de esa misma organización para los años 2020 y 2021.  
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En cuanto garantías de seguridad para el ejercicio de la política, el  principal avance 

es la reglamentación del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la 

Política ïSISEPï (Decreto 895 de 2017) y de algunas instancias que le componen, 

como el  Sistema de Prevención y Alerta Temprana (Decreto 2124 de 2017), la 

Comisión Nacional de Garantías de Seguridad ïCNGSï (Decreto 154 de 2017) y el 

Programa integral de Seguridad y Protección para Comunidades y Organizaciones 

en los Territorios (Decreto 660 de 2018). Sin embargo, la implementación integral 

del SISEP sigue siendo un pendiente, pues aún no se ha puesto en funcionamiento 

el Sistema de Planeación, Información y Monitoreo Institucional; la Comisión de 

Seguimiento y Evaluación de Desempeño y el Comité de Impulso a las 

Investigaciones23.  

Si bien se ha identificado un funcionamiento continuo en la CNGS y en la Comisión 

Intersectorial de Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas ïCIPRATï, sus 

avances han sido limitados. Como señaló esta ST en su Noveno informe (2021), la 

CNGS ha adolecido de profundas diferencias entre las partes que la componen y 

de un escaso dinamismo por parte del gobierno nacional para el desarrollo de 

sesiones plenarias, esta instancia solo ha desarrollado 6 sesiones plenarias, no ha 

sesionado desde el mes de mayo del presente año y no cuenta con reglamento 

interno (Anexos 2 y 3). Por otro lado, a pesar del constante desarrollo de sesiones 

de la CIPRAT, se ha evidenciado una limitada capacidad de coordinación con el 

nivel local para atender a las alertas tempranas emitidas por la Defensoría (ST, 

2021).   

Lo anterior, junto con la priorización que ha hecho el Gobierno Nacional del Plan de 

Acción Oportuna (Decreto 3127 de 2018) sobre el SISEP, en vez de promover la 

armonización de las diferentes medidas de seguridad, ha coadyuvado en la 

dispersión de esfuerzos y por ende no ha resultado en una mayor capacidad de 

respuesta ante el complejo contexto de inseguridad que atraviesa el país.  

Pese a la implementación normativa, las falencias en la implementación material e 

institucional y la persistencia de la violencia contra excombatientes, defensores de 

derechos humanos, líderes y lideresas sociales, no permiten a la ST afirmar que 

existan logros significativos en materia de garantías de seguridad para el ejercicio 

de la política con miras a la apertura democrática para construir la paz. 

1.1.2.  Cómo avanzar en materia de seguridad  

 
23 El Comité de Impulso avanzó en la reglamentación y definición de funciones, pero aún no cuenta 
con plan de trabajo y la Comisión de Seguimiento inició el proceso de definición del Sistema de 
Planeación Información y Monitoreo, pero este aún no se encuentra en marcha (SIIPO, 2021; OACP 
Oficio 21-00038190; Contraloría, 2021; Anexo 1).   
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Para avanzar en materia de garantías de seguridad, como lo señaló esta ST en el 

Noveno informe (2021), es indispensable la implementación integral del SISEP, 

como instancia de coordinación y articulación para la armonización y evaluación de 

funciones. Lo anterior, aportaría a la superación de la dispersión de medidas, 

permitiendo así una mejor focalización en la atención a la crisis.  

De igual forma, esto implica la reactivación de las sesiones de la Alta Instancia del 

SISEP y de la CNGS. Es necesario recordar que la participación de delegados de 

plataformas de Derechos Humanos y expertos en la CNGS aporta al análisis y 

recomendaciones en materia de política pública de seguridad, pues genera 

sinergias desde la sociedad civil y la academia con la institucionalidad, 

enriqueciendo el desarrollo de toma de decisiones.   

También es importante el fortalecimiento del componente de respuesta rápida de la 

CIPRAT, mediante el acompañamiento efectivo del Gobierno nacional a los 

gobiernos locales para la atención de las inminencias de riesgo señalada por la 

Defensoría del Pueblo.  

Por último, se requiere mayor premura en el funcionamiento del Programa Integral 

de Seguridad y Protección para Comunidades y Organizaciones en los Territorios 

para avanzar en el desarrollo de medidas de protección colectivas.  

1.1.3.  Riesgos para la implementación  

La magnitud y persistencia de las agresiones a líderes, lideresas y excombatientes 

representa un riesgo para la apertura democrática, el Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y no Repetición y la reincorporación de los excombatientes a 

la vida civil. Cada líder social asesinado es una voz silenciada en la democracia que 

fractura la confianza en la institucionalidad y obstaculiza la participación política. 

Además, teniendo en cuenta que los altos índices de violencia y la percepción de 

inseguridad han afectado la asistencia a los comicios, está riesgo la participación 

política en las jornadas electorales de 2022 y la representación política en las CTEP 

de las poblaciones y las zonas especialmente afectadas por el conflicto y el 

abandono del Estado.  

De igual forma, cada excombatiente asesinado resquebraja la confianza en las 

instituciones y en la democracia, entorpeciendo el proceso de reincorporación, pues 

los altos índices de violencia pueden llegar a legitimar discursos que proponen el 

retorno a las armas. Además, la sistemática victimización a firmantes del Acuerdo, 

tal como lo ha señalado la Jurisdicción Especial para la Paz (Auto AI-008- 2020), 

priva a las víctimas de: escuchar sobre los hechos victimizantes que el 

excombatiente conozca, conocer la ubicación de los restos de sus seres queridos, 
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participar en la audiencia de reconocimiento de responsabilidad y conocer la 

ubicación de minas, lo que vulnera el derecho a la no repetición.   

De manera que, para garantizar la apertura democrática y la consolidación de la 

paz, es primordial avanzar en materia de garantías de seguridad, pues este 

compromiso es transversal a la implementación del Acuerdo. 

 

1.2.  Compromiso: Derechos y garantías para el ejercicio de la oposición  

1.2.1.  Logros y relevancia  

La ST destaca como principal logro la promulgación del Estatuto de la Oposición 

que, a pesar de algunas dificultades, ha aportado a la apertura del sistema político 

y a la participación política para la construcción de paz. 

En cuanto a derechos y garantías para el ejercicio de la oposición política, como 

fruto del Acuerdo en agosto de 2016 se convocó una comisión compuesta por 

partidos políticos y movimientos con personería jurídica, la cual definió los 

lineamientos del Estatuto de la Oposición. Con base en ello, el Gobierno Nacional 

radicó el proyecto de ley ante el Congreso de la República, el cual fue aprobado 

mediante el fast track, atravesó control constitucional y finalmente fue sancionado 

con la ley 1909 de 2019. Un logro importante derivado del A.F. al aprobarse una ley 

consagrada en la Constitución que no tuvo éxito en los 11 proyectos que intentaron 

sacarla adelante entre 1993 y 2016 (Londoño, 2016; Instituto Holandés para la 

Democracia, 2018; PMI). 

La promulgación del Estatuto de la Oposición y la reglamentación de algunas de sus 

disposiciones por parte del CNE, con las resoluciones 3134 de 2018, 2276 de 2019 

y 3941 de 2019, no sólo constituyó un avance en términos normativos para la 

materialización del Estatuto a nivel nacional y local, sino que también logró plasmar 

una serie de garantías básicas para el ejercicio de la oposición, permitiendo un 

mayor dinamismo en el debate público. 

Derechos para la oposición como la financiación adicional, la réplica, la participación 

en las mesas directivas de plenarias de corporaciones públicas, el acceso a la curul 

en las corporaciones públicas para quienes ocupan el segundo lugar en las 

elecciones uninominales y el derecho a participar en la agenda de las 

corporaciones, a pesar de algunos contratiempos, han tenido impactos positivos en 

la apertura democrática. 

Gracias al Estatuto, los partidos declarados en oposición han ejercido el derecho a 

la réplica, han controvertido en dos ocasiones el discurso presidencial en la 

instalación del Congreso, hicieron uso de las herramientas de comunicación de 
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cámara y senado y tuvieron acceso a la financiación adicional correspondiente al 

año 2019 (Oficio CNE-FNFP-1820-2020; PGN, 2021). De igual forma, los 

candidatos con la segunda votación más alta para cargos uninominales de elección 

popular tuvieron acceso a la curul que les otorga la oposición; de esta manera se 

posesionaron 693 concejales, 28 diputados, 1 senador y 1 representante a la 

cámara24, con lo cual se enriqueció el diálogo y el debate en el sistema político. 

Sin embargo, hay que señalar que aún son varias las dificultades que presenta la 

implementación del Estatuto de la Oposición. La última legislatura del Congreso de 

la República inició sus actividades el pasado 20 de julio, jornada en la que se 

hicieron explícitas varias dificultades que plantea la realidad al marco normativo y al 

ejercicio de la oposición, pues además de señalar rupturas en ella, dio cuenta de un 

sistemático intento de obstaculizar el derecho a la alocución de la oposición en la 

instalación del Congreso por parte de la bancada de gobierno. También señala dos 

problemas de fondo en el Estatuto: el primero, radica en comprender la oposición 

como un grupo homogéneo y cohesionado y, el segundo, en no aclarar si el voto en 

blanco es vinculante en la elección de las mesas directivas, lo cual supone un 

pendiente para la autoridad electoral.  

Una de las dificultades más relevantes en dicha jornada fue que las organizaciones 

políticas declaradas en oposición no lograron consenso sobre qué organización 

abanderaría la alocución, lo cual es un derecho que le otorga el Estatuto a la 

oposición durante la instalación del Congreso. Según el Partido Verde era su turno, 

sin embargo, las demás organizaciones optaron por dividir el tiempo. De manera 

que, en concordancia con lo dispuesto en el Estatuto, el tiempo de la intervención 

se distribuyó entre Antonio Sanguino por el Partido Verde y la coalición de la 

Esperanza, María José Pizarro por la Colombia Humana y el Pacto Histórico y Jorge 

Torres Victoria por el partido Comunes. Cabe señalar que, en el transcurso de la 

alocución, la bancada de gobierno dio la espalda y el Presidente de la República se 

retiró del recinto una vez finalizó su discurso25.  

Igualmente, durante la elección de la mesa directiva del Senado, el candidato 

postulado por la oposición para la segunda vicepresidencia, Gustavo Bolívar, no 

resultó electo tras obtener 66 votos en blanco y 32 a favor. Con el resultado de la 

votación, la bancada de la oposición se retiró de la sesión, argumentando que las 

mayorías de gobierno instrumentalizó el uso del voto en blanco para vetar a su 

candidato. No obstante, un sector del Partido Verde se quedó en el recinto y postuló 

 
24  Angela María Robledo como fórmula vicepresidencial de la segunda votación a la presidencia 
ocupó una curul en la cámara de representantes. Sin embargo, la Corte Constitucional tumbó su 
curul por presunta doble militancia.    
25 Vea la jornada de instalación del Congreso en: https://youtu.be/GMRL3dvwiAY  

https://youtu.be/GMRL3dvwiAY
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al Senador Iván Name, quien resultó electo. Estos hechos han puesto sobre la mesa 

el debate sobre la aplicación del voto en blanco en la elección de mesas directivas, 

pues existe un vacío normativo que deja abierto a interpretaciones la aplicabilidad 

o no del artículo 248 de la Constitución para estos casos.  

Así las cosas, los representantes de la Colombia Humana, la Unión Patriótica, el 

Partido Comunes, Polo Democrático y del Movimiento Alianza Democrática 

Afrocolombiana, interpusieron una acción de protección ante el Consejo Nacional 

Electoral ïCNEï para resguardar el derecho de la oposición a participar en las 

mesas directivas (Artículo 18 del Estatuto de la Oposición). Arguyendo que la mesa 

directiva instrumentalizó el voto en blanco y que un sector del partido Alianza Verde 

desconoció el Estatuto por dos motivos: (i) por postular un candidato sin establecer 

consenso en la bancada de la oposición y (ii) por ocupar por segunda vez el cargo 

en la mesa directiva sin contar con el aval de los partidos declarados en oposición 

(Audiencia Auto 30 de julio 2021; El Espectador, 2 de agosto 2021).  

1.2.2.  Cómo preservar y consolidar el Estatuto de la oposición  

Para la derogación del Estatuto de la Oposición, al ser una ley estatutaria, se 

requiere mayoría absoluta en el Congreso de la República y revisión constitucional, 

además cualquier ciudadano puede intervenir para rebatir el proceso (Constitución 

Política de Colombia, Artículo 153).    

Por lo anterior, la ciudadanía, las organizaciones y partidos políticos juegan un papel 

fundamental para el ejercicio de la defensa del Estatuto y de su implementación 

efectiva.  

Así mismo, es importante el seguimiento por parte de la Procuraduría General de la 

Nación y de entes nacionales e internacionales. Son las instancias de seguimiento, 

los entes de control, la ciudadanía y los partidos políticos quienes pueden ejercer 

como garantes de los derechos consagrados en el Estatuto de la Oposición y de su 

implementación efectiva, haciendo los llamados correspondientes a la autoridad 

electoral y a las instituciones que tienen compromisos con su funcionamiento. 

De igual forma, es de importancia que el CNE, como autoridad electoral, avance en 

las reformas pendientes y en la reglamentación de sus medidas a nivel local.  
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1.2.3.  Riesgos para el Estatuto de la Oposición  

Esta ST identifica tres riesgos para los derechos y garantías plenas del ejercicio de 

la oposición: (i) Los vacíos normativos en el seno del Estatuto y las falencias en su 

implementación (ii) los vicios de la clase política y (iii) la falta de garantías de 

seguridad para el ejercicio de la política. 

(i) El Estatuto cuenta con serios vacíos normativos que han obstaculizado el goce 

de algunos derechos, este es el caso de la falta de reglamentación y ajustes en:  los 

grupos significativos de ciudadanos, la reglamentación del acceso a nivel local a los 

medios de comunicación social del Estado o que hacen uso del espacio 

electromagnético, los tiempos para la declaración política y la elección de las mesas 

directivas en las corporaciones públicas. Así mismo, la falta de asignación 

presupuestal para el acceso de la oposición a los medios de comunicación social 

del Estado que hacen uso del espacio electromagnético ha limitado el goce del 

derecho. 

(ii) Lo relativo a los vicios de la clase política se refiere a las prácticas enquistadas 

en el sistema político colombiano que plantean retos al marco normativo y que de 

una u otra manera han obstaculizado el ejercicio pleno de los derechos de la 

oposición. Este es el caso de la obstrucción que ejerció el entonces presidente del 

Senado, Ernesto Macías, al ejercicio de la alocución de la oposición durante la 

instalación del Congreso de la República el 20 de julio de 2019 (ST, 2020) y el de 

los sucesos acontecidos durante la instalación de esta última legislatura.     

Por último, el escenario de inseguridad y los retrasos en la implementación integral 

del SISEP han generado preocupación en las organizaciones políticas declaradas 

independientes y en oposición (PGN, 2021). Al respecto es importante recalcar que 

el subtema de garantías de seguridad es transversal para la implementación del 

punto dos y del acuerdo en general, pues sin garantías de seguridad se encuentra 

en riesgo la participación política, la reincorporación y el Sistema Integral de Verdad, 

Justicia, Reparación y No Repetición. 

 

2. Mecanismos democráticos de participación ciudadana  

El escenario de protesta en el país se reactivó finalizando el mes de abril como 

consecuencia de una propuesta gubernamental de reforma tributaria, poco 

concertada política y socialmente, además de ser bastante ambiciosa en su recaudo 

afectando en especial a los sectores asalariados, lo que causó que grandes 

sectores del país se movilizaran en su contra. No obstante, este solo fue el inicio de 

una serie de reclamos, que como se ha resaltado en los diferentes informes de la 
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ST, venían desde 2019, y se vieron afectadas en su continuidad por el 

confinamiento por la Covid-19. 

La respuesta estatal ha sido bastante diferente entre el discurso y la acción. Por un 

lado, al afirmar que se brindan garantías a la movilización pacífica poniendo como 

evidencia el Decreto 003 de inicios de año, mientras que, por el otro, desde distintas 

ramas, en especial la judicial, se ha buscado limitar y reprimir el ejercicio de este 

derecho. Es el caso de la decisión del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de 

suspender todas las manifestaciones justificándose en la pandemia, por los altos 

índices de contagios y muertos que en ese momento reportaba el país y arguyendo 

que los permisos otorgados a los organizadores del Paro debían ser revocados, 

desconociendo la jurisprudencia que establece que no son requeridos para poder 

manifestarse (Páramo, mayo 4 de 2021; Lalinde, 2019).  

Como estableció esta ST en su Octavo y Noveno informe, la sentencia de la Corte 

Suprema evidenció que había fallas sistemáticas por parte del Gobierno y 

especialmente de la Policía Nacional en el tratamiento a las manifestaciones: 

intervención violenta y arbitraria, estigmatización hacia los manifestantes, uso 

desproporcionado de la fuerza y de armamento letal; detenciones arbitrarias y 

afectación a la libertad de prensa (Corte Suprema de Justicia, 2020, STC 7641). 

Estas fallas sistemáticas se hicieron aún más evidentes a la hora de atender las 

movilizaciones del Paro Nacional desde el 28 de abril de 2021.        

Este estallido social hizo evidente la priorización al uso de la fuerza en el manejo de 

las protestas y especialmente en aquellos lugares donde se presentaron fuertes 

disturbios y bloqueos de varias semanas en el marco del Paro Nacional (Valle del 

Cauca). Según cifras de Indepaz y Temblores (2021) para finales de julio habían 

cerca de 3500 casos de violencia policial con 75 homicidios, 1500 casos de violencia 

física y 28 víctimas de violencia sexual. Además, hizo evidente una limitada y 

repetida capacidad de diálogo del Gobierno Nacional con la conformación, de 

nuevo, de un diálogo similar a la Gran Conversación Nacional, que no tuvo ningún 

resultado en 2019, pese a la priorización que se le había dado a este componente 

en la sentencia de la Corte Suprema (Resolución 1139 de 2020 y en el Decreto 003 

de 2021).  
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2.1.  Logros y relevancia  

A pesar de que no se ha implementado todo en este subtema, lo que se ha hecho 

ha brindado espacios de participación a las comunidades en diferentes niveles para 

discutir temas de importancia relacionados con la paz, reconciliación y convivencia. 

A nivel general ha permitido una mayor participación de la ciudadanía en asuntos 

públicos, algunos espacios han dejado de ser estigmatizados y ahora son el 

escenario de reclamos frente a diferentes temas mediante la movilización. Esta es 

una oportunidad para aumentar la confianza y legitimidad de las instituciones sin las 

cuales no podrá haber una preservación de los logros adquiridos hasta ahora.  

Su principal objetivo es promover un mayor involucramiento de la ciudadanía en los 

asuntos públicos mediante mecanismos que brinden mayores garantías a los 

movimientos y organizaciones sociales. Además, permite una mayor participación 

ciudadana en medios de comunicación; construir espacios que garanticen la 

convivencia, reconciliación y no estigmatización y, por último, fortalecer el control y 

los ejercicios de veeduría ciudadana y la planeación democrática y participativa 

Desde 2019 se dieron movilizaciones muy importantes en todo el país, los hechos 

de noviembre serían solo un primer momento en una serie de hechos de protesta 

que han mantenido las mismas demandas, muchas de ellas exacerbadas por los 

efectos de la pandemia. Entre ellas se destacan mayores oportunidades y garantías 

laborales; una mayor y mejor financiación a las instituciones de educación superior, 

el cumplimiento del Acuerdo de Paz, el rechazo al asesinato de los líderes sociales 

y defensores de derechos humanos, entre otras. No obstante, la emergencia 

sanitaria en marzo de 2020 pondría, brevemente, un alto a este ambiente amplio de 

movilización, pero no harían más que profundizar la exigencia de estos reclamos.  

En septiembre de 2020 ocurrieron dos hechos de gran relevancia, aunque no 

complementarios, en materia de garantías para la movilización. El primero fueron 

las protestas, principalmente en Bogotá, que surgieron por el asesinato en un 

procedimiento policial de Javier Ordoñez. En segundo lugar, la sentencia de la Corte 

Suprema de Justicia que establece la existencia de una violación sistemática en el 

ejercicio de este derecho fundamental ordenando adoptar correctivos para mejorar 

la atención gubernamental a las personas que se manifiestan.  

En aras de corregir algunas de las problemáticas fundamentales a la hora de 

atender la protesta se desarrollaron dos normativas. La primera fue el ñprotocolo 

expr®sò (Resoluci·n 1139 de 2020), que tal como su nombre lo indica fue una 

herramienta ad hoc que buscaba definir una serie de deberes y obligaciones para, 

en el corto plazo, garantizar este derecho fundamental (Pacifista, 2020). La segunda 

más robusta que tuvo participación de varios sectores de la sociedad civil fue el 
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decreto 003 de 2021, con la deliberación en mesas de trabajo que convocó el 

Ministerio del Interior. Frente a este decreto se destaca lo siguiente: i) la priorización 

que debe tener el diálogo por parte de autoridades nacionales y territoriales y de la 

Policía Nacional. ii) Evitar la estigmatización por parte de las autoridades policiales 

que deslegitimen y descalifiquen las causas y personas que participan en la 

manifestación. iii). Verificación de las fichas académicas de los miembros de la 

Policía que trabajen en su atención, velando porque estén capacitados en Derechos 

Humanos, uso de la fuerza, y de armas no letales. iv) Verificación de personal y 

equipos de dotación al personal de acompañamiento por parte del Ministerio Público 

y la Defensoría del Pueblo.    

Continuando con este mecanismo de seguimiento, el decreto estableció una Mesa 

Nacional de Garantías para la manifestación pacífica como espacios de 

interlocución, entre instancias gubernamentales y sectores de la sociedad civil, 

proponiendo mecanismos de diálogo y mediación entre autoridad policial y la 

ciudadanía. Esta instancia fue convocada por el Presidente de la República en mayo 

de este año para responder, de manera conjunta a las grandes movilizaciones que 

se estaban realizando en todo el país26. De esta manera, se conformaron en 

diferentes ciudades, Pereira, Medellín y Bogotá, los espacios entre institucionalidad 

local y nacional y manifestantes para velar por el cumplimiento de este derecho 

fundamental diferenciando entre quienes se manifiestan de manera pacífica y 

quienes ejercen violencia (Ministerio del Interior, 2021; La República, 17 de mayo 

de 20219, El Nuevo Siglo, junio 25 de 2021).   

En esta misma línea para aumentar las garantías de la protesta social, el Gobierno 

Nacional anunció la creación del Sistema Nacional de Gestión del Diálogo Social y 

Resolución de Conflictos. Su objetivo es promover el diálogo social y resolución de 

conflictos en materia de convivencia y conflictividad social en los niveles municipal, 

departamental y nacional (Ministerio del Interior, 2021; El Tiempo,18 de junio de 

2021)27. Aquí es pertinente mencionar que en el Plan Nacional de Desarrollo (2018-

2022) ya se estableció un Sistema Nacional de Resolución de Conflictividades 

 
26 Participaron representantes de la Procuraduría General de la Nación, Defensoría del Pueblo, 
Fiscalía General de la Nación, el Ministerio de Defensa, Consejerías presidenciales para la Juventud 
y Derechos Humanos, Unidad para Atención de Desastres, Policía Nacional, la Alta Comisionada de 
la ONU para los Derechos Humanos, OEA, plataformas de Derechos Humanos, organizaciones 
estudiantiles, ANDI, Fenalco, Iglesia entre otros.  
27 El Ministerio del Interior también anunció la creación del Observatorio de la No Discriminación y la 
no Estigmatización ñColombia es de todosò al cual se le atribuyen funciones para luchar contra de 
la discriminación y estigmatización. La problemática radica en que el Ministerio no dio claridad en 
cómo no va a darse una multiplicación de tareas con las funciones que cumplen los Consejos de Paz 
en esta materia de estigmatización en sus diferentes niveles (Ministerio del Interior, Resolución 0338, 
12 de marzo de 2021; Decreto Ley 885, 26 de mayo de 2017).  
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Sociales cuyo objetivo es aumentar las capacidades pro-diálogo y brindar 

información sobre acuerdos previos en las instituciones para contribuir a una mejor 

toma de decisiones respecto a la gestión de conflictividades y disminuir el uso de la 

fuerza. Sin embargo, estos sistemas y mecanismos pueden considerarse como 

respuestas de carácter reactivo a la situación social que atraviesa el país, ya que 

no se le dio la priorización y se perdió la ventana de oportunidad para desarrollar 

capacidades de diálogo a favor de aumentar los derechos de la protesta social tal 

como quedó consignado en el A.F (ST, 2020, p. 91; DNP, 2018, p. 95).  

 

2.2.  Cómo preservarlos  

A nivel general no hay evidencia que sustente que hay mayores garantías para la 

movilización y protesta pacífica o al menos no como se estableció en el A.F. Los 

desarrollos normativos mencionados en este informe fueron reactivos a la situación 

social del país y, si bien la ventana de oportunidad para desarrollar mayores 

capacidades de diálogo ya pasó, es fundamental continuar con los espacios 

alcanzados hasta ahora como la Mesa Nacional de Garantías para la Manifestación 

Pacífica. Para esto se debe trabajar de manera articulada entre la institucionalidad 

y organizaciones de la sociedad civil, especialmente aquellas que participan en las 

manifestaciones.  

En esta misma línea, el desarrollo de capacidades de diálogo para funcionarios del 

gobierno es importante para priorizar el diálogo antes del uso de la fuerza y conocer 

los acuerdos previos con las comunidades y/o organizaciones. Por último, y tal vez 

el más importante es la necesidad de establecer un marco normativo mediante una 

ley estatuaria para afrontar las fallas de intervención de manera arbitraria, violenta 

y desproporcionada de la fuerza pública que se han visto en las movilizaciones de 

los últimos años y proteger este derecho fundamental.  

 

2.3.  Riesgos  

El incumplimiento de este compromiso afecta el fortalecimiento de las 

organizaciones y movimientos sociales, sus plataformas e instancias de 

participación, tampoco brinda mayores garantías a la protesta social con lo cual se 

afecta la participación ciudadana en asuntos públicos y conlleva a la 

estigmatización; no es entendida como un ejercicio característico de una cultura 

democrática. También uno de los riesgos a corto y mediano plazo es que no haya 

avances en un proyecto de ley que aumente las garantías y promoción de la 

participación ciudadana 
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Lo anterior resulta aún más preocupante ya que el ambiente de movilización es de 

esperar que se mantenga e incluso aumente y se va a sumar al escenario electoral 

de 2022. Si bien es clara la necesidad de una ley estatutaria existe el riesgo que el 

gobierno saque adelante una legislación que sea más restrictiva a la protesta social, 

esto debido a lo manifestado por distintos funcionarios del gobierno, especialmente 

respecto a los bloqueos de vías. Lo anterior es aún más problemático cuando la 

protesta está siendo un mecanismo de oposición en las calles a la gestión 

gubernamental, entonces puede haber incentivos electorales para aumentar las 

restricciones para la movilización y buscar penalizar ciertas conductas.  

 

3. Medidas efectivas para promover una mayor par ticipación en la 

política local, regional y nacional de todos los sectores incluyendo la 

población más vulnerable  

Las estrategias se concentran en generar mayor acceso al sistema político, 

estimular la participación electoral, promover la transparencia, modificar el régimen 

y organización electoral y la creación de nuevos espacios para el acceso a medios 

de los partidos y movimientos políticos. 

 

3.1.  Compromiso: CTEP  

3.1.1.  Logros y relevancia  

A lo largo de sus informes esta ST advirtió sobre el incumplimiento de las 

Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz ïCTEPï (2019, 2020, 2020b) 

siendo uno de los principales retrasos en este punto del A.F. La falta de voluntad 

política fue evidente para aprobar este proyecto de ley, proyecto que finalmente se 

convirtió en Ley gracias a las instancias judiciales por una acción de tutela y una 

demanda ante el Consejo de Estado28.  

Sin duda es un hecho importante su aprobación, con un retraso desde 2018, pero 

aún quedan varios desafíos que deben tratarse para que esta representación 

pol²tica con ñenfoque territorialò permita la participaci·n electoral de sus habitantes, 

de los cuales la mayoría son víctimas del conflicto armado y puedan recuperar el 

 
28 La tutela presentada por el senador Roy Barreras, la cual afirmaba que se habían vulnerado el 
derecho de las víctimas a la igualdad, debido proceso y participación política fue aceptada por la 
Corte Constitucional reviviendo el proyecto de ley. La Corte ordenó el pasado 21 de mayo de 2021 
a las presidencias de la Cámara y del Senado que envíen el proyecto como quedó en las gacetas 
del Congreso para sanción presidencial. Aquí es importante mencionar la inicial resistencia por parte 
del gobierno, que instauró una demanda ante el Consejo de Estado, pero que posteriormente retiraría 
y el mismo Presidente anunciaría su sanción (Caracol, 2021; Semana, 2021).   
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ejercicio pleno de sus derechos políticos, económicos, sociales, culturales y 

ambientales para poder satisfacer sus necesidades más importantes y aportar en el 

proceso de construcción de paz (Trejos & Badillo, mayo 27 de 2021).  

3.1.2.  Cómo  preservarlos  

Los desafíos que más apremian corresponden a la reglamentación administrativa, 

pues permiten que las autoridades electorales y otras instituciones puedan asegurar 

la participación antes de las próximas elecciones para el período 2022-2026. De 

esta manera, el Gobierno Nacional reglamentó lo relativo a la implementación de 

las elecciones en estas 16 circunscripciones precisando definiciones, procesos de 

verificación y certificación de requisitos y la calidad de los candidatos de los 

movimientos ciudadanos y de víctimas para su participación en los comicios. 

Asimismo, limita la participación de personas que hayan hecho parte de grupos 

armados al margen de la ley o hayan sido candidatos o miembros de direcciones de 

partidos políticos con representación en el Congreso o personería jurídica 

(Presidencia de la República, 05 de octubre de 2021, pp. 6-9).  

Por último, establece los mecanismos de garantías, transparencia y seguridad, 

mediante la Comisión Nacional para la Coordinación y Seguimiento de los Procesos 

Electorales del Ministerio del Interior, para garantizar la transparencia electoral, 

además de incluir los mecanismos de observación mediante las Misiones de 

Observación Electoral y/o Veedurías y la creación de los Tribunales Electorales 

Transitorios de Paz (Ibidem, p.14) 29. 

No obstante, pese a este Decreto una buena parte de la reglamentación y posterior 

implementación aún recae en la Registraduría Nacional del Estado Civil ïRNECï y 

el Consejo Nacional Electoral ïCNEï como autoridades electorales en la medida 

que les corresponde: i) Crear los nuevos puestos de votación en las 

Circunscripciones, ii) Medidas para la actualización y vigilancia del censo electoral 

iii) Inscripción de candidatos en la Registraduría; iv) El CNE debe definir cómo será 

la financiación de las campañas y sus respectivos topes y v) Mecanismos de control, 

observación y veeduría ciudadana para estos comicios (Misión de Observación 

Electoral, 2021, p. 6)30 .   

 
29 Decreto 1207 de la Presidencia de la República emitido el 05 de octubre de 2021. 
30 El 28 de septiembre de 2021, la Registraduría Nacional del Estado Civil emitió la resolución No. 
10592 en el cual ñadoptan medidas especiales para la actualizaci·n y vigilancia del censo electoral, 
la inscripción de candidatos y se establece el procedimiento para la organización y dirección de la 
elección de los representantes adicionales a la Cámara por las dieciséis Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz en los períodos 2022-2026 y 2026-2030ò  
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Como se estableció anteriormente, entre los desafíos se encuentra la creación de 

nuevos puestos de votación y una mayor cedulación en cada una de las 

circunscripciones para poder acceder al voto. Lo anterior es una preocupación, 

porque tal como se ha establecido en distintos informes (ST, 2020b; ST, 2020c), 

pese a que se ha dado una ampliación en el número de mesas, estas no 

corresponden a territorios alejados de las cabeceras municipales, lo cual es una 

situación que resulta preocupante al saber que en varias de las circunscripciones 

hay dificultades de desplazamiento no solo en distancia sino en los costos 

asociados a su transporte. De hecho, la Misión de Observación Electoral ïMOEï 

realizó un estudio para determinar cuáles municipios pueden tener una baja 

cobertura en los puestos de votación por su extensión territorial y la distribución de 

los puestos. Los resultados fueron que 283 municipios presentan dificultad de 

acceso al puesto y 89 de ellos (53%) están en territorio que corresponde a una CTEP 

(2021, p. 18). Para subsanar esto, la RNEC otorga facultades a los registradores 

para proponer y reubicar, mediante las Delegaciones Departamentales o 

municipales de la Registraduría, los puestos de votación con un plazo no mayor a 

seis meses antes de la elección, en otras palabras, actualizar la División Política 

Electoral de todas las CTEP (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2021, p. 8).  

La incompleta cedulación es otra circunstancia que puede afectar la participación 

de las comunidades en la elección de los candidatos a las CTEP. A nivel nacional 

hay 214 municipios con déficit en materia de cédulas, de los cuales 40 (24%) 

pertenecen a las CTEP; las que se pueden ver más afectadas son las de Nariño-

Cauca-Valle, Pacífico-Nariño, Arauca, Chocó y Putumayo (MOE, 2021, p. 16-18). 

Cuestión que se puede profundizar por la falta de recursos para la Registraduría 

Nacional del Estado Civil para que pueda actualizar el censo electoral y así asignar 

las campañas de cedulación necesarias para cerrar esta brecha, la cual es mayor 

en territorios étnicos, cuestión importante puesto que el 66 % de los consejos 

comunitarios y el 43% de los resguardos indígenas en el país están abarcados 

dentro de las CTEP (ST, 2020c; MOE, 2021, p. 14).  

3.1.3.  Riesgos para las Circunscripciones Especiales Transitorias del Paz  

El acto legislativo 02 del 25 de agosto de 2021 que aprueba las Circunscripciones 

de Paz, pese a todos los retrasos, es uno de los principales logros en materia de 

participación, puesto que favorece a la representación política de poblaciones y 

territorios afectados por el conflicto armado, el abandono y una débil presencia 

estatal. Además, uno de sus principales objetivos es ser una medida de reparación 

a estas comunidades afectadas por lo ya mencionado e igualmente representa una 
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oportunidad para fortalecer las organizaciones sociales y de víctimas de las 16 

zonas seleccionadas.  

Pese a esto, se identifican unos riesgos de alto calado para que su elección esté en 

concordancia con lo consignado en el A.F. En primer lugar, que en la 

reglamentación y aplicación se pierda el espíritu de estos espacios, es decir, que 

puedan operar intereses políticos en este proceso. Segundo, las posibilidades de 

que las CTEP tal como están en el Acto Legislativo y sus respectivos candidatos 

puedan ser cooptados, no por parte de actores armados, sino de políticos y partidos 

tradicionales. Tercero, tal como se ha reflejado en todos los informes de esta ST, 

las condiciones de seguridad en algunos territorios son muy preocupante afectando 

este proceso electoral. Por último, el riesgo de dispersión en las candidaturas y falta 

de representación es latente, por esto es que las organizaciones que aspiran como 

candidatas deben lograr unos acuerdos previos entre ellas, mediante agendas 

programáticas, para evitar que la dinámica electoral pueda fragmentar a las 

organizaciones, y poder lograr una mejor representatividad. 

 

3.2.  Compromiso: Reforma al Código electoral  

3.2.1.  Logros y relevancia  

Junto con las CTEP, el otro avance significativo correspondiente a promover una 

mayor participación en la política es la aprobación del nuevo Código Electoral que 

pese a que aún está en revisión por parte de la Corte Constitucional se espera su 

visto bueno en materia de constitucionalidad e iría a sanción presidencial, 

aprobación que impactaría las elecciones de 2022 incluyendo las de las CTEP. El 

Código entonces busca principalmente: i) realizar un nuevo censo electoral; ii) 

establecer un domicilio electoral y eliminar la inscripción de cédulas; iii) Garantizar 

el transporte gratuito el día de los comicios; iv) Renovación y modernización de las 

modalidades de voto (manual, electrónico y mixto); v) incremento de la cuota de 

género en las listas de 30% a 50% entre otras cosas.  

Mientras que el Código busca promover una mayor participación al eliminar 

limitaciones para la instalación de puestos de votación en zonas rurales y aumenta 

las garantías para evitar fraude (Controlaría, 2021, 137), preocupan algunos de los 

artículos por sus consecuencias en cuanto a transparencia, contratación y 

autonomía de las autoridades electorales. Uno es aquel que limita la cuota de 

género en las listas para aquellos departamentos que eligen menos de 5 curules. El 

segundo, son aquellos que otorgan al Registrador y el Presidente la potestad para 

elegir cargos administrativos y no priorizar funcionarios de carrera administrativa 

para de esta manera proteger la autonomía de las entidades electorales. Por último, 



 
 
 
 
 

Décimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional CERAC ð Esta versión: 23 de 

octubre  de 2021  

94 

aquellos artículos que establecen sanciones a quienes ejercen tareas de 

observación electoral limitando las labores que realiza la ciudadanía (MOE, 2021, 

4-6)31.  

En materia de fortalecimiento de mecanismos de participación ciudadana está la 

puesta en marcha del Sistema de Rendición de Cuentas de la Implementación del 

Acuerdo de Paz ïSIRCAPï facilitando el acceso específico e integral de información 

sobre actores, directrices, compromisos, herramientas y espacios de diálogo en 

torno a la implementación, en otras palabras, busca articular los diferentes avances 

en rendición de cuentas a la gestión pública, especialmente aquellos asociados a la 

implementación del A.F. y a generar directrices claras para su implementación 

(Función Pública, 2021, 14). Asimismo, el Plan Nacional de Formación de Veedores 

siguió expandiendo sus módulos de capacitación en cumplimiento del numeral 

(2.2.5), los cuales se encuentran divididos en sensibilización, fundamentación y 

focalización, en conjunto suman 14 módulos de aprendizaje, 8 de los cuales han 

sido formulado desde la firma del A.F. En total se ha dado formación a 5008 

personas en 2020, entre las cuales se destaca el diplomado virtual en Control Social 

a la Gestión Pública con cerca de 2000 personas, 291 pertenecientes a municipios 

PDET, esto se destaca ya que la pandemia limitó la formación presencial (Función 

Pública, 2020; 2021; Contraloría General de República, 2021, pp. 134-135). 

3.2.2.  Cómo preservarlos  

Las estrategias de este compromiso se concentran en generar mayor acceso al 

sistema político, estimular la participación electoral, promover la transparencia, 

modificar el régimen y organización electoral y la creación de nuevos espacios para 

el acceso a medios de los partidos y movimientos políticos.  

De ahí, la importancia por salvaguardar los logros alcanzados hasta ahora como el 

nuevo Código Electoral, ya que dinamiza el proceso electoral y permite ampliar el 

escenario democrático. Su preservación depende en gran medida de la voluntad 

política que exista tanto a nivel gubernamental como del legislativo, en la medida 

que solo puede ser modificado a través de este último, y cualquier cambio debe ser 

concertado con los partidos políticos para lograr impactos reales.  

3.2.3.  Riesgos  

El objetivo de este compromiso es establecer medidas efectivas para promover una 

mayor participación en la política nacional, regional y local de todos los sectores, 

incluyendo la población más vulnerable, en igualdad de condiciones y con garantías 

 
31 Para profundizar en las sanciones revisar artículos 151, 152,179 y 247 del Nuevo Código Electoral. 
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de seguridad. No obstante, sigue habiendo riesgos que dificultan este proceso de 

apertura democrática.   

Si bien se avanzó con la aprobación del Código Electoral, los mecanismos de 

modernización que trae consigo, en materia de nuevas tecnologías para votar y una 

mayor paridad en las listas, pueden verse limitados por la falta de una reforma 

política. Esto porque el objetivo de reformar el sistema político se fundamenta en la 

necesidad de brindar autonomía e independencia de la organización electoral y 

mayores garantías para el ejercicio de la participación política. La dificultad para 

aprobar esta clase de reformas da cuenta de la resistencia de sectores políticos que 

pueden ver afectados sus intereses por el cambio en las reglas de juego, 

impactando sus maquinarias y poder local ya constituidas; por otro lado, la falta de 

liderazgo por parte del nivel Ejecutivo y el desinterés por atender lo dispuesto en 

esta materia por el A.F.  

 

3.3.  Compromiso: Consejos Territoriales de Paz  

3.3.1.  Logros y Relevancia  

El Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia continuó su proceso de 

reactivación, los miembros del Comité Nacional fueron elegidos a mediados del 

2020. Sumado a esto, presentó ante Presidencia de la República su plan de acción 

2020-2021, el cual permitió que este órgano estuviera en la capacidad de brindar 

apoyo al fortalecimiento de los Consejos Territoriales de Paz ïCTPRCï en la 

construcción de un diagnóstico que facilitara la conformación de estos espacios, y 

en la recolección de información para identificar las principales dificultades en sus 

respectivos municipios. Gran parte de los apoyos brindados se dieron de manera 

virtual debido a las limitaciones en la movilidad por la pandemia.   

Ahora bien, los CTPRC fueron constituidos y sus consejeros fueron elegidos en 475 

municipios del país, en proceso se encuentran cerca de 23 municipios y, sumando 

los 32 departamentales ya creados, se obtiene un total de 539 Consejos en todo el 

país. El apoyo de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz ïOACPï ha sido muy 

importante en su creación o reactivación y en el diseño de los planes de trabajo 

2020-2023 en los cuales se aprecia una discusión respecto a una estrategia de 

gestión de conflictividades, acciones en Derechos Humanos, temas de Arte, Cultura, 

y Paz territorial y conformación de veedurías (Ver Gráfica 1), además de apoyar la 

armonización de los planes territoriales con los niveles departamental y nacional 

(Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2021, p. 11).  

Gráfica 1. Temáticas trabajadas en los CTPRC. 






























































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































